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PRESENTACIÓN

En primer lugar, quisiéramos agradecer a los Presidentes de los tres Partidos Polí-
ticos (PAN, PRD y PRI) y a los líderes de las organizaciones de la Sociedad Civil que 
forman parte del Frente Amplio por México, la confianza que mostraron al solici-
tarnos que nos hiciéramos cargo de elaborar el Programa de Gobierno 2024-2030 
del propio Frente. Agradecemos también el apoyo de las Secretarias Generales de 
los Partidos Políticos, así como del Comité de Contenidos del Frente.

Hablamos de cientos de personas que ofrecieron su trabajo y su talento de for-
ma entusiasta y honoraria. Hablamos de las mejores mujeres y los mejores hom-
bres de México, agrupados en trece diferentes grupos de trabajo. Se trata de 
exfuncionarios, académicos, políticos, expertos y miembros de organizaciones 
de la Sociedad Civil, que tienen en común el hecho de ser reconocidos como 
grandes especialistas en sus respectivos temas.

A principios de septiembre del año en curso, se entregó a Xóchitl Gálvez, Re-
presentante de la Construcción del Frente Amplio por México y a los Presiden-
tes de los tres partidos políticos que lo conforman, un borrador preliminar de 
los trabajos realizados hasta entonces, reunidos en el libro titulado “Hacia un 
Programa de Gobierno 2024-2030”. Solicitamos que nos dieran comentarios y 
sugerencias de cambio para elaborar la versión definitiva, que aquí se presenta.

La idea es acompañar al proceso electoral mientras este avanza y contribuir a 
cumplir, oportunamente, con el requisito de entregar a las autoridades electora-
les los distintos documentos solicitados, en octubre/noviembre próximo.

A pesar de que solo se contó con pocas semanas para elaborar los trabajos, al-
gunos de los grupos sesionaron hasta en tres ocasiones para compartir ideas y 
sobre todo, propuestas de solución a los principales problemas nacionales.

Ahora que ya contamos con la versión definitiva de este documento, se seguirá 
ampliando, afinando, y agregando temas, a solicitud tanto de la Representante 

del Frente como de los Partidos Políticos y de la Sociedad Civil. Lo anterior hará 
posible que se inicie la etapa de precampaña, hacia la segunda mitad de noviem-
bre próximo, con posiciones muy claras sobre los distintos temas de la agenda. 
La idea es que le resulten útiles tanto a la entonces precandidata a la Presidencia 
de la Republica como a los demás aspirantes del Frente Amplio a puestos de 
elección popular, el 2 de junio de 2024.

En esta segunda etapa del proceso, se solicitarían contribuciones y aportaciones 
a los ciudadanos de las distintas regiones del país para conocer sus preocupacio-
nes y sus prioridades, lo que sin duda enriquecerá los trabajos del Frente Amplio 
y su oferta política.

Recordemos además, que, una vez terminado el proceso electoral y previo el 
cumplimiento de los requisitos constitucionales, el Frente Amplio se convertiría 
en un gobierno de coalición. Recordemos igualmente que un gobierno de coali-
ción es más estable, más democrático, más incluyente, más abierto, más eficien-
te, menos arbitrario y cuyas decisiones nunca involucrarían una “ocurrencia”.

Durante el proceso de preparación tanto de la versión preliminar como de esta 
versión definitiva, y dado que la Sociedad Civil ha tenido una muy importante 
participación en dicho proceso, se tomaron elementos del trabajo “Que Nadie 
Quede Atrás”, de Unid@s, así como de otras fuentes públicas.

Finalmente, quisiéramos hacer un reconocimiento especial a Luis Herrera-Lasso, 
sin cuyo apoyo y liderazgo intelectual no habría sido posible culminar estos tra-
bajos con éxito, así como a Anakaren Iniestra, por su invaluable contribución a 
la viabilidad logística y digital del proyecto.

Atentamente, a nombre de los coordinadores, redactores y participantes en la 
elaboración del documento “Hacia un Programa de Gobierno” del Frente Amplio 
por México, José Ángel Gurría Treviño. 
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POLÍTICAS 
SOCIALES

LÍNEAS DE ACCIÓN PRIORITARIAS

1. 1. Creación de un ingreso básico dirigido a personas en situación de pobreza extrema, 
con el objetivo de eliminar la desnutrición crónica.

2. Establecer un sistema de protección social universal e integrado que brinde apoyos 
fortalecidos a quienes los requieran, independiente de la condición laboral.

3. Creación del Sistema de Capacitación y Formación de Jóvenes con Becas, con el 
objetivo de desarrollar habilidades requeridas para empleos dignos y remunerados.

4. Incrementar el presupuesto asignado a Educación Media Superior y Superior, al 
equivalente a 1 % del PIB.

5. Establecer el Programa Nacional de Apoyo a las Mujeres y Madres Trabajadoras, para 
dar apoyo efectivo a las mujeres que desempeñan múltiples roles en la sociedad.

6. Implementación de los compromisos del Programa Ciudades Seguras para las Mujeres 
de la ONU.

7. Establecer un Sistema Nacional de Cuidados como una medida de vital importancia.

8. Creación de una Red Nacional de Escuelas de Tiempo Completo.

9. Promover a salvaguarda y promoción del Patrimonio Cultural tangible e intangible, 
como un medio de vida digno y progreso social.

10. Pleno reconocimiento jurídico de los derechos de la comunidad LGBTIQ+ con políticas 
encaminadas a fomentar una cultura de igualdad en la educación y la salud.

11. Fortalecer la Comisión Intersecretarial para la Atención de Migrantes.

12. Implementar una política laboral que promueva una economía inclusiva que mejore 
las remuneraciones y las condiciones laborales en consonancia con el aumento de la 
productividad.

13. Desvincular el acceso a servicios de salud y cuidado infantil del régimen laboral y las 
cuotas obrero-patronales.
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14. En los programas sociales aprovechar los avances tecnológicos para facilitar las 
transferencias y reducir el gasto burocrático, así como establecer un Padrón Único de 
Beneficiarios con transparencia.

15. Apoyo a Jornaleros Agrícolas garantizando las condiciones laborales justas, salarios 
adecuados y acceso a salud. Establecer acuerdos con agroindustrias para respetar 
derechos laborales.

16. Asistencia a Desplazados del Campo con programas de reubicación, capacitación y acceso 
a servicios básicos para quienes abandonaron el campo por falta de oportunidades, 
incentivando proyectos rurales para su retorno.

POLÍTICAS PÚBLICAS

Hacia un Programa de Gobierno 2024-2030 se presenta como una hoja de ruta para abordar las 
cuestiones sociales que afectan a México. Este plan se adentra en una evaluación cruda y ho-
nesta de la situación actual, centrando su atención en la pobreza y la desigualdad que persisten 
en el país. A pesar de los esfuerzos previos y los compromisos políticos, México se encuentra 
en una encrucijada, con desafíos significativos en términos de distribución de riqueza y acceso 
a servicios básicos.

Este programa propone desentrañar las raíces de estas problemáticas y abordarlas con enfo-
ques frescos y efectivos. Se analizan las políticas sociales, la inclusión laboral, la movilidad so-
cial, y la necesidad de replantear la estrategia de desarrollo humano y crecimiento económico 
inclusivo. El objetivo es transformar a México en una sociedad más equitativa, justa y próspera 
para todos, superando las barreras que han obstaculizado el progreso y buscando soluciones 
que sean más efectivas y eficientes.

¿Dónde estamos?

La tasa de incidencia de la pobreza en México es una de las más altas de América Latina, con un 
preocupante 43.9 % de la población viviendo en situación de pobreza. Esta cifra supera a países 
de la región como Argentina y Colombia, y es considerablemente más alta que la de miembros 
de la OCDE como España y Francia. Además, la brecha entre los quintiles de ingreso es alar-
mante: el 20 % más rico del país gana hasta 11.1 veces más que el 20 % más pobre.

El Índice de Gini (IG), que mide la desigualdad, muestra que en 2020 México tuvo una puntua-
ción de 45.4, colocándolo en el quinto lugar de 77 países evaluados. El promedio de la muestra 
fue de 34.8, lo que significa que la desigualdad en México es considerablemente alta en compa-
ración con otros países. A pesar de los esfuerzos para reducir la pobreza, los resultados no han 
sido satisfactorios. La pobreza ha aumentado en los últimos años y, en promedio, uno de cada 
dos mexicanos vive en condiciones de pobreza.

Aunque se destinan presupuestos considerables al combate de la pobreza, los resultados no 
son evidentes. A pesar de alcanzar montos históricos en pesos constantes, el porcentaje res-

pecto del PIB ha aumentado mínimamente desde 2018, representando solo un 4.7 % en 2022 
contra un múltiplo de varias veces dicho monto entre los países de la OCDE. Aproximadamen-
te 17.21 billones de pesos se han invertido en programas y acciones federales desde 2008 y los 
resultados son decepcionantes. Es decir, habría que aumentar el gasto social, pero también su 
efectividad.

La política social actual se orienta bajo el lema «Primero los Pobres», sin embargo, los datos 
revelan un panorama diferente. Las personas en condición de pobreza reciben una menor pro-
porción de los programas sociales, y gran parte del presupuesto destinado a programas sociales 
se dirige hacia personas con mayores ingresos.

La movilidad social también presenta barreras significativas. Factores como ser mujer, tener 
tono de piel oscuro, nacer en el sur del país, crecer en un hogar de bajo nivel socioeconómico 
y tener padres con bajo nivel educativo, limitan las oportunidades de ascenso social. Estas ba-
rreras han contribuido a la persistencia de desigualdades y a la falta de progreso en indicadores 
de Desarrollo Humano.

La discriminación y la etnicidad también juegan un papel fundamental en la equidad social. La 
población indígena enfrenta tasas de pobreza alarmantes, con más del 69 % viviendo en situa-
ción de pobreza. A pesar de los esfuerzos, las carencias sociales persisten en esta población.

En lo que respecta al Desarrollo Humano, México enfrenta desafíos importantes. Aunque ha 
habido mejoras en el Índice de Desarrollo Humano (IDH) desde 1990, se ha estancado y retroce-
dido en años recientes. La pandemia del COVID-19 ha exacerbado estos problemas, y el IDH ha 
vuelto a niveles de 2012. Esto demuestra la fragilidad de los avances en términos de desarrollo 
humano y resalta la necesidad de acciones más efectivas para lograr los Objetivos de Desarrollo 
Sostenible.

En resumen, el diagnóstico social de la población en México refleja una realidad preocupante 
en términos de pobreza y desigualdad. A pesar de los esfuerzos gubernamentales y los com-
promisos políticos, la pobreza no ha disminuido y la desigualdad persiste en el país. Los pre-
supuestos destinados al combate a la pobreza no han logrado los resultados esperados, y las 
políticas sociales actuales muestran un desbalance en la distribución de recursos. La movilidad 
social es limitada por diversos factores, y la discriminación y la etnicidad también contribuyen 
a la persistencia de desigualdades. Es evidente que se requieren acciones más efectivas y enfo-
cadas para abordar estas problemáticas y lograr un México más equitativo y justo para todos 
sus ciudadanos.

¿Hacia dónde vamos?

Durante el período de 1990 a 2018, la estrategia de desarrollo en México se centró en dos ob-
jetivos fundamentales: recuperar la estabilidad macroeconómica y lograr un crecimiento eco-
nómico más rápido y con mayor inclusión social. Para efectos explicativos, la estrategia para 
el crecimiento socialmente incluyente se puede dividir en dos: políticas para impulsar el creci-
miento del PIB y políticas para promover la inclusión social.
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El crecimiento económico se basó en dos principios clave: en primer lugar, se buscó asegurar 
la estabilidad macroeconómica a través de principios fundamentales, como la autonomía del 
Banco de México, un tipo de cambio flexible, una disciplina fiscal sólida y una regulación fi-
nanciera prudente. En segundo lugar, se centró en el crecimiento del PIB, el cual se sustentó 
impulsando la productividad mediante una mayor apertura a los mercados internacionales, la 
firma del TLCAN y la desincorporación de empresas públicas.

En términos de inclusión social, se adoptó un enfoque que proporcionaba seguridad social para 
los trabajadores formales y programas paralelos para aquellos en la economía informal. Sin 
embargo, esta estrategia resultó en una segmentación significativa en la sociedad, ya que los 
beneficios de seguridad social estaban vinculados al tipo de empleo, ya sea formal o informal.

Este enfoque dio lugar a un círculo vicioso de alta informalidad y baja productividad, que se 
puede dividir en cuatro partes:

1. Marco legal excluyente: Los no asalariados quedaron excluidos de la seguridad social 
debido a deficiencias en la operación de instituciones como el IMSS, Infonavit, Afores y 
LFT. Esto condujo a una segmentación en el mercado laboral entre trabajadores formales 
e informales (incluyendo a jornaleros agrícolas y a desplazados), con un gravamen fiscal 
sobre el empleo formal.

2. Subsidios a empresas informales: Regímenes tributarios especiales y microcréditos 
subsidiaron a empresas informales, lo que llevó a que estas capturaran parte del mercado, 
las inversiones y el empleo. Las empresas formales más grandes crecieron, principalmente 
a través de una mayor inversión en capital, lo que resultó en una polarización en la 
distribución de tamaños y productividades, así como una reducción en la inversión total.

3. Estancamiento de la productividad: La productividad se estancó y el crecimiento del PIB 
per cápita se debió principalmente a la acumulación de capital y trabajo. El ingreso laboral 
promedio no experimentó un aumento significativo, ya que las transiciones laborales 
redujeron el valor de la formalidad y concentraron sus beneficios en los trabajadores de 
ingresos más altos.

4. Programas paralelos de seguridad social y subsidios al empleo informal: Se crearon 
programas paralelos de seguridad social y se subvencionó el empleo informal. Dado que 
los trabajadores en la informalidad no accedían a empleos más productivos, se ampliaron 
los programas de lucha contra la pobreza, algunos de los cuales estaban condicionados 
al estatus informal.

Esta estrategia de desarrollo social entre 1990 y 2018 cometió un error fundamental al subesti-
mar el impacto negativo de la informalidad en la productividad y la inclusión social, y al consi-
derar que la estabilidad macroeconómica y las reformas en los mercados serían suficientes para 
reducir la informalidad. Esto llevó a cambios en el régimen legal de seguridad social y a la falta 
de consideración de tratamientos especiales para microempresas que favorecían la actividad 
informal. Además, no se fortalecieron las instituciones legales necesarias para hacer cumplir 
los contratos mercantiles.

En resumen, la informalidad no fue simplemente el resultado de insuficientes inversiones en 
capital físico o humano, sino que limitó la participación de las empresas formales en el merca-
do y la inversión total. Esto afectó negativamente a la productividad y al acceso de los trabaja-
dores con mayor educación a empleos adecuados para sus habilidades.

De la experiencia de esta estrategia de desarrollo a partir de 1990, se desprenden dos lecciones 
cruciales: primero, es imposible lograr un crecimiento económico inclusivo cuando las institu-
ciones y/o las políticas macroeconómicas estatales son excluyentes. Segundo, para alcanzar 
un crecimiento económico con inclusión social, es fundamental modificar las políticas públicas 
que han mantenido el actual arreglo institucional desde 1990.

Esto requiere alinear los intereses hacia la formalidad y la legalidad, y cambiar las percepcio-
nes sobre las causas y consecuencias de la informalidad. Hay que reconocer que la dicotomía 
formal-informal no se supera simplemente acumulando capital o participando en mercados 
internacionales, sino a través de instituciones inclusivas. El arreglo institucional vigente es in-
eficiente e inequitativo, perjudicando a la mayoría de los mexicanos.

¿Cómo llegamos?

A continuación, se presenta una visión integral de políticas públicas diseñadas para abordar 
diversos aspectos fundamentales de la sociedad, enfocándose en la protección social y la sa-
lud, el empleo y desarrollo juvenil, la cultura y el patrimonio, la inclusión y los derechos de la 
comunidad LGBTIQ+, así como la migración ordenada y los derechos de los migrantes. Estas 
propuestas buscan transformar México en un país más justo, equitativo y con enfoque de dere-
chos humanos, priorizando el bienestar de todas las personas sin importar su condición.

En el ámbito de la protección social y la salud, se propone un enfoque integral para garanti-
zar la seguridad y el bienestar de todos los ciudadanos. Se aboga por la creación de un ingreso 
básico dirigido a personas en situación de pobreza extrema, con el objetivo de eliminar la des-
nutrición crónica. Además, se plantea establecer un sistema de protección social universal e 
integrado que brinde apoyos fortalecidos a quienes los requieran, incluyendo inversiones en 
servicios básicos como transporte, electricidad, agua y educación. Para garantizar el acceso a 
servicios de salud de calidad, se propone incrementar gradualmente el gasto público en salud 
y evolucionar hacia un sistema preventivo e integral que aborde desafíos como la diabetes, la 
obesidad y las enfermedades cardiovasculares. La implementación de tecnología y telemedici-
na se debe considerar para ampliar la cobertura de atención médica.

En el ámbito de la educación de calidad, se busca hacer efectiva la universalidad de la Edu-
cación Media Superior, asegurando estándares de excelencia que capaciten a los jóvenes para 
acceder a empleos o a Educación Superior. Además, se pretende ampliar la oferta de institu-
ciones públicas de Educación Media Superior en áreas con escasa disponibilidad de servicios y 
alta densidad poblacional. Para respaldar estas metas, se plantea un incremento en el presu-
puesto asignado a Educación Media Superior y Superior, destinando un 1 % del PIB a este sector. 
También se promoverán planes de estudio en los que se incorporen competencias tanto para 
la vida como para el trabajo técnico, de manera que los jóvenes adquieran habilidades y cono-
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cimientos necesarios para los sectores productivos locales. Para prevenir la deserción escolar y 
el rezago educativo en este nivel, se proyecta la implementación de un Programa de Asesorías 
Pedagógicas y Tutorías. En la base de estas propuestas también se encuentra el compromiso de 
impulsar un Desarrollo Infantil Temprano integral para todos los niños en situación de pobre-
za, así como la creación de una Red Nacional de Escuelas de Tiempo Completo, acciones que 
reflejan la determinación de brindar a las nuevas generaciones oportunidades educativas que 
les permitan alcanzar su máximo potencial.

En el ámbito del empleo y desarrollo juvenil, se busca garantizar la inclusión de los jóvenes en 
el mercado laboral y en la educación. Para ello, se plantea la creación del Sistema de Capaci-
tación y Formación de Jóvenes con Becas, con el objetivo de desarrollar habilidades requeridas 
para empleos dignos y remunerados. Se fomenta el emprendimiento juvenil mediante capi-
tal semilla y apoyos a proyectos innovadores, con viabilidad técnica y financiera. Además, se 
propone otorgar incentivos económicos para los empleadores en caso de contratación de los 
jóvenes beneficiarios de apoyos para la formación y el empleo.

En el ámbito de igualdad sustantiva de género, se propone establecer el Programa Nacional 
de Apoyo a las Mujeres y Madres Trabajadoras, diseñado para brindar un respaldo efectivo a 
las mujeres que desempeñan múltiples roles en la sociedad. La construcción de una economía 
circular será clave para feminizar el empleo y promover una distribución equitativa de oportu-
nidades laborales. Además, se propone otorgar seguridad social a todas las trabajadoras del 
hogar, reconociendo su contribución fundamental.

La prevención y atención a la violencia de género también es una prioridad ineludible. Para 
ello se plantea crear instrumentos especializados que permitan detectar, prevenir y atender 
las situaciones de riesgo que enfrentan las mujeres. Estos pasos tangibles se complementarán 
con la implementación de los compromisos del Programa Ciudades Seguras para las Mujeres 
de la ONU, asegurando que los espacios urbanos sean seguros y libres de violencia para todas. 
Estas acciones concretas trabajarán en conjunto para transformar la realidad de las mujeres 
en México, garantizándoles oportunidades amplias, acceso a servicios esenciales y un entorno 
donde puedan desenvolverse con seguridad y dignidad.

En el camino hacia la igualdad de género en México, el establecimiento de un Sistema Na-
cional de Cuidados emerge como una medida de vital importancia. Establecer este sistema 
es reconocer y abordar la desigual distribución de responsabilidades de cuidado que histórica-
mente han recaído sobre las mujeres. Al proporcionar servicios de cuidado a lo largo de todas 
las etapas de la vida, desde la infancia hasta la vejez, se libera a las mujeres de la carga despro-
porcionada que han llevado por generaciones, y les abre las puertas para incrementar la movi-
lidad social a lo largo de su vida. Esto no solo empodera a las mujeres al permitirles participar 
plenamente en la vida laboral y social, sino que también fomenta una redefinición de los roles 
de género, transformando las bases mismas de la desigualdad arraigada en la sociedad.

El fortalecimiento de la cultura y la preservación del patrimonio forman otro pilar importan-
te de estas propuestas. Se plantea respetar la libertad de expresión y creación cultural, promo-
viendo la salvaguarda y promoción del Patrimonio Cultural tangible e intangible. Para lograrlo, 
se propone fortalecer el Instituto Nacional de Antropología e Historia (INAH) y el Instituto 

Nacional de Bellas Artes (INBA), así como descentralizar el presupuesto cultural para apoyar 
proyectos a nivel estatal. La cultura se concibe como un medio de vida digno y progreso social, 
con la implementación de incentivos fiscales y la promoción de actitudes inclusivas a través de 
campañas de concientización.

La inclusión y los derechos de la comunidad LGBTIQ+ también son abordados en estas pro-
puestas. Se plantea el pleno reconocimiento jurídico de sus derechos humanos, así como políti-
cas encaminadas a fomentar una cultura de igualdad en la educación y la salud. La capacitación 
de agentes de policía y fiscalías para tratar delitos motivados por odio contra esta comunidad 
es parte esencial de la estrategia, buscando garantizar su seguridad y bienestar. Se deben re-
ducir las disparidades regionales del país y establecer un piso mínimo de satisfactores sociales.

Finalmente, se considera la migración ordenada y los derechos de los migrantes como un 
tema crucial. Se propone fortalecer la Comisión Intersecretarial para la Atención de Migrantes, 
coordinando acciones gubernamentales para responder de manera ordenada a los flujos migra-
torios y diseñando protocolos de identificación, regularización y protección. La participación de 
la sociedad civil y organismos internacionales, como la Organización Internacional de Migra-
ciones (OIM) y el Alto Comisionado de Naciones Unidas para los Derechos Humanos (ACNUR), 
es fundamental para abordar esta compleja problemática.

ACCIONES EFECTIVAS ANTE LA POBREZA Y LA DESIGUALDAD

Para implementar acciones efectivas ante la pobreza y la desigualdad en México es crucial 
reconocer que los bajos ingresos laborales constituyen la raíz de la pobreza, y que ningún pro-
grama o política social puede reemplazar al trabajo como vía sostenible para su mitigación. A 
pesar de la importancia de los programas sociales, es esencial comprender que no son la solu-
ción definitiva; por el contrario, en muchos casos, forman parte del problema.

La visión integrada para abordar la pobreza y la desigualdad debe anclarse en una economía 
inclusiva respaldada por un piso de derechos sociales garantizados. En términos de economía 
inclusiva, esto implica iniciar desde el ámbito de los derechos laborales, incluyendo una re-
muneración adecuada y la inclusión laboral para mujeres y jóvenes. Por otro lado, el piso de 
derechos sociales garantiza un sistema de protección social universal, independiente de la 
condición laboral, junto con programas focalizados que permitan la igualdad de oportunida-
des, como aquellos dirigidos a la primera infancia y la inserción laboral de jóvenes.

La propuesta central para enfrentar esta situación consiste en la implementación de una po-
lítica laboral que promueva una economía inclusiva. La recuperación gradual del salario mí-
nimo es un paso importante, aunque insuficiente para abordar la problemática. Se necesita 
una política laboral concertada, basada en el diálogo social, que mejore las remuneraciones y 
las condiciones laborales en consonancia con el aumento de la productividad. Reconociendo la 
importancia de las empresas que promueven un «salario digno», se sugiere otorgar incentivos 
y reconocimiento a aquellas que asuman esta iniciativa.

Además, se destaca la importancia de la autonomía sindical y la justicia laboral, así como la 
desvinculación del acceso a servicios de salud y cuidado infantil del régimen laboral y las 
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cuotas obrero-patronales. Un nuevo modelo de protección social universal se plantea como 
parte esencial de la estrategia. Romper el mito de que una política laboral ambiciosa no es 
viable se convierte en un paso fundamental hacia un cambio real y sostenible.

Por último, no se puede —ni debe— separar la política fiscal y de gasto público de las políticas 
que atienden la desigualdad y pobreza. La relación que existe actualmente entre el régimen 
tributario y el gasto público ya no es sostenible. Además de una reforma fiscal, se deben de 
aprovechar los avances tecnológicos para facilitar las transferencias y reducir el gasto burocrá-
tico, así como establecer un Padrón Único de Beneficiarios efectivo.

CONCLUSIÓN

Las políticas sociales presentes en el Programa de Gobierno 2024-2030 representan una hoja de 
ruta integral y ambiciosa para abordar las profundas cuestiones sociales que afectan a México. 
Este plan no solo reconoce de manera cruda y honesta la persistente pobreza y desigualdad en 
el país, sino que también se compromete a desentrañar las raíces de estos desafíos y abordarlos 
con enfoques frescos y efectivos. A pesar de los esfuerzos previos y los compromisos políticos, 
México se enfrenta a una realidad crítica que exige soluciones innovadoras y transformadoras.

En el análisis del contexto actual, se pone de manifiesto la alarmante tasa de incidencia de la 
pobreza y la desigualdad que supera a muchos países de la región y del mundo. A pesar de los 
intentos por reducir estos problemas, los resultados no han sido satisfactorios. La distribución 
de recursos y beneficios en las políticas sociales actuales es desequilibrada, y las barreras para 
la movilidad social y la inclusión persisten, perpetuando las desigualdades arraigadas.

El Programa propuesto señala un nuevo rumbo hacia una sociedad más equitativa y justa. A 
través de políticas sociales integrales, enfoques renovados en la educación y el empleo juvenil, 
igualdad sustantiva de género, fortalecimiento cultural, reconocimiento de los derechos de la 
comunidad LGBTIQ+, de los jornaleros agrícolas, de los desplazados y un abordaje más huma-
no de la migración, se busca transformar a México en un país donde todos los ciudadanos ten-
gan oportunidades y derechos garantizados. Para esto, es esencial reconocer que una economía 
inclusiva y una redistribución justa son fundamentales para lograr un cambio sostenible.

El presente documento no solo reconoce la magnitud de los desafíos sociales que enfrenta 
México, sino que también ofrece un conjunto integral de políticas y acciones concretas para 
abordar estos problemas. El camino hacia la igualdad y la justicia es un desafío complejo, pero 
esta hoja de ruta demuestra un compromiso real con la transformación del país en beneficio 
de todos sus ciudadanos. Ahora, el desafío es convertir estas propuestas en acciones efectivas 
que marquen una diferencia significativa en la vida de las personas y en la configuración de la 
sociedad mexicana.
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MUJERES

LÍNEAS DE ACCIÓN PRIORITARIAS

1. Proponer, armonizar y modernizar para contar con las leyes para brindar protección 
efectiva a las víctimas de violencia de género.

2. Garantizar igualdad salarial y promover la paridad de género en puestos directivos 
mediante leyes y beneficios fiscales, y proporcionar incentivos fiscales y apoyos para 
negocios con políticas de igualdad de género.

3. Reforzar INMUJERES, coordinar interinstitucionalmente, aumentar presupuestos y 
crear el fondo nacional para víctimas.

4. Implementar campañas y currículos que fomenten la igualdad desde edades tempranas 
y promover la educación sexual integral.

5. Capacitar a docentes en sensibilidad de género, promover la participación parental en 
la educación y establecer comités locales enfocados en niñas.

6. Fomentar la conciliación laboral con teletrabajo, horarios flexibles y licencias 
parentales equitativas.

7. Valorar y proteger el trabajo doméstico, promoviendo la corresponsabilidad y ofrecer 
programas de mentoría y formación para mujeres, diversificando oportunidades.

8. Implementar un sistema robusto de cuidados y desplegar campañas de salud dirigidas 
a mujeres sobre nutrición, actividad física y prevención.

9. Garantizar un presupuesto suficiente para programas de salud femenina que incluya 
la expansión de servicios de calidad para reducir mortalidad materna y neonatal; 
campañas de detección temprana y tratamientos accesibles para cánceres femeninos 
y programas de salud mental para mujeres y apoyos para víctimas de violencia.

10. Mejorar la infraestructura en salud femenina y garantizar el acceso de las mujeres a 
los servicios de salud.

11. Incentivar investigaciones en salud de la mujer y recopilación de datos desglosados 
por género.

12. Implementar programas que involucren a hombres en la promoción de la igualdad de 
género.
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13. Incluir organizaciones civiles y feministas en la creación y supervisión de políticas de 
salud.

14. Involucrar observatorios y colectivos feministas en políticas públicas, promover educación 
masculina y asegurar financiamiento.

15. Ampliar y fortalecer espacios especializados con atención integral para mujeres víctimas 
y garantizar por igual los derechos de niñas, mujeres adolescentes y mujeres jóvenes.

16. Fomentar el acceso igualitario a oportunidades educativas, laborales y sociales para las 
mujeres adolescentes y mujeres jóvenes, implementar talleres de liderazgo.

17. Establecer medidas de prevención contra el matrimonio infantil y la trata de personas, 
garantizando la seguridad y el pleno desarrollo de este grupo poblacional

¿POR QUÉ EL TEMA DE GÉNERO DEBERÍA PREOCUPARNOS Y 
OCUPARNOS A TODAS Y TODOS?

Al visualizar los retos que enfrenta nuestra sociedad, reconocemos que la lucha contra el ma-
chismo y el patriarcado es fundamental para edificar comunidades unidas y pacíficas. Estos 
sistemas, enraizados en estructuras y creencias que favorecen al hombre por encima de la mu-
jer, son fuentes constantes de desigualdad, tensiones y conflictos. Desmantelarlos es esencial, 
no solo por justicia y equidad, sino porque esto representa un paso hacia una sociedad más 
armoniosa y colaborativa.

Aunque generalmente asociados con la opresión hacia las mujeres, el machismo y el patriarca-
do también perpetúan nociones tóxicas de masculinidad que afectan a los hombres. Esta mas-
culinidad distorsionada no solo crea hombres emocionalmente reprimidos, sino que también 
puede fomentar la violencia y la hostilidad.

Las mujeres, sujetas a este sistema son víctimas de violencia, discriminación y limitación de 
oportunidades. Estos obstáculos no solo socavan sus derechos humanos, sino que también 
obstruyen el desarrollo y avance de toda la sociedad.

La lucha contra el machismo y el patriarcado no debe entenderse como una batalla de géneros, 
sino como una causa colectiva. Los hombres, al liberarse de estereotipos tóxicos, pueden cons-
truir relaciones más significativas y empáticas. Las mujeres, al ser tratadas equitativamente, 
pueden aportar plenamente al crecimiento social, económico y cultural. No es solo una cues-
tión de justicia, sino una estrategia vital para alcanzar la paz y la cohesión social.

PLAN DE GOBIERNO CON PERSPECTIVA DE GÉNERO 
TRANSVERSAL

La igualdad de género constituye uno de los pilares fundamentales para garantizar el desarro-
llo sostenible y la justicia social. Este Plan de Gobierno integra de forma transversal la perspec-
tiva de género en todos sus ejes temáticos.

Bajo el eje de democracia y Estado de Derecho, la perspectiva de género impulsa una partici-
pación política equitativa, fortaleciendo la representación y toma de decisiones democráticas.

Las políticas sociales, desde programas de salud hasta iniciativas de bienestar, se enriquecen al 
considerar las necesidades y realidades específicas de cada género, ofreciendo soluciones más 
personalizadas y efectivas.

El sector de educación se beneficia enormemente de la perspectiva de género al garantizar que 
la currícula sea inclusiva, no perpetúe estereotipos y promueva la igualdad de oportunidades 
en el acceso y permanencia educativa.

En medio ambiente y energía, resulta crucial reconocer las diferencias de género para diseñar 
políticas que aborden los impactos desproporcionados del cambio climático sobre las mujeres 
y garantizar que las soluciones energéticas beneficien a todos por igual.

Es fundamental considerar cómo las desigualdades de género pueden exacerbar o ser exacer-
badas por actos corruptos, lo que demanda estrategias más holísticas; en cuestiones de se-
guridad, abordar las desigualdades y violencias basadas en género es esencial para construir 
comunidades más seguras y resilientes.

En el ámbito de las relaciones con el exterior, la perspectiva de género garantiza que las po-
líticas exteriores y las relaciones diplomáticas promuevan la igualdad, y que las voces de las 
mujeres estén presentes en foros globales y regionales.

FEMINISMO INTERSECCIONAL

El siglo XXI ha presenciado un resurgimiento y redefinición del feminismo, reconociendo cada 
vez más la importancia de abordar las intersecciones de género con otras categorías de identi-
dad, como raza, clase, edad y origen geográfico.

La clave de este enfoque radica en comprender que las experiencias y desafíos que enfrentan 
las mujeres son muy diversos. Las mujeres rurales, indígenas, migrantes, jóvenes y urbanas, 
entre otras, tienen realidades distintas y, por lo tanto, requieren políticas adaptadas a sus cir-
cunstancias particulares.

Reconociendo la doble marginalidad que enfrentan las mujeres en zonas rurales —por género 
y por ubicación geográfica— se debe garantizar su acceso a recursos, educación y servicios de 
salud, promover su participación activa en la toma de decisiones comunitarias y en las esferas 
económicas, fortaleciendo su autonomía y derechos.

Las mujeres indígenas a menudo enfrentan discriminación tanto por su género como por su 
identidad cultural. Debemos abogar por la preservación y promoción de sus culturas, lenguas 
y tradiciones, al tiempo que garantizar sus derechos fundamentales y el acceso a oportunida-
des. Se establecen también medidas para combatir la discriminación y promover su liderazgo 
dentro y fuera de sus comunidades.

La migración conlleva una serie de desafíos particulares, especialmente para las mujeres, que 
a menudo son más vulnerables a la explotación y discriminación. Debemos asegurar la pro-
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tección de sus derechos, promover su integración socioeconómica y combatir la xenofobia y el 
sexismo.

Enfrentando desafíos únicos en una sociedad en constante cambio, las jóvenes son una priori-
dad. Resulta imperativo garantizar su acceso a la educación, al empleo digno y su participación 
política. Adicionalmente deben implementarse políticas específicas para abordar cuestiones 
como el acoso en línea y la salud mental.

En contextos urbanos las mujeres enfrentan desafíos relacionados con la seguridad, el empleo 
y el acceso a servicios. El plan se centra en crear entornos urbanos seguros, promover la igual-
dad en el mercado laboral y garantizar servicios de calidad adaptados a sus necesidades.

Las mujeres de la Tercera Edad, que son portadoras de sabiduría y experiencia, a menudo se ven 
marginadas en una sociedad que prioriza la juventud. Debemos asegurar su acceso a atención 
médica de calidad, seguridad económica y oportunidades para la participación comunitaria y 
cultural, asegurando que estas mujeres sean tratadas con el respeto y la dignidad que merecen.

Al considerar estas intersecciones buscamos no solo abordar la desigualdad de género, sino 
también construir una sociedad que reconozca, valore y celebre esta diversidad. Es una visión 
que pone a las mujeres en el centro de la transformación y el progreso.

VIOLENCIA HACIA LAS MUJERES

La violencia contra las mujeres sigue siendo una sombra persistente que mancha nuestro tejido 
social. Esta violencia no es un acto aislado; es el síntoma de una enfermedad profunda, arrai-
gada en prejuicios, desigualdades, estructuras de poder obsoletas y altos niveles de impunidad.

En los últimos cinco años, México ha enfrentado una escalada sin precedentes en la violencia 
contra las mujeres. La violencia de género alcanzó su pico más alto en el 2022 con 5,525 casos 
denunciados, un aumento del 235 % respecto del 2015 y 32 % más que en 2021. El feminicidio, 
la forma más letal de violencia de género, marcó un hito con 1,004 muertes en 2021. Además, 
los delitos sexuales también crecieron, con un 28 % más de víctimas en 2021 que el año ante-
rior.

La violencia doméstica ha tomado proporciones alarmantes. Pese a que las cifras preexistentes 
al gobierno actual señalaban un máximo de 180, 187 incidentes, en 2021 este número ascendió 
a 233,978. Este fenómeno impacta a 30 mujeres por hora y, aunque es una señal clara del riesgo 
de violencia feminicida, no se le da la relevancia necesaria. Actualmente 28 de cada 100 desa-
parecidos son mujeres, y es probable que estas cifras sean solo la punta del iceberg.

La ENDIREH 2021 (INEGI), destaca que casi la mitad de las mujeres mayores de 15 años sufrieron 
algún tipo de violencia en el último año. En comparación con 2016, se observa un incremento 
en la prevalencia de la violencia contra las mujeres del 70.1 %.

Por otro lado, aunque el presupuesto para promover la igualdad de género aumentó en 2022, 
la mayoría de estos fondos se canalizaron hacia programas sociales generales y no específica-
mente hacia la prevención y erradicación de la violencia de género. La subfinanciación y falta 

de especialización han creado un entorno propicio para la impunidad. Más de la mitad de los 
casos de feminicidio en México permanecen sin resolver.

La eficiencia y efectividad del sistema judicial están en duda dado el número limitado de profe-
sionales especializados en temas de violencia de género. Aunque México ha activado Alertas de 
Violencia de Género en 22 de sus 32 estados, la asignación presupuestaria para estos programas 
es claramente insuficiente, pues representa menos de 500 pesos diarios por entidad. Esto refle-
ja la clara ausencia de compromiso del gobierno actual en abordar esta crisis.

Este plan reconoce esta urgencia y la coloca en el centro de su agenda. En este plan propone-
mos una serie de políticas públicas innovadoras y efectivas, basadas en datos y en las mejores 
prácticas internacionales para combatir la violencia de género en todas sus formas. Esto no 
solo para proteger a las mujeres, sino también educar a la sociedad, reformar nuestras institu-
ciones y construir un futuro distinto.

Entendemos que la lucha contra la violencia hacia las mujeres no es solo una cuestión de jus-
ticia social, sino un imperativo para el desarrollo y progreso de nuestra nación. Para construir 
una sociedad justa, igualitaria y libre de violencia, es esencial abordar las raíces y manifestacio-
nes de la violencia de género en todas sus dimensiones.

La educación y sensibilización son vitales en este proceso, lo que implica incorporar programas 
educativos centrados en la igualdad de género desde los primeros niveles escolares y lanzar 
campañas de sensibilización en medios masivos que resalten la equidad y condenen activa-
mente la violencia de género.

Una reforma profunda del sistema judicial es imprescindible. Los profesionales del sistema de 
justicia deben ser capacitados en temas de género y es necesario crear fiscalías y tribunales 
especializados en violencia de género. Estos esfuerzos se complementarían con la implemen-
tación de protocolos homologados y transparentes que guíen el tratamiento de casos de vio-
lencia contra las mujeres.

Las víctimas necesitan atención que aborde integralmente sus problemáticas. Es imperativo 
fortalecer los Centros de Atención Integral para Mujeres, asegurando los recursos para propor-
cionar asesoría legal, soporte médico y atención psicológica de calidad.

Se debe priorizar un presupuesto multianual que asegure servicios consistentes y de alta cali-
dad durante todo el año. La agilización de procesos es crucial para responder prontamente a las 
situaciones de violencia desde sus inicios. Las casas de transición, dotadas de un financiamiento 
adecuado, son fundamentales para brindar a las víctimas un período de adaptación que les 
permita establecer una vida autónoma e independiente.

Las instituciones que respaldan los derechos de las mujeres, como el Instituto Nacional de las 
Mujeres (INMUJERES), deben ser fortalecidas y provistas de recursos suficientes. Una coordi-
nación interinstitucional eficiente es vital para responder a los desafíos de manera oportuna. 
La inversión adecuada es otro pilar: es crucial aumentar el presupuesto para programas de 
prevención y atención, y establecer un fondo nacional que respalde a las mujeres víctimas de 
violencia.
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La participación proactiva de la ciudadanía es esencial para lograr un impacto genuino. Esto im-
plica incentivar la instauración de observatorios ciudadanos y asegurar la incorporación plena 
de organizaciones civiles y colectivos feministas en el diseño y monitoreo de políticas públicas.

La prevención debe ser el eje de nuestra estrategia, impulsando programas educativos dirigi-
dos a hombres que fomenten masculinidades saludables, realizando investigaciones que nos 
permitan identificar áreas prioritarias de intervención. Los fondos destinados a los programas 
para hombres deben contar con un presupuesto separado.

La protección inmediata para las mujeres en situaciones de riesgo es vital. Se debe ampliar y 
fortalecer la red de refugios y las casas de transición para respaldar la independencia de estas 
mujeres. En cuanto al marco legal, una revisión y actualización de las leyes y códigos es im-
perativa para garantizar una tipificación y sanción adecuadas de la violencia de género, para 
promover la paridad en todos los ámbitos.

La cooperación internacional puede amplificar nuestros esfuerzos mediante la creación de 
alianzas y convenios con organismos y países que compartan objetivos similares, permitiéndo-
nos aprender y aplicar buenas prácticas globales.

SALUD

En México la salud materna, sexual y reproductiva, esenciales para garantizar los derechos de 
las mujeres, ha enfrentado recortes significativos en los últimos años. El programa dedicado 
a estas áreas experimentó una reducción del 25 % en sus recursos, según datos del cuarto tri-
mestre de 2022 de la Secretaría de Hacienda.

La Fundación de Cáncer de Mama (FUCAM), un referente en la lucha contra esta enfermedad, 
vive tiempos difíciles desde 2020. Con la desaparición del Seguro Popular y la creación del IN-
SABI, posteriormente eliminado, FUCAM perdió el apoyo financiero gubernamental. Los apo-
yos no se han restablecido.

La pandemia de COVID-19 trajo consigo desafíos adicionales. Las pruebas para detectar el cán-
cer de mama cayeron en 40 % y las mastografías se redujeron a la mitad, justificando que los 
recursos estaban centrados en la emergencia sanitaria.

Estos cambios y decisiones en el sector salud han tenido repercusiones claras y preocupantes. 
Para finales de 2022, 4 de cada 10 mujeres en México no tenían acceso adecuado a servicios de 
salud, un incremento que resulta alarmantemente respecto de 2016. La erosión de las institu-
ciones y la insuficiencia presupuestaria que impiden brindar servicios de salud gratuitos y de 
calidad a las mujeres, también constituyen una forma de violencia.

Reconociendo el potencial transformador de políticas públicas enfocadas en la salud de la mu-
jer en México —con implicaciones directas en la equidad de género, bienestar y desarrollo sos-
tenible— proponemos las siguientes medidas:

1. Fortalecer y expandir servicios que atiendan la salud materna y neonatal, lo que asegura 
una atención de calidad y disminución en la mortalidad materna y neonatal. Para abordar 

la salud sexual y reproductiva se requiere ampliar la educación sexual integral, brindar 
servicios de anticoncepción y atender casos de violencia sexual.

2. Realizar campañas masivas para una detección temprana de cánceres comunes en 
mujeres y asegurar tratamientos al alcance de todas. La salud mental merece atención 
específica; se deben establecer programas que traten problemas como la depresión, 
ansiedad y trastornos alimenticios, sumado a apoyos psicológicos para mujeres víctimas 
de violencia.

3. La atención a víctimas de violencia debe ser robusta y estar disponible constantemente, 
respaldada por un presupuesto sólido y brindada con calidez y calidad. Es fundamental 
promover la educación en salud en todas las comunidades, garantizando el 
empoderamiento de la mujer en decisiones relativas a su salud y bienestar.

4. Ampliar y fortalecer la infraestructura y recursos de las instalaciones de salud 
especializadas en el bienestar femenino. El personal de salud debe ser capacitado con 
una perspectiva de género.

5. Desplegar campañas que promuevan hábitos saludables centrados en la nutrición, 
actividad física y prevención de enfermedades crónicas.

6. Considerar las necesidades específicas de grupos vulnerables, como mujeres indígenas, 
con discapacidades y del colectivo LGBTIQ+. La investigación y recopilación de datos 
centrados en la salud de la mujer son esenciales para informar y perfeccionar las políticas 
públicas.

La colaboración entre diferentes entidades gubernamentales y organizaciones internacionales 
es crucial para compartir recursos y buenas prácticas. Un financiamiento adecuado y continuo 
es fundamental para mantener los programas de salud de la mujer.

EDUCACIÓN

La educación, pilar fundamental en la construcción del progreso y desarrollo del país, debe 
caracterizarse por ser gratuita, accesible y por ofrecer herramientas que preparen a los estu-
diantes para un futuro prometedor. México, no obstante, su rica historia y diversidad cultural, 
enfrenta grandes desafíos cuando se trata de la educación de niñas y mujeres jóvenes.

El Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI) señala que México es hogar de 18.8 mi-
llones de niñas y adolescentes, que representa cerca del 49.34 % de la población de entre 0 y 17 
años y el 14.9 % del total poblacional. A pesar ello las cifras sobre su educación son preocupan-
tes. De las adolescentes entre 15 y 17 años, apenas 53 % ha finalizado la educación primaria y 
solo el 44.8 % ha culminado el nivel medio superior. Alrededor del 42.8 % de las niñas menores 
de 15 años son analfabetas.

La tecnología y la digitalización, que prometen ser catalizadores de progreso y equidad, no 
siempre son accesibles para todas. Las mujeres enfrentan obstáculos significativos en el ám-
bito tecnológico. Solo el 38 % de los estudiantes en carreras de ciencias, tecnología, ingeniería 
y matemáticas son mujeres. El 63 % de las mujeres que no utilizan Internet argumentan que 
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la razón principal es la falta de habilidades técnicas. En el ciclo 2021-2022, solo el 23.67 % de 
inscritos en licenciaturas de Tecnologías de la Información y Comunicación, eran mujeres.

Las mujeres también enfrentan desafíos en el mundo digital, siendo el ciberacoso un problema 
en crecimiento: 3 de cada 10 usuarias de Internet, lo que se traduce en unos 10 millones, han 
sido víctimas de este flagelo.

La Encuesta Nacional sobre la Dinámica de las Relaciones en los Hogares (ENDIREH) 2021 de 
INAGI señala que más del 32 % de las mujeres ha vivido algún tipo de violencia durante su pe-
riodo escolar. Esta situación se complicó aún más con la pandemia, lo que ha llevado a que el 
6.2 % de los estudiantes de nivel básico abandonen la escuela, el 47.4 % son niñas. Detrás de 
esta deserción escolar se esconden razones como roles de género arraigados, embarazos ado-
lescentes, la necesidad de aportar económicamente al hogar y episodios de violencia y abuso.

La situación de las niñas en el ámbito educativo requiere de precauciones específicas, sensibles 
al género y al contexto local. A continuación, se proponen políticas públicas dirigidas a mejorar 
el acceso a servicios educativos de calidad y gratuitos para las niñas:

1.  Resulta fundamental desarrollar más escuelas en zonas rurales y marginadas, lo que 
reducirá las distancias que las niñas deben recorrer, minimizando los riesgos en el 
trayecto y potenciando su asistencia. Deben existir programas de transporte escolar que 
sean gratuitos y seguros, con un enfoque especial en áreas rurales.

2. Es esencial establecer becas o estipendios que beneficien a las familias que deciden 
mantener a sus hijas en la escuela, compensando así posibles ingresos que pudieran 
perder. A esto, debe sumarse la creación de programas de mentoría, donde mujeres 
profesionales puedan guiar y alentar a las niñas y adolescentes a seguir con su educación.

3. Se debe integrar en los programas educativos contenidos relacionados con la igualdad de 
género, los derechos de las mujeres y su empoderamiento, así como promover programas 
de educación sexual que traten temas de salud reproductiva, consentimiento y cómo 
mantener relaciones saludables.

4. La capacitación docente debe considerar la inclusión de la sensibilidad de género. Se 
debería ofrecer formación constante a los educadores, enseñándoles a identificar signos 
de abuso y a cultivar ambientes de respeto en las aulas.

5. Desde la perspectiva de tecnología e Inclusión, es necesario garantizar que las 
instituciones educativas estén equipadas con tecnología de punta y proporcionar 
formación en competencias digitales. Además, se deben diseñar programas y talleres 
que animen especialmente a las niñas a adentrarse en las áreas de ciencia, tecnología, 
ingeniería y matemáticas.

6. En el aspecto de salud y bienestar, es esencial establecer servicios psicológicos dentro de 
las escuelas que atiendan problemas como la violencia y el abuso emocional, así como 
implementar programas que prevengan y respondan al acoso escolar, poniendo especial 
énfasis en el acoso basado en el género.

7. La participación comunitaria requiere de la inclusión activa de los padres y tutores, 
haciéndolos partícipes en programas que resalten la relevancia de la educación de las 
niñas y los beneficios que esta trae a la comunidad en el largo plazo. Se debe promover la 
formación de comités locales de educación que se centren en las necesidades particulares 
de las niñas en sus respectivas comunidades.

8. En el tema de seguimiento y evaluación, es necesario instaurar una base de datos nacional 
que refleje la asistencia y evolución académica de las niñas, ayudando a identificar áreas 
que requieran intervención. Se deben realizar evaluaciones recurrentes de las políticas 
puestas en marcha para asegurar su impacto y hacer los cambios pertinentes cuando sea 
necesario.

BRECHA ECONÓMICA/LABORAL

En México, la equidad de género sigue siendo un desafío que se refleja en las profundas dispari-
dades entre hombres y mujeres. A pesar de las conquistas feministas y los avances legislativos, 
las cifras revelan que las mujeres trabajan 51 días adicionales al año para alcanzar la remune-
ración de sus contrapartes masculinas. Según el Instituto Mexicano para la Competitividad 
(IMCO), en 2022 la brecha salarial de género se situaba en 14 %.

Sorprendentemente este desequilibrio no se explica por el mayor nivel académico pues persiste 
en todas las estratas educativas con hombres que, al tener solo la educación primaria, ganan 
hasta un 42 % más que las mujeres con la misma formación.

El país aún se enfrenta a un déficit significativo en la representación femenina en roles líderes. 
Las mujeres ascienden lentamente en la escala corporativa, con un 38 % en puestos de alta di-
rección, a pesar de que la presencia femenina en posiciones ejecutivas ha demostrado potenciar 
la productividad y rentabilidad.

La feminización de la pobreza es un fenómeno palpable en todas las regiones de México. Tras la 
pandemia esta disparidad se ha amplificado, en gran medida, debido a las responsabilidades no 
remuneradas que recaen sobre las mujeres, como el cuidado del hogar y la familia. Las mujeres 
dedican, en promedio, 54.3 horas semanales a estas tareas, en contraste con las 30.2 horas de 
los hombres.

A pesar de la creciente necesidad de apoyo para las mujeres trabajadoras, en 2019 el Programa 
de Apoyo a Madres Trabajadoras sufrió un recorte presupuestario. Esta reducción, sumada a 
la transformación del PEI propuesta por López Obrador que eliminó el subsidio a guarderías, 
acentuó aún más las desigualdades.

De acuerdo con la Organización Internacional del Trabajo (OIT), el trabajo no remunerado re-
presenta un valor de 11 billones de dólares a nivel mundial, equivalentes al 9 % del PIB global. 
Sin embargo, la no contabilización de este esfuerzo laboral relega a las mujeres a una posición 
de vulnerabilidad y marginación. Datos del Consejo Nacional de Evaluación de la Política de De-
sarrollo Social (Coneval) revelan que el número de mujeres en situación de pobreza en México 
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aumentó en forma alarmante entre 2018 y 2020, con 2.5 millones más de mujeres que hombres 
en esta condición.

Resulta imperativo fortalecer el Sistema Nacional de Cuidados que garantice derechos y apoyos 
tanto para quienes necesitan ser cuidados como para quienes brindan esos cuidados. Es urgen-
te redefinir las estructuras laborales y sociales para garantizar una equidad real entre géneros, 
considerando alternativas como el teletrabajo y la inversión en infraestructuras de cuidado.

El camino hacia la equidad es complejo, pero es esencial que el Estado, la sociedad y las familias 
compartan la responsabilidad y se comprometan con soluciones tangibles para cerrar estas 
brechas.

Para abordar la desigualdad de género en México, y en particular la brecha salarial, el acceso 
desigual a puestos de alta dirección, y la sobrecarga de trabajo no remunerado que recae sobre 
las mujeres, se deben implementar diversas políticas:

1.  En el ámbito de la educación y conciencia, es vital llevar a cabo campañas de sensibilización 
que busquen eliminar estereotipos y prejuicios de género, así como integrar en la currícula 
educativa, programas que impulsen la igualdad de género desde edades tempranas.

2. Respecto de la legislación y la regulación, es esencial crear leyes que garanticen la igualdad 
salarial por trabajo de igual valor. Se deben también implementar sanciones para aquellas 
empresas que no observen la paridad salarial, así como incentivar la paridad de género en 
puestos directivos a través de beneficios fiscales o subvenciones.

3. Desde la perspectiva de la flexibilidad laboral, se deben fomentar políticas como el 
teletrabajo y horarios flexibles, facilitando así la conciliación laboral y familiar. También 
es necesarios establecer licencias parentales equitativas, permitiendo a ambos géneros 
compartir las responsabilidades de cuidado.

4. En cuanto a programas de capacitación y desarrollo, se deben instituir iniciativas de 
mentoría y formación destinadas a mujeres con miras a ocupar puestos directivos, así 
como implementar programas que capaciten en áreas tradicionalmente masculinas para 
abrir el abanico de oportunidades laborales.

5. Para el Sistema Nacional de Cuidados, es esencial desarrollar una estructura sólida 
que brinde servicios de atención para niños, ancianos y personas con discapacidad, 
posibilitando una mayor participación femenina en el mercado laboral. Esto incluye 
capacitación y certificación a los cuidadores y garantizar empleos dignos en esta área.

6. En relación con los incentivos económicos, es conveniente ofrecer estímulos fiscales 
a empresas que adopten políticas firmes de igualdad de género y establecer ayudas 
financieras o programas para mujeres emprendedoras.

7. El apoyo a madres trabajadoras también es una pieza clave. Es necesario fortalecer el 
Programa de Apoyo a Madres Trabajadoras, garantizando los recursos para su eficiente 
funcionamiento, así como instaurar centros de cuidado infantil de calidad, asequibles en 
diversas regiones.

8. Reconocer el trabajo no remunerado es otro aspecto crítico. Se deben adoptar políticas 
que valoren el trabajo del hogar y de cuidado, contemplando estos esfuerzos en los 
sistemas de pensiones. Se debe promover una distribución equitativa de responsabilidades 
en el hogar y reconocer el trabajo doméstico como digno y profesional, protegiendo a las 
trabajadoras de injusticias y discriminación.

9. En la sección de datos y monitoreo, es crucial recopilar y analizar datos por género 
para supervisar la evolución de la igualdad en áreas laborales y económicas, así como 
establecer indicadores y objetivos claros en políticas públicas vinculadas a la equidad de 
género.

10. En cuanto a la participación de los hombres, es necesario implementar programas que 
los involucren en la promoción de la igualdad, ayudando a erradicar los roles de género 
tradicionales.

La implementación exitosa de estas políticas requiere una colaboración activa entre el gobier-
no, el sector privado, las organizaciones de la sociedad civil y la comunidad en general. La equi-
dad de género no es solo una cuestión de justicia y de salud pública, sino que tiene beneficios 
económicos y sociales palpables para el país en su conjunto.
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EDUCACIÓN, CIENCIA  
Y TECNOLOGÍA

LÍNEAS DE ACCIÓN PRIORITARIAS

1.  Distribuir los libros de textos gratuitos solamente después de que se haya cumplido 
plenamente con los requisitos que marca la ley, y que se hayan corregido los errores 
que presentan. Esta labor debe llevarse a cabo por parte de un grupo de especialistas 
que no estén vinculados a algún partido político o al gobierno.

2. Mejorar la calidad de la educación para abatir la desigualdad.

3. Aumentar el presupuesto destinado a educación, impulsando la transparencia y 
rendición de cuentas.

4. Diseñar un nuevo modelo educativo que fomente una formación integral, el desarrollo 
de pensamiento crítico y que aborde los retos del futuro.

5. Fomentar la descentralización en la toma de decisiones, a fin de fortalecer el 
federalismo.

6. Desarrollar planes de formación a los docentes.

7. Evaluar de manera integral y objetiva el funcionamiento del sistema educativo 
nacional, sus componentes y a los actores participantes

8. Impulsar una cadena virtuosa de educación, ciencia, tecnología e innovación, en todos 
los niveles educativos.

9. Impulsar la inclusión y la equidad en la educación para una formación integral de las 
personas. Combatir el rezago educativo y la deserción escolar.

10. Ajustar los contenidos a las necesidades regionales y a los nuevos avances científicos 
y tecnológicos.

11. Fomentar la participación social y ampliar la cobertura en el otorgamiento de becas y 
establecer un programa de seguimiento.

12. Incrementar y mejorar la infraestructura física educativa y la conectividad.

13. Incorporar en los planes de estudio todos los elementos necesarios para preparar 
a los alumnos de todos los niveles educativos para un futuro que inevitablemente 
será dominado por las disciplinas digitales y con una creciente participación de la 
inteligencia artificial.
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EDUCACIÓN, TECNOLOGÍA E INNOVACIÓN

¿Dónde estamos?

La educación, considerada la columna vertebral de toda sociedad, desempeña un papel funda-
mental en la formación de ciudadanos capaces, responsables y críticos. En este contexto, Mé-
xico enfrenta retos significativos en cuanto a calidad, acceso y financiamiento en este ámbito 
esencial.

Uno de los desafíos más palpables es el acceso limitado a la educación preescolar de alta cali-
dad, una etapa que cobra especial relevancia por su impacto en el desarrollo cognitivo y social 
de los niños. Resulta alarmante que únicamente el 8 % de los niños mexicanos de 2 años estén 
inscritos en programas preescolares de excelencia. Esta deficiencia no solo refleja una falta 
en la etapa inicial de la educación, sino que anticipa posibles repercusiones en el rendimiento 
académico y desarrollo socioemocional de estos niños en etapas futuras.

El panorama financiero del sector educativo en México es igualmente preocupante. A pesar de 
la importancia crítica de la educación, la nación invierte solo el 4.5 % de su Producto Interno 
Bruto (PIB) en esta área, una cifra que se sitúa por debajo del promedio del 5.1 % estipulado 
por la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE). Esta inversión se 
traduce, en términos prácticos, en un gasto de $3,239 USD por estudiante al año. Esta cantidad 
es considerablemente inferior al promedio de la OCDE, que asciende a $12,647 USD por estu-
diante. Además, es esencial señalar que este gasto representa solo el 18 % del PIB per cápita de 
México, contrastando con el 27 % promediado por los países de la OCDE.

El impacto de la pandemia de COVID-19 en la educación mexicana exacerbó aún más la situa-
ción. El gasto educativo en México experimentó una reducción del 9.6 %, afectando aún más a 
un ya de por sí sector subfinanciado. Es imperativo que México redoble sus esfuerzos y priorice 
la educación, no solo como una inversión en el futuro de sus jóvenes, sino como una inversión 
en el futuro del país en su conjunto. Se requiere una acción colectiva, innovadora y decidida 
para revertir estas tendencias y garantizar una educación de calidad para todos y todas.

La necesidad de invertir en una educación de calidad en México es apremiante, especialmente 
para responder a las demandas del siglo XXI y situar al país a la vanguardia en la economía glo-
bal. Con el avance tecnológico y la era digital en ascenso, es imperativo asignar un presupues-
to amplio a la educación. Integrar materias como robótica y educación digital garantiza que 
nuestros jóvenes estén preparados para los desafíos del mañana y para ser actores principales 
en áreas innovadoras. Promover la innovación no solo dinamiza la economía, sino que también 
fomenta la creatividad y el emprendimiento. Los jóvenes, columna vertebral y futuro de Méxi-
co, requieren un sistema educativo que les ofrezca herramientas y oportunidades para forjar 
un porvenir prometedor y competitivo internacionalmente. Invertir en educación equivale a 
invertir en el futuro del país.

CONSOLIDAR EL SISTEMA NACIONAL DE CIENCIA, 
TECNOLOGÍA E INNOVACIÓN

• Redefinir las bases de coordinación entre los tres órdenes de gobierno, así como la 
participación de los sectores social, académico y privado.

• Garantizar la libertad académica y de investigación de todas las instituciones.
• Crear espacios de consulta y deliberación que participen en la toma de decisiones en la 

materia.
• Crear una ley de Centros Públicos de Investigación, a fin de homologar su naturaleza 

jurídica.
• Aumentar el presupuesto público destinado a ciencia, tecnología e innovación, 

impulsando la transparencia y rendición de cuentas.
• Promover la inversión privada en ciencia, tecnología e innovación
• Favorecer la adquisición de equipo e infraestructura dedicada a actividades de 

investigación.

EXPANDIR COMUNIDADES CIENTÍFICAS Y TECNOLÓGICAS

• Fortalecer los sistemas estatales de ciencia, tecnología e innovación.
• Revisar y robustecer los programas de becas y estímulos a los estudiantes e investigadores 

para fortalecer la calidad de la producción científica y tecnológica del país.
• Generar redes nacionales e internacionales que promuevan la movilidad de las 

comunidades académicas, científicas y tecnológicas.
• Generar programas de fomento al empleo de egresados de posgrado en sectores 

diferentes al de la investigación en la academia.
• Incentivar la inversión privada en I+D mediante la generación de proyectos estratégicos 

financiados de manera conjunta con el Estado.
• Fomentar la innovación social y la participación de distintos sectores en la generación de 

proyectos.
• Crear nuevas modalidades para el desarrollo académico e intelectual, por medio 

de opciones educativas innovadoras y no escolarizadas, en todos los tipos y niveles 
educativos.

• Crear una agencia de evaluación que valore, de manera integral y objetiva, el desempeño 
del sistema educativo nacional y use los resultados de dicha evaluación, a fin de contribuir 
en la mejora continua de la educación.

• Superar las brechas de la desigualdad educativa, fijando los aprendizajes mínimos que 
deben esperarse de las y los educandos, con infraestructura, conectividad y equipamiento 
adecuado para las escuelas en colaboración con el sector social y privado.
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MEJORAS LABORALES

• Mejorar las condiciones laborales y los programas de formación y actualización de los 
docentes, sustentados en un nuevo modelo educativo más eficaz, así como fortalecer las 
escuelas normales.

• Garantizar el acceso, permanencia y conclusión de estudios en los distintos niveles 
educativos con programas que tengan evaluaciones positivas de desempeño por parte 
de Coneval y otros organismos evaluadores externos.

• Revisar y complementar los programas de becas educativas con diversas acciones para 
disminuir la desigualdad de manera integral. Estas becas brindarán apoyo económico 
y servicios adicionales de tutoría y orientación para mantener a los estudiantes 
comprometidos con su educación, reducir las tasas de abandono y recuperar la matrícula 
perdida durante la pandemia.

• Incrementar el presupuesto público educativo y reorganizar el Instituto Nacional de 
Educación para los Adultos (INEA) para remontar el rezago educativo y mejorar la calidad 
de todos los niveles educativos, incluyendo herramientas para construir aptitudes nuevas 
en los jóvenes.

• Reasignar presupuestos para cumplir con el mandato de asignación del 8 % del PIB al 
Sector Educativo, como lo establece el Artículo 119 de la Ley General de Educación.

• Promover la participación de diversos sectores y de los estados en la mejora educativa, a fin 
de construir planes y programas de estudio en todos los niveles de educación vinculados 
con el proyecto nacional, con las necesidades del país y con los retos del siglo XXI.

DISCIPLINAS STEAM

• Hacer que la educación básica y media superior sean cimientos fuertes para la educación 
superior, la ciencia y la tecnología; para ello se deben construir nuevas aptitudes para 
todas las niñas, niños y jóvenes del país con énfasis en las disciplinas STEAM.

SISTEMA DUAL

• Promover la cooperación entre los diversos actores educativos y agentes escolares, 
evitando toda forma de polarización.

• Fortalecer el sistema dual desde la secundaria y en la educación media superior para 
retroalimentar los planes de estudio, mejorar la formación profesional y las oportunidades 
de empleo de los jóvenes, considerando sus necesidades e intereses.

• Establecer un marco curricular que promueva la creatividad como una habilidad esencial 
en todas las etapas educativas, que incluya la capacidad de cuestionar, investigar y 
analizar diversas perspectivas en situaciones complejas, y que ayude en el desarrollo de 
habilidades socioemocionales.

• Promover la formación en disciplinas que habiliten a los estudiantes de los primeros 
niveles para manejar las herramientas analíticas fundamentales (matemáticas y ciencias), 
así como para desarrollar la comprensión de textos, comunicación y colaboración.

AUTONOMÍA DE UNIVERSIDADES PÚBLICAS

• Garantizar la autonomía de las universidades públicas y asignar mayores recursos a las 
instituciones de educación superior, con fondos multianuales para apoyar la cobertura y 
la calidad educativa.

• Asegurar la calidad, garantizar derechos laborales del personal académico, mejorar 
la infraestructura y actualización de equipos y laboratorios, y fortalecer proyectos de 
investigación para atender necesidades presentes y futuras del país.

• Recuperar un sistema de información fundamentado en indicadores objetivos, 
reconocidos internacionalmente, que permitan conocer el avance de las políticas públicas 
educativas y del presupuesto asignado, a través de su seguimiento y evaluación para la 
toma de decisiones.

PRESUPUESTO PARA EDUCACIÓN SUPERIOR  
E INVESTIGACIÓN

• Asignar un presupuesto de 1 % del PIB para fortalecer la Educación Superior y la 
Investigación.

• Rediseñar programas sociales dirigidos a grupos de atención prioritaria, como a 
personas mayores, jóvenes con discapacidad, personas en situación de calle y mujeres, 
incorporando sistemas de seguimiento para mejorar su eficacia.

• Introducir a los planes y programas materias de cuidado al medio ambiente, enseñanza 
de lenguas extranjeras y actividades recreativas.

CIENCIA, TECNOLOGÍA E INNOVACIÓN

• Redefinir las bases de coordinación entre los tres órdenes de gobierno, así como las 
bases de participación con los sectores social, académico y privado, para asegurar una 
gobernanza participativa e incluyente.

• Garantizar una infraestructura sólida y eficaz para la CTI, desde la educación básica hasta 
la formación de investigadores y profesionales altamente capacitados.

• Diseñar e implementar un plan de inversión en infraestructura de Centros de Investigación 
y universidades, priorizando la adopción de tecnologías emergentes y la expansión de 
laboratorios y equipos especializados.

• Incentivar y fortalecer programas de investigación con objetivos que busquen maximizar 
el bien común.



32 33

• Crear espacios autónomos de consulta y deliberación, que convoquen ampliamente a los 
sectores interesados y les otorguen capacidad de incidencia y asesoramiento.

• Crear un sistema nacional de transferencia tecnológica que facilite la colaboración entre 
instituciones educativas y sectores productivos, para fomentar la aplicación de resultados 
de investigación en soluciones prácticas.

• Fortalecer las capacidades empresariales para la selección, adquisición y asimilación de 
tecnologías para consolidar su competitividad en el contexto global.

• Cumplir con el mandato de la Ley General de Educación que señala que los tres niveles 
de gobierno deberán gastar, en su conjunto, el equivalente al 1 % del PIB en investigación 
científica y desarrollo tecnológico.

• Crear un fondo específico para el fomento a la ciencia, tecnología e innovación en los 
estados y municipios, el cual será distribuido equitativamente entre las entidades y se 
basará en indicadores de desarrollo en CTI.

VÍNCULO CON LA INICIATIVA PRIVADA

• Promover la vinculación efectiva entre academia, sector privado y gobierno, así como el 
fomento de la innovación y la participación de diversos actores.

• Promover que las Instituciones de Educación Superior y Centros de Investigación 
incorporen a su estructura oficinas especializadas en la transferencia del conocimiento y 
de la tecnología que reciban los incentivos y apoyos necesarios para mejorar su función.

• Establecer políticas de fomento a la innovación empresarial, incentivando a las empresas 
a emprender y participar en proyectos de investigación y desarrollo que respondan a las 
necesidades del mercado.

• Garantizar la autonomía académica y de investigación, para desarrollar proyectos de 
ciencia libre y ciencia dirigida que sean acordes con los perfiles profesionales de los 
investigadores.

• Aprovechar las experiencias existentes sobre STEAM (en inglés, ciencia, tecnología, 
ingeniería, artes y matemáticas) e incentivar, en mayor grado, el interés por las carreras 
de STEAM, a fin de fortalecer los perfiles que atiendan a la demanda de la realidad actual 
y desarrollar capacidades para los empleos del futuro. Inducir a las mujeres a interesarse 
en las carreras de STEAM.

• Incentivar la colaboración interinstitucional para emprender e incubar proyectos 
innovadores, así como para fortalecer las capacidades de adopción de nuevas tecnologías 
en los sectores productivos.

• Ofrecer apoyos institucionales y financieros para emprender proyectos interinstitucionales 
y multidisciplinarios de largo alcance.

• Regular en materia de ciberseguridad, protección de datos personales, privacidad, 
neuroderechos y demás necesidades técnicas, generando directrices educativas a largo 
plazo, bajo el principio de conectividad inclusiva.

• Priorizar la formación de personas altamente calificadas, a través de la capacitación 
de jóvenes y la actualización de profesionales existentes, con énfasis en tecnologías de 
frontera, así como atraer a profesionales altamente calificados en campos de tecnología 
innovadora.

• Extender los incentivos a la inversión privada mediante programas diferenciados de 
estímulos fiscales para empresas pequeñas, medianas y grandes, buscando intensificar 
las actividades de desarrollo tecnológico experimental y desencadenar su potencial 
innovador.

• Crear un programa que vincule a las universidades y centros de investigación con las 
escuelas normales del país.

• Impulsar compras públicas que prioricen la adquisición de bienes y servicios innovadores 
que sean generados por empresas mexicanas.

CENTROS PÚBLICOS DE INVESTIGACIÓN

• Crear una legislación especial para los Centros Públicos de Investigación, a fin de 
garantizar su autonomía y su libertad de investigación.

• Fortalecer la creación de redes y la cooperación internacional para aumentar la movilidad 
de personas y compartir conocimientos entre instituciones que beneficien el desarrollo 
nacional.

• Revisar el sistema de becas y el sistema nacional de investigadores, a fin de ampliar 
su cobertura y mejorar los criterios de selección, así como ampliar estímulos a la 
investigación.

• Crear incentivos para la innovación que contribuyan a facilitar la incorporación de 
inteligencia artificial (AI) en México, para incrementar las inversiones, publicaciones, 
investigaciones y patentes en AI, que fomenten un ambiente de crecimiento y 
conocimiento.

• Establecer los mecanismos necesarios para fortalecer la incorporación del conocimiento 
experto en la toma de decisiones del gobierno.

• Garantizar que las convocatorias para proyectos de investigación se publiquen de manera 
regular al menos una vez al año para ciencia básica y por área del conocimiento o por 
sector para proyectos aplicados priorizando la calidad de la propuesta como criterio 
maestro.

• Mejorar los lineamientos de las agencias regulatorias para agilizar la importación e 
internación de equipamiento, reactivos y materiales para la investigación.

• Exentar del impuesto al valor agregado la compra de equipamiento, reactivos y materiales 
utilizados para la investigación científica.

• Eliminar las restricciones para la compra de equipo de cómputo y software utilizados 
para la investigación científica.
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• Fortalecer los laboratorios nacionales que otorgan servicios científicos y tecnológicos 
buscando que sean sustentables y crear nuevos de acuerdo con la demanda.

• Resguardar la titularidad del derecho de propiedad intelectual (patentes, diseños 
industriales, modelos de utilidad y derechos de autor) derivada de la investigación 
financiada con recursos públicos, en beneficio a la institución donde se desarrolló la 
invención.

EDUCACIÓN DIGITAL, INNOVACIÓN E INTELIGENCIA 
ARTIFICIAL

En una era donde la digitalización se ha convertido en el eje central de la transformación social 
y económica, México se enfrenta a la necesidad de adaptar y evolucionar. El objetivo es cons-
truir una nación resiliente, conectada y preparada para el futuro. En este marco, la educación 
digital y la inteligencia artificial emergen como pilares fundamentales.

En 2020, México destinó apenas el 0.3 % de su PIB a Investigación + Desarrollo (I+D), una cifra 
significativamente menor al promedio de 2.7 % de la OCDE. Además, ha experimentado una 
disminución en la proporción de recursos invertidos en I+D desde 2010, posicionándose entre 
los países con la menor inversión en relación a su PIB.

La economía actual es esencialmente digital. Por lo menos desde hace dos décadas, la eco-
nomía global transitó de un modelo basado preponderantemente en la manufactura, hacia 
una economía cuyo valor se encuentra en el procesamiento de información y la generación de 
conocimiento. Aquellos gobiernos que aprovechen y desplieguen las mejores alternativas tec-
nológicas estarán mejor posicionados para optimizar el gasto público y generar mejores ingre-
sos, así como para prestar servicios de manera más eficiente y a menor costo. En particular, el 
rápido desarrollo de la inteligencia artificial está siendo y será uno de los principales motores de 
transformación en los años por venir. Es urgente acelerar la transformación digital de México, 
para que pueda aprovechar las oportunidades que el complejo contexto global está generando, 
tales como las nuevas inversiones derivadas del friendshoring o el nearshoring.

EDUCACIÓN DIGITAL: UNA PUERTA HACIA LA SOCIEDAD  
DEL CONOCIMIENTO

La revolución tecnológica ha establecido nuevos parámetros y expectativas. México tiene el 
desafío de garantizar que su ciudadanía no solo acceda a estas herramientas, sino que también 
adquiera las competencias laborales necesarias para navegar en esta nueva realidad.

Políticas públicas para la educación digital

• Política Nacional de Inclusión Digital. En colaboración con el Instituto Federal de 
Telecomunicaciones (IFT), es vital diseñar una hoja de ruta que democratice el acceso y 
la formación digital.

• Infraestructura Tecnológica Estratégica. Las Tecnologías de la Información y las 
Comunicaciones (TIC) deben ser consideradas arterias vitales de la economía. Por ello 
hay que fomentar un clima propicio de innovación e inversión en este sector.

• Conectividad Universal. Un gobierno digital y un acceso equitativo a internet son 
esenciales para una ciudadanía plenamente participativa y empoderada.

• Educación en Ciencia y Tecnología con Perspectiva de Género. No solo buscamos 
igualdad, sino un capital humano que compita a nivel mundial.

• Fomenta el Trabajo Remoto y el Emprendimiento con las TIC desbloquean aprovechando 
las nuevas modalidades laborales, para así maximizar su impacto en la economía.

INTELIGENCIA ARTIFICIAL: INTEGRACIÓN  
Y RESPONSABILIDAD

La inteligencia artificial no es solo una herramienta tecnológica; es un agente de cambio con 
el potencial de influir en diversos sectores de la sociedad. México debe enfocarse en una inte-
gración responsable y ética de la IA, garantizando que su adopción beneficie al conjunto de la 
sociedad.

Políticas públicas para la integración de la IA

• Revitalizar el CONACYT. Una reforma que fortalezca al organismo es fundamental. Se 
deben replantear las becas y considerar la creación de una agencia especializada en IA.

• Marco Jurídico Actualizado. Es vital legislar regulaciones específicas para la IA, 
garantizando la protección de datos y derechos fundamentales.

• Infraestructura Digital Integral. Es imperativo diseñar un plan que dé prioridad a la 
ciberseguridad y reduzca la brecha digital tanto dentro del país como en relación con 
otros países de la OCDE.

• Incentivos para la Innovación. Los estímulos para potenciar inversiones y patentes en IA 
son esenciales para lograr un desarrollo sostenido de la innovación.

• Educación e Investigación Tecnológica. El impulso en la formación STEAM y la inversión 
en tecnologías avanzadas serán determinantes para el desarrollo económico y social del 
país.

El camino hacia la digitalización y la integración de la inteligencia artificial en México es crucial 
para responder a las necesidades y aspiraciones del país. Adaptarse a estos cambios, fomentar 
la educación y la innovación, y priorizar la equidad y la inclusión, son imperativos que guiarán 
a México hacia un futuro más conectado, educado y preparado para los desafíos del mañana.
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CULTURA

LÍNEAS DE ACCIÓN PRIORITARIAS

1.  Incrementar de manera progresiva el presupuesto del sector hasta alcanzar, al final del 
sexenio, el equivalente al 1 % del Gasto Público Programable (GPP).

2. Exhortar a los gobiernos estatales y municipales a la aprobación de cambios 
equivalentes en sus leyes locales para otorgarle a la cultura un tratamiento formal de 
sector estratégico, con reglas claras, y crear nuevos mecanismos de apoyos fiscales a 
las industrias culturales.

3. Replantear la estructura administrativa del sector para ampliar su cobertura, a fin de 
atender a las comunidades en mayor marginación, especialmente a las poblaciones 
indígenas; para establecer programas eficientes y de mayor alcance en colaboración 
con otras instituciones; para dar respuesta más eficaz a los grupos de profesionales 
y a los de carácter popular, urbano y rural; así como para lograr una participación 
planeada con la sociedad civil.

4. Atender de manera planificada y dialogante la compleja problemática laboral y de 
seguridad social que aqueja al sector.

5. Establecer un plan efectivo para revertir los severos deterioros que por falta de 
inversión ha sufrido la infraestructura cultural y los patrimonios artísticos, históricos 
y paleontológicos.

6. Lograr la transversalidad de las acciones culturales en todas las políticas públicas 
nacionales incluyendo a las secretarías de Educación Pública, Turismo, Relaciones 
Exteriores, Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano, Desarrollo Social, Medio Ambiente 
y Recursos Naturales, Economía, Salud, Comunicaciones y Hacienda y Crédito Público.

7. Dotar de mayor impulso a la educación y a la investigación artística y cultural.

8. Reforzar el trabajo en cuerpos colegiados para la evaluación de proyectos y distribución 
de apoyos.

9. Diseñar una estrategia integral de comunicación cultural a través de los medios 
tradicionales y de las nuevas tecnologías, dotándola de los recursos suficientes para 
su proyección a escala nacional e internacional.

10. Establecer una colaboración permanente con las academias, los centros de formación 
e investigación y universidades para la formación de especialistas en los diferentes 
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campos que abarca la gestión cultural, así como en las especialidades en conservación de 
los patrimonios intangibles (gastronómicos, artesanales, escénicos, dancísticos, de usos 
y costumbres, etc.), simbólicos, artísticos, históricos, arqueológicos, paleontológicos y 
subacuáticos.

11. El Estado debe plantear un marco fiscal que estimule las donaciones y la inversión en 
infraestructura en el mundo de la cultura. Para ello resultará prioritario concebir y 
promulgar la Ley de Mecenazgo Cultural.

12. Impulsar los conductos de comercialización para los artesanos de nuestro país. Lo mismo 
las fiestas patronales y costumbres prehispánicas que son fuertes atractivos turísticos, 
ventanas a la proliferación cultural y, sobre todo, a la cohesión social.

13. Renovar el programa de indicadores de la actividad cultural y promover el estudio 
estadístico de la incidencia de la cultura en el desarrollo sostenible.

14. Brindar un decidido impulso a la presencia de la cultura de México en el mundo.

POLÍTICA CULTURAL DE ESTADO

El Estado tiene la responsabilidad moral y política de fortalecer la paz y la libertad a través de 
la educación y la cultura. Con visión de futuro, noción de Estado y en democracia, nuestro país 
tiene la capacidad ciudadana de unirse en un proyecto común, en el que se resalte lo que une 
e identifica.

En la coyuntura actual la cultura debe entenderse como una herramienta fundamental para 
recomponer el tejido social de la nación, mediante el conocimiento de la grandeza pluriétnica 
y multicultural de México, lo que tiene el potencial de propiciar un sentido de pertenencia, 
identidad y de un sano orgullo nacional entre todos los mexicanos.

A partir de la cultura se define lo que hemos sido, lo que somos y lo que aspiramos ser, como in-
dividuos y como nación. La cultura permite el desarrollo de nuestra sensibilidad y la formación 
de una plena conciencia de nosotros mismos; saber de dónde venimos y por qué, nos conduce 
a descubrir nuestras capacidades y fortalezas.

La variedad de orígenes, saberes, lenguas, costumbres y creaciones constituye, precisamente, 
la originalidad y grandeza de nuestra tradición cultural. La cultura debe ser como eslabón de 
unidad y solidaridad y no de división o confrontación.

Nuestra nación cuenta con una riqueza patrimonial producto de una herencia de más de trein-
ta siglos de creación artística y cultural ininterrumpida, lo que la ubica en un lugar privilegiado 
en un mundo globalizado.

TRANSVERSALIDAD DEL PROYECTO CULTURAL

Se debe concebir al sector cultura como un elemento esencial para alcanzar la inclusión y la 
equidad, la descentralización, el desarrollo sustentable, la reconciliación nacional y la recom-
posición del tejido social. Se debe posibilitar el derecho del acceso universal a la cultura.

El plan cultural debe insertarse en un plan general con transversalidad de políticas públicas, 
con énfasis a los niños y jóvenes en riesgo.

Los medios deben constituirse en vehículos portadores de conocimiento por excelencia, pero 
es necesario invertir en la investigación para el diseño y producción de contenidos con el fin de 
obtener una programación que pueda educar, informar y al mismo tiempo entretener.

MEDICIÓN DE LAS POLÍTICAS CULTURALES

Ningún proyecto puede ser evaluado sin una adecuada medición de impacto social. Es nece-
sario hacer una planeación con base en prioridades no solo económicas, y generar indicadores 
que nos ayuden a planear la política nacional en materia de cultura. Esto permitirá que exista 
un aumento del gasto programable y el rediseño de mecanismos que potencien los recursos 
públicos, sociales o privados.

Resulta imprescindible rediseñar y reactivar los fondos y fideicomisos que financiaban progra-
mas en áreas de cultura, de educación, de ciencia y de tecnología. Esto posibilitará, entre otros 
beneficios, allegar fondos privados, internacionales, de organizaciones sociales y recursos de 
los tres órdenes de gobierno.

El Estado debe ser garante del desarrollo de proyectos para que el sector productivo de la cul-
tura se formalice. Hay que reconocer que durante muchos años se dieron las ayudas directas 
sin prácticamente nada a cambio. En el momento en que el esquema cambia hacia la formali-
zación, deja de ser un gasto para convertirse en una inversión.

PRESUPUESTO Y ESTÍMULOS FISCALES

El sector cultura debe ser financiado como inversión y no como gasto. Actualmente, todas las 
instituciones que integran la Secretaría de Cultura han visto mermada su capacidad de ope-
ración y disminuidos sus presupuestos. No hay apoyos suficientes para los investigadores, los 
creadores, los festivales, muestras de arte, ferias, etc.

Actualmente, las instituciones culturales que tienen a su cargo los teatros, museos y salas de 
cine no pueden ejercer su plena su vocación. Muchas veces, los recintos culturales dejan de lado 
su programación sustantiva.

Por ello, es indispensable propiciar la colaboración e inversión de personas, empresas, funda-
ciones y organismos de la sociedad civil en el campo cultural para lograr una mayor correspon-
sabilidad en la conservación y acrecentamiento de los bienes y servicios culturales. 
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Para ello, deben producirse estímulos que vayan desde la deducibilidad de impuestos hasta 
otros beneficios. El Estado debe plantear un marco fiscal que estimule las donaciones y la in-
versión en infraestructura en el mundo de la cultura. Será prioritario concebir y promulgar la 
Ley de Mecenazgo Cultural.

MÉXICO EN EL MUNDO

México ocupa el primer lugar de todo el continente americano en el número de sitios declara-
dos por la UNESCO Patrimonio Cultural de la Humanidad y el séptimo del mundo.

Es fundamental que México recupere el liderazgo cultural en el mundo por el que se ha distin-
guido. Hoy en día se encuentra desdibujado por la falta de interés y de inversión por parte del 
actual gobierno.

A pesar de que hemos logrado tener un número importante de producciones cinematográficas 
y de que se han ganado los premios internacionales más importantes, las enormes posibilida-
des de aumentar la creación en ese campo se han perdido por la ausencia de estímulos y finan-
ciación por parte de la institución federal que apoya a esta industria.

El desinterés y la falta de apoyo a la cultura ha derivado en una importante fuga de talentos. 
Muchos mexicanos se han visto obligados a generar cultura o a estudiar la cultura desde el 
extranjero. Expertos en distintas disciplinas han encontrado mayor interés en su quehacer en 
otros lugares del orbe que en México.

La tolerancia y la libertad deben siempre prevalecer para que las comunidades, los artistas e in-
telectuales expongan sus ideas sin ningún tipo de obstáculo o represalia. La vida cultural debe 
ser el núcleo de valores democráticos a partir del absoluto respeto a las diferencias.

La cultura, indudablemente, juega un papel en la construcción de la paz y de una ciudadanía 
responsable.
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SALUD

LÍNEAS DE ACCIÓN PRIORITARIAS

Acciones urgentes para reparar el sistema de salud

1. Corregir el desabasto de medicamentos mediante un mecanismo de compra y 
distribución eficiente, transparente y a prueba de corrupción.

2. Elevar de inmediato los niveles de vacunación hasta llegar a las coberturas superiores 
a 90 % alcanzadas antes de 2018.

3. Lanzar un programa de emergencia para detener y revertir el aumento en la mortalidad 
materna.

4. Fortalecer el sistema de vigilancia epidemiológica sobre la base de las lecciones 
aprendidas de la pandemia de COVID-19.

5. Revertir los recortes al presupuesto de la Secretaría de Salud.

6. Restituir el servicio civil de carrera para eliminar la contratación sobre bases de lealtad 
partidista y volver a contar con funcionarios competentes y honestos.

7. Dar marcha atrás a la recentralización de los servicios de atención primaria y 
hospitalización general.

8. Restituir el papel central que la Constitución confiere al Consejo de Salubridad General.

9. Volver a darle un carácter autónomo a la COFEPRIS a fin de garantizar una regulación 
eficiente y transparente que proteja la salud y promueva el crecimiento económico.

10. Implantar mecanismos para informar a los usuarios de los servicios de salud, 
desarrollar instrumentos que den voz a sus opiniones y restablecer la participación de 
las organizaciones de la sociedad civil.
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Reformas de fondo

1. Eliminar la contradicción que existe entre los artículos 4 y 123 constitucionales para así 
convertir a la protección de la salud en un derecho social.

2. Alcanzar en el mediano plazo el nivel promedio de gasto en salud de los países 
latinoamericanos, actualmente 7.5 % del PIB.

3. Establecer una contribución social generalizada para la salud utilizando los esquemas 
fiscales más progresivos posibles.

4. Implantar el Seguro Universal de Salud (SUSalud) para garantizar el acceso a un paquete 
común de beneficios al que tendrá derecho toda persona, con independencia de quién sea 
el prestador de servicios.

5. Consolidar la separación de las funciones de financiamiento y prestación de servicios en 
todas las instituciones públicas de salud.

6. Modernizar la prestación de servicios mediante un cambio del modelo de atención 
que privilegie la prevención, la mejora continua de la calidad y la integración de redes 
interconectadas cuyo núcleo sea la Atención Primaria del Siglo XXI.

7. Invertir en investigación científica e innovación tecnológica para que el sistema de salud 
se ponga al día en los avances de la telesalud, la medicina personalizada, la salud digital 
y la aplicación benéfica de la inteligencia artificial.

SALUD: PROTECCIÓN IGUAL PARA TODOS

La única manera de procesar un trauma colectivo como el que ha representado la pandemia de 
COVID-19 es aprender de la experiencia adquirida para erigir no una “nueva” sino una “mejor” 
normalidad representada por un nuevo sistema de salud. Este sistema deberá ser universal, es 
decir, que cubra a todos y todas con los mismos derechos, independientemente de la condi-
ción laboral; público, es decir, financiado principalmente con impuestos progresivos suficientes 
para evitar que las personas paguen en el momento de usar los servicios; capaz de garantizar 
el acceso a servicios integrales de salud y a todos los medicamentos necesarios; enfocado en 
proteger a la población contra gastos excesivos por motivos de salud; comprometido con dar 
voz a la población para ejercer sus preferencias en un marco de pluralismo, y competente para 
resguardar al pueblo de México contra actuales y futuras pandemias y otras amenazas.

Este capítulo está dividido en dos partes, una diagnóstica y otra propositiva. La primera des-
cribe el estado actual del sistema de salud. En la segunda parte se discuten las medidas que 
deberán implantarse de inmediato para reparar el daño institucional producido en los últimos 
cinco años y las propuestas de mediano plazo para construir el nuevo sistema de salud del que 
se habla en el párrafo anterior.

I. EL SISTEMA DE SALUD EN ESTADO CRÍTICO

Destrucción del Seguro Popular

En 2003 se creó el Sistema de Protección Social en Salud, cuyo brazo operativo fue el Seguro 
Popular (SP). El propósito de la reforma que dio origen a este sistema fue hacer de la protección 
de la salud un derecho universal. El paso para alcanzar este ideal fue asegurar el ejercicio de 
ese derecho por parte de la población no asalariada, la cual había sido excluida de la seguridad 
social convencional. Uno de los medios para ello fue ampliar la inversión pública en salud a fin 
de extender la cobertura de atención a toda la población y reducir los gastos catastróficos. Esta 
reforma no culminó el camino hacia estos objetivos, pero logró avances importantes.

Entre 2000 y 2015, el gasto en salud aumentó de 4 a 6 % del PIB, gracias sobre todo a la am-
pliación del presupuesto de la Secretaría en Salud, que casi se cuadruplicó en este periodo.1 El 
incremento en el presupuesto de esta secretaría permitió extender el número de mexicanos y 
mexicanas con seguro público de salud, que pasó de 40 millones en el año 2000 a 99 millones 
en 2015.2 El SP protegió a los hogares más pobres contra los efectos ruinosos de un episodio 
de enfermedad grave. El porcentaje de hogares con gastos excesivos por motivos de salud se 
redujo a menos de la mitad, al pasar de 5.5 % en 2000 a 2.4 % en 2018.* Todo esto contribuyó 
a mejorar la salud de la población, como lo muestra el hecho de que México cumplió con casi 
todas las metas de salud de los Objetivos de Desarrollo del Milenio.

Los objetivos de una reforma que se calificó de “medio camino” se estaban cumpliendo y la 
cobertura universal de salud estaba al alcance de la mano. El gobierno de la 4T tuvo la oportu-
nidad de seguir avanzando hacia esa meta, pero optó por restablecer el sistema de salud que 
imperaba en el México del partido de Estado.

Restauración del sistema de salud corporativista

A finales de 2019 el Congreso aprobó varias reformas a la Ley General de Salud que desman-
telaron el Sistema de Protección Social en Salud y transfirieron al Instituto de Salud para el 
Bienestar (INSABI) la responsabilidad de prestar servicios a la población sin seguridad social. El 
nuevo instituto establecería acuerdos con los estados para prestar, centralmente, los servicios 

1    Secretaría de Hacienda y Crédito Público (SHCP) (2022) Paquete económico y presupuesto. Disponible en: ht-
tps://www.finanzaspublicas.hacienda.gob.mx/es/Finanzas_Publicas/Paquete_Economico_y_Presupuesto. Con-
sultado el 15 de abril de 2020.
2    INEGI. Principales Resultados de la Encuesta Intercensal 2015. Estados Unidos Mexicanos. Aguascalientes, 
México: INEGI, 2915:40. Disponible en: http://internet.contenidos.inegi.org.mx/contenidos/productos/prod_serv/
contenidos/espanol/bvinegi/productos/nueva_estruc/702825078966.pdf. Consultado el 25 de julio de 2021.
*   Los gastos excesivos incluyen los catastróficos y los empobrecedores. Los gastos catastróficos en salud se defi-
nen como aquellos gastos mayores al 30 % del ingreso familiar disponible. El ingreso disponible, a su vez, se define 
como el ingreso total menos el gasto en alimentación. Por su parte, los gastos empobrecedores son aquellos que, 
independientemente de su monto, empujan a los hogares por debajo de la línea de pobreza.
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de salud de primer y segundo nivel para los no asalariados. Se esquivó así el compromiso de 
ofrecer los servicios de especialidad que ya garantizaba el SP.

La reducción de los derechos sociales se vio agravada por el anacrónico diseño financiero del 
nuevo instituto, cuyo presupuesto se establecería sobre bases históricas y haciendo uso de las 
negociaciones políticas que tantas inequidades generaron en el pasado.

El deficiente diseño del INSABI se reflejó en la caída de los recursos dedicados a la salud. El pre-
sidente López Obrador prometió incrementar el gasto público en salud en un punto porcentual 
del PIB. Sin embargo, el presupuesto que se le asignó a la Secretaría de Salud en 2019 ascendió 
a 120 mil millones de pesos constantes, que representaba una disminución de 1.6 % respecto 
del año previo.2 Esta caída se sumó a los recortes de los tres últimos años del sexenio anterior, 
que sumaron más de 30 mil millones de pesos constantes.

Pero la contrarreforma de la 4T no se limitó a sustituir el SP con el INSABI. Una de las primeras 
medidas tomadas por este gobierno en materia de salud fue la modificación del Sistema de 
Compra Consolidada de Medicamentos del sector público. A poco más de un año del fin del se-
xenio, las compras de medicamentos en el sector público siguen arrojando cifras de desabasto 
sin precedentes: casi 45 millones de recetas no surtidas en esta administración.3

A esto se sumaron los recortes a la estructura de la Secretaría de Salud federal y la reubicación 
de diversas agencias autónomas dentro de las áreas centrales de la dependencia. Destaca en 
este sentido la desaparición de la Subsecretaría de Integración y Desarrollo de la Secretaría de 
Salud y la reubicación de la Comisión Federal de Protección contra Riesgos Sanitarios (COFE-
PRIS) en la Subsecretaría de Promoción y Prevención de la Salud.

A estas desafortunadas medidas organizacionales hay que agregar el descuido de los Progra-
mas de Vacunación Universal (PVU) y Salud Materna, lo que produjo una reducción de las co-
berturas de vacunación de infantes con esquemas completos a menos de 30 % a partir de 2019, 
y un incremento de las muertes maternas, que pasaron de 667 en 2018, a 1036 en 2021.4,5 A esto 
hay que sumar el deterioro del salario y las condiciones de trabajo del personal de salud que ha 
mostrado un descontento creciente. Son notables, además, las enormes diferencias que exis-
ten en las remuneraciones y beneficios de este personal en las diversas instituciones públicas 
de salud.

Los recortes presupuestales y la mala implementación del INSABI dieron lugar a una caída sin 
precedentes de la cobertura de servicios de salud. Según el CONEVAL, la “carencia por acceso 
a servicios de salud” aumentó en 30 millones de personas en los primeros cuatro años de este 
gobierno, al pasar de 16.2 % de la población total del país (20.1 millones de personas) en 2018, 
a 39.1 % (50.1 millones) en 2022.

3   Vitela N. Admiten 45 millones de recetas sin surtir en sector salud. Reforma 2023; 25 de abril. Disponible en: 
https://www.reforma.com/admiten-45-millones-de-recetas-sin-surtir-en-sector-salud/ar2593203?v=6. Consul-
tado el 25 de abril de 2023.
4   Pérez M. Con esquema completo de vacunación, 27.5 % de los niños en México. El Economista 2022; 10 de 
agosto. Disponible en: https://www.eleconomista.com.mx/politica/Con-esquema-completo-de-vacuna-
cion-27.5-de-los-ninos-20220810-0008.html. Consultado el 20 de abril de 2023.
5   Observatorio de la mortalidad materna en México. Indicadores. Disponible en: https://omm.org.mx/sistema- 
de-indicadores/boletines. Consultado el 20 de abril de 2023.

El empobrecimiento de la oferta de servicios públicos y la falta de medicamentos dispararon el 
uso de los servicios privados y el gasto de bolsillo. El incremento de este gasto, a su vez, produjo 
un aumento en los hogares con gastos catastróficos y empobrecedores por motivos de salud, 
que pasaron de 2.7 millones en 2018 a 4.7 millones en 2020, cifras que se mantuvieron en 2022.

A dos años de establecido el INSABI, el gobierno federal anunció su cancelación y la intención 
de fortalecer el programa IMSS-Bienestar (IMSS-B) para ofrecer atención a la población no 
asalariada. Este anuncio reflejaba dos hechos: la falta de una estrategia de salud y el fracaso 
del INSABI.

La “federalización de la salud” arrancó sin un plan que identificara los recursos que se asigna-
rían al IMSS-B y el papel de los Servicios Estatales de Salud, que ahora deben transferir sus hos-
pitales y centros de salud al IMSS-B. En lugar de incorporar a la seguridad social convencional 
a la población no asalariada, como lo hizo Costa Rica, la 4T optó por segregarla en una institu-
ción con muchos menos recursos. La expresión más dramática de esta segregación es que los 
beneficiarios del IMSS-B solo podrán acceder a centros de salud y hospitales generales distintos 
de los que dan servicios a los derechohabientes del régimen ordinario, y estarán excluidos de 
los hospitales de alta especialidad.

Manejo desastroso de la pandemia

El saldo del manejo de la pandemia también ha sido negativo. Al cierre de abril de 2023, la 
página sobre exceso de mortalidad durante la pandemia de COVID-19 del Instituto de Métrica 
y Evaluación de la Salud registraba más de 770 mil defunciones, una de las cifras más altas del 
mundo. Tal exceso de mortalidad produjo, además, la primera reducción generalizada de la 
esperanza de vida en un siglo que pasó de 75 años en 2019, a 71 años en 2021.6 Tras un siglo de 
avance continuo, la esperanza de vida en 2021 retrocedió al nivel de 1991, es decir, México perdió 
treinta años de progreso.

Esta catástrofe sanitaria no fue producto de un agresivo virus que se ensañó con el pueblo de 
México, sino resultado de malas decisiones tomadas por el equipo de salud del gobierno. En-
tre sus muchos errores destacan los siguientes: ignorar las evidencias científicas, minimizar el 
riesgo, generar una respuesta inicial tibia y tardía, no hacer pruebas de detección generalizadas, 
terminar el confinamiento en el momento menos adecuado y sin las precauciones debidas, e 
implementar una mala estrategia de comunicación. A esto hay que añadir el error de no asu-
mir la responsabilidad por los malos resultados y atribuir el desastre a los malos hábitos de los 
mexicanos y al pasado neoliberal.

6    Lozano R. COVID-19 la enfermedad infecciosa del siglo XXI que cambió nuestras vidas. El País 2023; 20 de fe-
brero.
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II. EL CAMINO HACIA ADELANTE: DEL SEGURO POPULAR AL 
SEGURO UNIVERSAL

El trance por el que atraviesa nuestro sistema de salud nos obliga a reparar el daño institucional 
producido por la actual administración y a diseñar un sistema de salud universal, público y plural.

Los retos

Para garantizar la atención a la salud que esperan los ciudadanos mexicanos será necesario 
superar los siguientes siete retos:

1. Inequidad. En lugar de ser un instrumento que contribuya a combatir la pobreza, 
el sistema de salud propuesto por el actual gobierno está profundizando la miseria y 
ampliando las desigualdades, que se expresa en los 30 millones de personas que perdieron 
el acceso a servicios de salud en los últimos cuatro años.

2. Inseguridad. La pobreza de la oferta de servicios públicos de salud está empujando a los 
mexicanos a utilizar los servicios privados de salud y exponiéndolos a incurrir en gastos 
excesivos. A la inseguridad financiera hay que sumar la inseguridad epidemiológica 
generada por el deterioro del PVU y del sistema de vigilancia epidemiológica.

3. Insuficiencia. El nuevo perfil epidemiológico del país nos obliga a movilizar mayores 
recursos con el fin de atender problemas de salud más complejos que aquellos que 
definieron el panorama de la salud en México hasta los años setenta del siglo pasado. La 
insuficiencia se muestra al comparar el porcentaje del PIB que México dedica a la salud (6 
%) con el promedio latinoamericano (7.5 %).

4. Inadecuada calidad. Este obstáculo se manifiesta tanto en el ámbito técnico como en 
el interpersonal. Lo mismo en el sector público que en el privado, existe una enorme 
variación en la calidad con la que operan los servicios.

5. Insatisfacción. La insatisfacción es un reflejo de la calidad heterogénea de los 
servicios. Los usuarios se quejan de los largos tiempos de espera y sobre todo de la 
falta de medicamentos. A ello se suma la insatisfacción de los propios trabajadores y 
profesionistas de la salud.

6. Ineficiencia. Este obstáculo se refleja en una baja productividad de los recursos. Uno de 
los indicadores que mejor expresa los problemas de eficiencia del sistema son los costos 
administrativos de las instituciones públicas, que en México ascienden a 8.9 % del gasto 
total en salud, la cifra más alta de todos los países de la OCDE.

7.  Información poco confiable. La falta de información confiable ha impedido la 
documentación objetiva de los problemas y el apoyo a la implantación y evaluación de 
los programas. Ello ha influido en la transparencia y la rendición de cuentas.

Las propuestas

Para enfrentar estos siete retos es necesario reparar los retrocesos institucionales de los últi-
mos años y poner en marcha una nueva generación de reformas para construir un sistema de 
salud que garantice acceso universal con protección financiera a todos.

Acciones urgentes para reparar el sistema de salud

Son diez las tareas de reconstrucción inmediata, que, por cierto, no incluyen la reconstrucción 
del SP, que desde su origen se planteó como una reforma de medio camino. El país debe apro-
vechar la actual crisis sanitaria para erigir un sistema de salud verdaderamente universal.

1. Corregir el desabasto de medicamentos mediante un mecanismo de compra y distribución 
eficiente, transparente y a prueba de corrupción.

2. Elevar de inmediato los niveles de vacunación hasta llegar a las coberturas superiores a 
90 % alcanzadas antes de 2018.

3. Lanzar un programa de emergencia para detener y revertir el aumento en la mortalidad 
materna.

4. Fortalecer el sistema de vigilancia epidemiológica sobre la base de las lecciones aprendidas 
de la pandemia de COVID-19.

5. Revertir los recortes al presupuesto de la Secretaría de Salud.

6. Restituir el servicio civil de carrera para eliminar la contratación sobre bases de lealtad 
partidista y volver a contar con funcionarios competentes y honestos.

7. Dar marcha atrás a la recentralización de los servicios de atención primaria y 
hospitalización general.

8. Restituir el papel central que la Constitución confiere al Consejo de Salubridad, sobre 
todo en el manejo de emergencias sanitarias.

9. Volver a darle un carácter autónomo a la COFEPRIS a fin de garantizar una regulación 
eficiente y transparente que proteja la salud y promueva el crecimiento económico.

10. Implantar mecanismos para informar a los usuarios de los servicios de salud, desarrollar 
instrumentos que den voz a sus opiniones y restablecer la participación de las 
organizaciones de la sociedad civil.

Reformas de fondo

Además de reparar lo destruido, es necesario implantar cinco reformas que sentarán las bases 
de un sistema de salud que garantice a todos los mexicanos el acceso efectivo a servicios inte-
grales de salud de alta calidad con protección financiera. Este sistema deberá estar sustentado 
en valores y principios compartidos, cuya formulación requiere de la participación de todos los 
actores relevantes.
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1. Reforma legal. Para consolidar una base legal que operacionalice el acceso universal a los 
servicios de salud, es necesario eliminar la contradicción que existe entre los artículos 4° 
y 123 constitucionales, para así convertir a la protección de la salud en un derecho social.

2. Reforma financiera. Para alcanzar la cobertura universal de salud es necesario movilizar 
recursos financieros adicionales dentro de un marco progresivo que los distribuya 
de manera equitativa y racional. Para ello es necesario alcanzar por lo menos el nivel 
promedio de gasto en salud de los países latinoamericanos, actualmente 7.5 % del PIB, 
movilizando sobre todo recursos públicos; legislar una contribución social generalizada 
para la salud utilizando los esquemas fiscales más progresivos posibles; establecer un 
fondo único y público de salud que incluya un fondo sectorial de protección contra gastos 
catastróficos por servicios de alta especialidad y un fondo centralizado para servicios 
de salud pública, e implantar el Seguro Universal de Salud (SUSalud) para garantizar 
el acceso a un paquete común de beneficios al que tendrá derecho toda persona, con 
independencia de quién sea el prestador de servicios.

3. Reforma organizativa y gerencial. Un sistema de salud moderno requiere de una 
estructura organizativa. Por eso el nuevo sistema debe consolidar la separación de las 
funciones de financiamiento y prestación de servicios en todas las instituciones públicas 
de salud, lo cual ampliará la libertad de elección y ayudará a mejorar la calidad de la 
atención al promover la competencia; fortalecer las capacidades administrativas en 
todos los niveles del sistema; desarrollar instrumentos que le den al sistema de salud un 
carácter verdaderamente universal, como la tarjeta universal de salud, que garantizará la 
portabilidad de beneficios entre instituciones, y el tabulador unificado de intervenciones, 
que permitirá la utilización y facturación cruzadas de servicios entre proveedores.

4. Reforma del modelo de atención. La forma de prestar servicios de salud también debe 
modernizarse mediante un cambio del modelo de atención cuyos atributos se enumeran 
en el Recuadro 1.

5. Reforma participativa. Por último, es necesaria una reforma que estimule la 
participación de los pacientes y los ciudadanos en todos los ámbitos de la salud. Esto exige 
implantar mecanismos para informar a los usuarios de los servicios de salud; desarrollar 
instrumentos que permitan escucharlos continuamente, y fortalecer la participación 
de las organizaciones ciudadanas en el diseño de programas y políticas y en la toma de 
decisiones en las unidades de atención.

Reconstruir también significa reconciliar. Es necesario, por lo tanto, convocar a todos los ac-
tores a reencauzar el sistema de salud en una dirección verdaderamente progresista que deje 
atrás la fragmentación corporativista y dé lugar a una integración capaz de garantizar servicios 
de salud de alta calidad a todas las personas. Un proceso vigoroso de renovación será el bál-
samo para sanar las enormes heridas que ha producido el errado y errático manejo de nuestro 
sistema de salud por parte del gobierno actual. Ese remedio se lo debemos a los cientos de 
miles de mexicanos que perdieron su empleo, su tranquilidad, su salud o su vida durante la 
pandemia. Se lo debemos también a las nuevas generaciones de mexicanas y mexicanos, cuyo 
futuro depende de nuestra capacidad para construir el sistema aquí propuesto.

ATRIBUTOS DEL NUEVO MODELO DE ATENCIÓN

Anticipatorio y proactivo. Promueve estilos de vida saludables. Enfrenta activamente los ries-
gos emergentes (sedentarismo, sobrepeso, consumo de tabaco, alcohol y drogas, aislamiento 
social) mediante la educación para la salud, el combate a la publicidad de sustancias y estilos 
de vida no saludables, y la implantación de medidas fiscales. Se sustenta en una “atención 
primaria del siglo XXI”, que aprovecha la convergencia de las revoluciones tecnológicas, en 
particular las innovaciones que han fortalecido la telesalud, el expediente clínico electrónico, la 
salud digital, el análisis de grandes volúmenes de datos y las aplicaciones benéficas de la inteli-
gencia artificial. Implanta intervenciones y programas dirigidos a acabar con los padecimientos 
del rezago y las desigualdades, que afectan en particular a las poblaciones vulnerables, como 
las mujeres, los grupos indígenas, las poblaciones rurales y las poblaciones marginadas.

Centrado en las personas. Atiende las legítimas demandas de los usuarios en materia de digni-
dad, comunicación, autonomía y confidencialidad. Además, aplica los avances científicos para 
desarrollar la llamada “medicina de precisión”, capaz de responder a las características espe-
cíficas de cada paciente.

Comprometido con la calidad. Promueve el trato digno. Mejora la capacidad resolutiva de los 
servicios de atención primaria mediante la articulación de redes de conexión eficientes con los 
servicios de especialidad. Promueve la autonomía de la gestión hospitalaria y establece redes re-
gionales de alta especialidad. Fortalece los procesos de formación y capacitación continua de los 
profesionales y otros trabajadores de la salud. Intensifica el despliegue coordinado de las tecnolo-
gías de la información y la telemedicina. Consolida un sistema de información integral y dinámico 
que ayuda a documentar los problemas y apoya la toma de decisiones basada en evidencias por 
parte de los prestadores de servicios, los formuladores de políticas públicas y la población gene-
ral. Fortalece las actividades de monitoreo y evaluación de los servicios de salud.

Integral, continuo, diversificado y multidisciplinario. Ofrece servicios que cubren todo el ci-
clo del proceso de salud enfermedad. Presta servicios que cubren todo el ciclo de vida de las 
personas, con énfasis en el manejo de la cronicidad que ahora domina el panorama epidemio-
lógico. Crea espacios para una atención hospitalaria ambulatoria y domiciliaria capaz de res-
ponder a las diferentes necesidades de los sanos y los enfermos. Crea equipos de atención con 
múltiples competencias profesionales.

Interconectado. Invierte en sistemas de información en todos los niveles del sistema de salud. 
Establece un sistema moderno de expedientes clínicos electrónicos portátiles. Desarrolla la 
infraestructura de telecomunicaciones que amplíe el acceso de la población y agilice el trabajo 
en equipo de los profesionales.

Responsable. Rinde cuentas en un marco de transparencia, integridad y participación ciu-
dadana. Garantizar un acceso efectivo y eficiente a la información pública en salud para así 
fortalecer la toma de decisiones y las tareas de rendición de cuentas. Combate vigorosa y efec-
tivamente la corrupción.

Innovador. Promueve la investigación en salud y el continuo desarrollo de innovaciones tec-
nológicas y organizacionales.
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SEGURIDAD Y  
PROCURACIÓN DE JUSTICIA

LÍNEAS DE ACCIÓN PRIORITARIAS

1. Convocar a un acuerdo político nacional para impulsar una reforma profunda del 
sistema mexicano de seguridad y justica, y avanzar en este tema con carácter de 
prioridad nacional.

2. Instituir un Sistema Nacional de Seguridad que permita dar coherencia y articulación 
a las tareas, atribuciones y responsabilidades de las distintas entidades de los tres 
niveles de gobierno a cargo de la seguridad.

3. Revisar y actualizar la agenda nacional de riesgos en función de las amenazas internas 
y externas a la seguridad nacional.

4. Rediseñar la estrategia de seguridad pública con énfasis político y presupuestario en el 
fortalecimiento de las policías locales.

5. Convertir a la Guardia Nacional en una institución civil encargada de preservar la paz 
y la tranquilidad en los territorios en donde no operan el resto de las corporaciones.

6. Revisar la visión y misión de las Fuerzas Armadas; concentrar sus tareas en las 
misiones marcadas por la Constitución y su participación en seguridad pública como 
coadyuvantes de las autoridades civiles.

7. Crear un Sistema Nacional de Inteligencia que permita articular las capacidades y 
competencias de las distintas dependencias que generan inteligencia para combatir 
las principales amenazas al Estado mexicano.

8. Colocar la Política de Prevención Social de la Violencia y la Delincuencia como elemento 
central de la política integral de seguridad del Estado mexicano.

9. Emprender una reforma del Sistema Penitenciario Mexicano como un componente 
imprescindible para avanzar en la estrategia de seguridad y justicia del Estado 
mexicano.

10. La Procuración de Justicia es de las áreas que mayores rezagos presenta; es necesaria 
su revisión y adecuación urgente a las necesidades del país.

11. La actuación de los organismos del estado debe priorizar la atención a víctimas, 
enfocada en feminicidios y crímenes de odio, y grupos vulnerables.

12. Instituir en el gabinete de seguridad nacional un capítulo permanente a cargo de la 
Agenda Internacional de Seguridad y Procuración de Justicia de México.
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SEGURIDAD Y PROCURACIÓN DE JUSTICIA

El país está envuelto en una ola criminal que alcanza cifras inéditas en nuestra historia. La ex-
pansión del crimen organizado es resultado de la complicidad abierta y/ o de la ineficiencia de 
autoridades de los tres niveles de gobierno. Los delincuentes poseen una capacidad de fuego 
que compite con la de las Fuerzas Armadas y supera en mucho a las policías estatales y muni-
cipales.

La gravedad de la situación nacional en materia de seguridad y violencia es claro reflejo de las 
debilidades institucionales y de la deficiente coordinación interinstitucional entre los tres ni-
veles de gobierno.

La estrategia que ha puesto a las Fuerzas Armadas como eje rector de los temas de seguridad 
no ha dado los resultados esperados y las ha colocado en un proceso de desnaturalización de 
sus misiones constitucionales.

Las policías estatales y municipales, responsables de la persecución y contención de los delitos 
del orden común, que son la mayoría, se encuentran muy por debajo del nivel de profesiona-
lización, equipamiento y recursos que requieren para enfrentar el reto. La sobreposición de 
funciones entre Fuerzas Armadas, Guardia Nacional y policías locales no abona a la seguridad 
del país.

La seguridad ciudadana se ha visto demeritada por la debilidad estructural de las policías de 
proximidad y por la ausencia de programas de prevención social de la violencia y la delincuen-
cia. La violencia de género ha crecido en forma desmedida con tasas de feminicidio sin prece-
dente, lo mismo que la violencia intrafamiliar y la inseguridad en los barrios.

Las capacidades de producción de inteligencia para enfrentar las amenazas a la seguridad del 
Estado, incluyendo a la delincuencia organizada, son dispersas y muy reducidas; la colaboración 
y coordinación entre las agencias que generan inteligencia es deficiente e insuficiente.

El sistema de procuración y administración de justicia enfrenta serias dificultades. Sus capaci-
dades son muy reducidas frente a las tareas por realizar. La corrupción, uno de los males más 
graves que aquejan a nuestra sociedad, responde en buena medida a los altos niveles de impu-
nidad frente a prácticamente todos los delitos en los sectores público, privado y social.

Nuestro sistema penitenciario presenta graves problemas de sobrepoblación, condiciones de 
higiene y de salud deplorables, y una sobrecarga de reos sin sentencia producto de las ineficien-
cias de nuestro poder judicial.

Hay que partir del reconocimiento de que la inseguridad que sufre la sociedad mexicana es el 
principal reto que enfrentará el nuevo gobierno.

SISTEMA NACIONAL DE SEGURIDAD

Es necesario avanzar en la construcción de un Sistema Nacional de Seguridad con un enfoque 
integral y con una visión estratégica de largo plazo. El sistema debe contemplar todos los retos 
y amenazas a la seguridad nacional, la definición clara de atribuciones y responsabilidades de 
cada entidad, así como la coordinación interinstitucional y entre los tres niveles de gobierno.

Dentro de este sistema se deben identificar necesidades y requerimientos de cada instancia, así 
como sus necesidades en materia de reclutamiento, formación y profesionalización, equipa-
miento, instalaciones y tecnología de avanzada para el cumplimiento de sus tareas.

El sistema debe contar con una unidad nacional de articulación que asegure la comunicación y 
complementariedad entre las distintas dependencias involucradas en las tareas de seguridad.

La planeación estrategia y las decisiones de alcance nacional deben llevarse a cabo en el Ga-
binete de Seguridad Nacional y en el Consejo de Seguridad Pública, e incorporar mecanismos 
complementarios como son las Conferencias Nacionales de Seguridad Pública, así como las 
preocupaciones y requerimientos estatales y municipales.

El sistema debe promover el fortalecimiento y profesionalización de las direcciones locales de 
seguridad y de las especializadas en delitos federales. Debe también revisar y establecer las 
responsabilidades de civiles y militares dentro de estas complejas tareas.

Como parte de la planeación estratégica de mediano y largo plazo, el sistema debe contar con 
una entidad de planeación financiera para asegurar su adecuada operación, y para abonar al 
fortalecimiento de las instancias estatales y locales vinculadas con los temas de la agenda de 
seguridad nacional.

El sistema debe contar con un esquema de evaluación y seguimiento que sea obligatorio para 
todas las dependencias que participan en tareas de seguridad y que permita detectar fallas y 
áreas de oportunidad susceptibles de corrección.

AGENDA DE SEGURIDAD NACIONAL

Es indispensable revisar la agenda nacional de riesgos en función de la dimensión y urgencia de 
las amenazas internas y externas que enfrenta nuestro país.

En el ámbito externo aparecen temas nuevos, propios de la globalización acelerada, como la 
incorporación de Asia a los flujos comerciales y financieros, las corrientes migratorias, la ex-
pansión del terrorismo internacional y la aceleración del cambio climático, entre otros fenóme-
nos. Estas se suman a la lista de amenazas ya existentes como el tráfico de drogas, de personas 
y de armas, delitos financieros y cibernéticos, todo lo cual requiere de un plan estratégico que 
incluya la cooperación internacional, imprescindible para avanzar en el combate de los delitos 
de carácter transnacional.

En el entorno doméstico aparecen nuevos riesgos a la gobernabilidad como el debilitamiento 
de las instituciones que le dan sustento a la democracia; el deterioro de las capacidades ejecuti-
vas y operativas de la Administración Pública Federal producto de la austeridad; la eliminación 
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de cuadros técnicos, la desaparición de programas y dependencias, la sustitución de la buro-
cracia especializada por personal sin la experiencia ni las competencias requeridas; la debilidad 
de las finanzas públicas; la militarización de la administración pública y la polarización de la 
sociedad, todo esto en un ambiente de creciente violencia e inseguridad.

La Ley de Seguridad Nacional debe ser actualizada y mejorada. Debe tener el respaldo de todos 
los actores del Consejo de Seguridad Nacional sin una visión militarista. Debe aprovecharse 
este proceso legislativo para abrir un debate sobre la seguridad nacional y la seguridad pública 
en el que participen la clase política, especialistas en la materia y actores sociales.

La revisión de la agenda de seguridad nacional debe contar con la participación de los poderes 
legislativo y judicial, ambos con atribuciones y responsabilidades en este ámbito. También debe 
considerar las preocupaciones y propuestas de las entidades federativas. Debe contar con me-
canismos periódicos de revisión y actualización en función de los cambios en los entornos en 
los que opera.

ESTRATEGIA DE SEGURIDAD PÚBLICA

En las últimas tres décadas el gobierno ha implementado diversas estrategias de seguridad 
pública que no han logrado bajar los niveles de violencia y delincuencia en los que vive el país. 
Al cierre de 2022, cuatro de cada cinco mexicano decían vivir en condiciones de inseguridad.

El proceso de militarización de la seguridad pública no ha dado los resultados esperados y ha 
generado nuevos problemas, al mezclar funciones y atribuciones de carácter civil y militar. El 
énfasis en que los cuerpos militares atiendan los retos de seguridad pública ha resultado en el 
abandono de las policías estatales y municipales por parte de la federación. Son excepción las 
alcaldías que cuentan con entornos seguros o bien evaluados en materia de seguridad pública

La Guardia Nacional debe modificar su esquema operativo para convertirse en una verdadera 
fuerza de seguridad intermedia con presencia en los bastiones del crimen organizado. Sin em-
bargo, las tareas de investigación y análisis deben recaer en un componente verdaderamente 
civil. Es necesario considerar la reinstalación en la Guardia Nacional de personal de la extinta 
Policía Federal en las áreas científica, de inteligencia, investigación y análisis.

El retraso en la implementación del Modelo Nacional de Policía y Justicia Cívica es un reflejo de 
la tendencia militarista. Aunado a ello, las fiscalías locales se ven rebasadas por las conductas 
del crimen organizado que se mimetizan en la canasta de delitos del fuero común, como el 
homicidio, la extorsión y el robo.

Corrupción e impunidad persisten en las policías y en el sistema de justicia, lo que dificulta el 
enjuiciamiento efectivo de delincuentes y mina la confianza de la población en las instituciones 
encargadas de garantizar la seguridad. El personal capacitado para hacer investigaciones de 
delitos de alto impacto a nivel federal es muy limitado.

Resulta imperativo destinar cuantiosos recursos para rescatar a la Policía Federal Ministerial y 
a la Agencia de Investigación Criminal, crear una Policía Nacional de Investigación y avanzar en 
la implementación del Modelo Nacional de Policía y Justicia Cívica. Mientras las corporaciones 

estatales y municipales no crezcan en capacidades, no habrá una solución de largo plazo para 
el problema de inseguridad.

En algunos casos convendría retomar la figura del Mando Único Policial o Mando Coordinado, 
pues a pesar de las malas experiencias con este modelo, la fragmentación de los esfuerzos ope-
rativos en determinadas regiones sigue siendo ventajosa para el crimen organizado.

La estrategia de seguridad pública debe considerar en todo momento la estrecha vinculación 
que existe entre seguridad pública y la procuración de justicia; entre policías y ministerios 
públicos.

SISTEMA NACIONAL DE INTELIGENCIA

El Estado mexicano requiere de un Sistema Nacional de Inteligencia que integre a todas las 
dependencias que son parte del Consejo de Seguridad Nacional, y a otras agencias de los otros 
órdenes de gobierno.

La experiencia mundial indica que una de las maneras más efectivas para combatir a los grupos 
criminales es mediante la confiscación de sus recursos financieros. Por ello resulta imperativa 
una mayor coordinación entre la Unidad de Inteligencia Financiera de la Secretaría de Hacienda 
y Crédito Público, el Gabinete de Seguridad Nacional y el de Seguridad Pública.

En su aplicación en el ámbito criminal, la inteligencia debe aportar el conocimiento necesario 
y suficiente para hacer posible el diseño e implementación de acciones para acotar, contener y, 
eventualmente, neutralizar las amenazas objeto de atención.

Es fundamental que la política de seguridad, particularmente en lo que concierne a la gene-
ración de inteligencia, distinga con claridad a quién corresponde la producción de qué tipo de 
inteligencia, así como los mecanismos para compartirla.

Cultivar una mentalidad sinérgica entre las agencias de inteligencia del país es un prerrequisito 
fundamental para la creación de una sólida Estrategia Nacional de Inteligencia para la seguridad.

Resulta esencial que se establezcan controles para prevenir fugas de información intra-agencia 
en el contexto del intercambio de información.

La estrategia mencionada también debe considerar los incentivos y recursos que permitan 
aprovechar eficazmente las nuevas tecnologías informáticas y digitales a efecto de potenciar 
la producción de inteligencia para la seguridad.

El ejemplo más acabado para compartir inteligencia en sus diferentes tipos, y hacerla operacio-
nal o accionable, son los denominados Centros de Fusión de Inteligencia. El Centro Nacional de 
Fusión de Inteligencia adscrito al CISEN por mandato del Consejo de Seguridad Nacional (2018) 
cuenta con la estructura para esta tarea.

La política de inteligencia debe asegurar que todas las actividades relacionadas con su produc-
ción y uso son conducidas de acuerdo con los principios democráticos, aplicables al sector de la 
inteligencia. La rendición de cuentas debe enfocarse en su perspectiva normativa la cual debe 
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estar asociada con procedimientos y mecanismos para hacer cumplir las reglas y recomendar 
medidas disciplinarias en el caso de un rompimiento del orden normativo establecido.

El ahora Centro Nacional de Inteligencia debe ser desmilitarizado y mantenerse en su estatus 
civil anterior. Resulta imprescindible retomar los programas de profesionalización y de servicio 
civil de carrera en este ámbito, así como tratar de recuperar al personal que lo abandonó por la 
austeridad y la purga política.

Uno de los mayores riesgos que enfrenta actualmente el Estado es la penetración del crimen 
organizado en sus instituciones. Resulta urgente reforzar las tareas de contrainteligencia para 
proteger las instituciones del Estado.

FUERZAS ARMADAS

Involucrar a las Fuerzas Armadas en tareas distintas a las de su mandato (tren Maya, aduanas, 
Dos Bocas, etc.), no solo distrae recursos humanos, sino desvirtúa sus obligaciones. La política 
militar de los próximos gobiernos habrá de partir de la base de que las fuerzas armadas son 
solo una pieza del Sistema Nacional de Seguridad en referencia al conjunto de elementos des-
tinados a preservar y promover el Proyecto Nacional de México como Estado.

Como Política de Estado se debe considerar la responsabilidad que entraña el ejercicio del uso 
legítimo de la fuerza, que exige una sólida base doctrinaria sustentada en un robusto marco 
jurídico. Esta tarea requiere un cuerpo de especialistas con la participación de expertos milita-
res, estudiosos del derecho, la política pública, teoría del Estado, relaciones internacionales y 
seguridad nacional, entre otras disciplinas.

A los objetivos de defensa de la integridad, la independencia y la soberanía nacionales, res-
ponsabilidad de las Fuerzas Armadas, se suman garantizar la seguridad interior y auxiliar a la 
población civil en caso de desastres. Todos y cada uno de estos temas demandan una revisión 
de su significado e implicaciones para las instituciones responsables de su atención.

La Política de Defensa debe derivar de un plan de seguridad integral (nacional, interior y públi-
ca), que señale de manera clara e inequívoca cuál debe ser la misión de las Fuerzas Armadas en 
tiempos de paz y en caso de conflicto armado y su empleo como auxiliares en asuntos ajenos 
a su misión constitucional.

Debemos considerar una transición que permita de manera realista el control civil sobre el 
militar tratándose de Política de Defensa. La Política Militar debe subordinarse a la Política de 
Defensa que debe diseñarse y evaluarse con el apoyo de expertos militares y académicos.

Es necesario crear una estructura conjunta de actuación de las Fuerzas Amadas en forma de 
Estado Mayor Conjunto o Mando Conjunto de las Fuerzas Militares, que tenga, entre otras fun-
ciones, la preparación y coordinación permanente de capacidades de defensa.

En el corto plazo el Ejército o la Marina no pueden abandonar funciones de seguridad pública 
sin que las autoridades civiles respectivas en los tres niveles de gobierno, como en diversos 
sectores del propio gobierno federal, desarrollen capacidades suficientes en seguridad.

Esto implica un proceso de transición bien planeado a efecto de retirar paulatinamente las fun-
ciones de policía y seguridad pública de la estructura militar y retirarlos de funciones de control 
administrativo civil (aduanas, aeropuertos, construcción de infraestructura, etc.).

En este proceso se debe considerar un plan de modernización de las fuerzas armadas en ma-
teria de infraestructura y equipamiento que corresponda a las necesidades de sus misiones y a 
las capacidades del país.

Se requiere una cultura militar que permita entender su esencia como parte del Estado nacio-
nal, que va mucho más allá de su coadyuvancia en la seguridad pública. Además del riesgo de 
militarizar al país, existe el riesgo de desmilitarizar (convertir en policías) a las Fuerzas Arma-
das. Este proceso implica una profunda actualización de la legislación militar y la transforma-
ción del sistema de educación militar.

PREVENCIÓN SOCIAL DE LA VIOLENCIA Y LA DELINCUENCIA

Los altos niveles de violencia e inseguridad que enfrenta nuestro país demandan la construc-
ción de estrategias de carácter integral, que no consistan solo en acciones punitivas o reactivas. 
Resulta indispensable atender los factores de riesgo y de protección vinculados a la violencia y 
la delincuencia mediante la articulación de esfuerzos de los tres órdenes de gobierno, los tres 
poderes de la unión y los diversos actores sociales.

Ello permitiría implementar estrategias de prevención primaria, secundaria y terciaria, que 
consideren los distintos ámbitos de prevención (familiar, escolar y comunitario), los diversos 
tipos de prevención (social, comunitaria, situacional, psicosocial), y que sean desplegados en 
los territorios con mayor presencia de factores de riesgo y en las poblaciones en situación de 
mayor vulnerabilidad.

Resulta fundamental definir, desde la federación, una instancia responsable de la creación 
oportuna de la política pública y de la coordinación y acompañamiento técnico a los estados 
y municipios, así como trabajar con las dependencias federales con acciones en la materia, y 
con múltiples actores sociales para alinear los esfuerzos y potenciar los resultados. Para ello 
se puede retomar el modelo del Programa Nacional para la Prevención Social de la Violencia y 
la Delincuencia (2014) que desarrolló una política pública en la materia, pero que perdió conti-
nuidad con el cambio de administración.

También resulta fundamental recuperar e incrementar los recursos destinados a la prevención 
en estados y municipios, y dotar de los recursos necesarios a la institución responsable de la 
conducción de la política pública nacional desde la federación.

Es necesario alinear los esfuerzos de las diversas dependencias federales y locales que tienen 
acciones en la materia. La asignación de los recursos debe ser multianual para asegurar la con-
tinuidad de los procesos y que no frenen cada fin de año.

La prevención social de la violencia y la delincuencia requiere construirse desde y para lo lo-
cal. En este sentido, se vuelve indispensable contar con instancias estatales y municipales con 
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capacidades y competencias suficientes para diagnosticar, diseñar, implementar y evaluar sus 
programas de prevención.

Es fundamental trabajar en un esquema de corresponsabilidad en el que la seguridad, si bien 
debe ser garantizada por el Estado, debe ser coproducida por todos los actores sociales. Un 
punto crucial dentro de la estrategia a implementar, es lograr la efectiva incorporación del 
enfoque de género de manera transversal en todas las acciones de prevención.

La falta de evaluación de las estrategias de prevención es otro aspecto pendiente por atender. 
Menos de la mitad de las entidades federativas llevan a cabo procesos de evaluación.

PROCURACIÓN DE JUSTICIA

Impunidad y corrupción son dos características que presentan las fiscalías de nuestro país. De 
cada 100 denuncias solo 10 son investigadas y turnadas al Poder Judicial, y de estas solo una o 
dos alcanzan la sentencia correspondiente.

Al cierre de 2020 se reportaron 3,720 Agencias del Ministerio Público de las Procuradurías o 
Fiscalías Generales de Justicia. Sin embargo, en México no se denuncia el 94 % de los delitos 
que se cometen y menos de 1 % son resueltos. De acuerdo con el índice global de impunidad de 
México, el país tiene una cantidad de jueces cuatro veces menor (4.36) que el promedio mun-
dial (17.83) por cada 100 mil habitantes.

Tratándose de corrupción, los escenarios son muy diversos: integración deficiente de carpetas 
de investigación; mandamientos de no ejercicio de la acción penal; definición de prioridades de 
investigación; cumplimiento omiso de órdenes de aprehensión; y escasos controles de calidad 
y supervisión en campo.

Es necesario trabajar en el fortalecimiento de ministerios públicos y agentes de investigación 
mediante el incremento del personal y ampliar las plazas con el propósito de equilibrar cargas 
de trabajo entre el personal disponible en todos los órganos del Poder Judicial: Suprema Corte 
y salas respectivas, Tribunal Electoral, Plenos Regionales, Tribunales Colegiados de Circuito y de 
Apelación, Juzgados de Distrito y Consejo de la Judicatura.

Resulta imperativo retomar el modelo de un organismo nacional, adscrito a la Fiscalía General 
de la República, responsable de atender narcotráfico y crimen organizado en todas sus moda-
lidades, apoyado en un Centro Nacional de Información e Inteligencia y de convenios interna-
cionales de colaboración en estas materias.

Se debe proporcionar equipamiento integral en todas sus modalidades a las instancias de pro-
curación y administración de justicia incluyendo criminalística, medicina forense y tecnología 
de punta, procurar el acercamiento territorial de agencias del ministerio público y fortalecer 
las vinculadas a delitos de alto impacto. Es necesario aplicar pruebas periódicas de control de 
confianza en todas sus modalidades a ministerios públicos y personal de investigación.

Se deben revisar y mejorar los criterios y procedimientos de comunicación social y de atención 
a víctimas del delito y suscribir convenios de colaboración con instituciones educativas, con 
énfasis en la investigación y en la protección de derechos humanos.

Es necesario revisar y en su caso modificar los criterios vinculados con presunción de inocencia; 
prisión preventiva (justificada y oficiosa); juicios de amparo; recursos de anticonstitucionalidad; 
autonomía y coordinación entre poderes; cobertura territorial institucional; grupos vulnerables 
y derechos humanos; control de calidad (revisión de sentencias); control de confianza y depu-
ración de personal; servicio civil de carrera; estándares de administración de justicia; marco le-
gal de presupuestación financiera; crimen organizado y delitos de alto impacto; comunicación 
social y atención a víctimas; debido proceso.

SISTEMA PENITENCIARIO

No podremos alcanzar los niveles de seguridad que requerimos mientras nuestras cárceles 
subsistan como espacios dominados por un régimen de excepción que niega los derechos y 
la condición humana a las personas privadas de la libertad. Una tercera parte de los centros 
penitenciarios cuenta con una población que excede su capacidad y vive en instalaciones con 
múltiples deficiencias; la salud de quienes ingresan y permanecen cierto tiempo en prisión sue-
le verse rápidamente deteriorada.

La corrupción por parte del personal carcelario y la participación de grupos criminales que de-
tentan el poder de facto al interior de los centros penitenciarios son males mayores. Resulta 
imprescindible recuperar el control y la gobernabilidad de las prisiones que se hallan en poder 
de grupos delictivos.

Entre las políticas que podrían contribuir a recuperar la legalidad en las prisiones se debe con-
siderar una revisión a fondo de los códigos penales con el fin de asegurar un uso racional y 
proporcional de las penas, tomando en cuenta un adecuado balance entre los costos sociales 
y los beneficios.

Se debe reducir el uso de la prisión preventiva solo a aquellos casos en que la gravedad de la 
falta lo amerita, mejorar la infraestructura y evitar el hacinamiento, asegurando que en cada 
dormitorio solo habite el número de personas para las que fue diseñado.

Resulta imperativo asegurar el abasto de agua y alimentos suficientes y de buena calidad y 
diseñar medidas de fiscalización que permitan un control efectivo de actos de corrupción y 
extorsión.

Se deben tomar todas las medidas necesarias para impedir actos de tortura, humillación y ma-
los tratos, y prohibir el régimen basado en la segregación o aislamiento de los internos.

Se deben mejorar sustantivamente los servicios de salud que prestan las prisiones y asegurar 
el abasto de medicamentos, así como promover el desarrollo de actividades laborales, educa-
tivas, deportivas, de capacitación y de salud para las y los internos.

Resulta imperativo dignificar y mejorar la calidad de vida tanto de las personas privadas de 
libertad como del personal penitenciario, así como promover la cultura del buen trato y el de-
sarrollo de actividades laborales, educativas, deportivas, de capacitación y de salud para las y 
los internos.
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Es necesario asegurar el cumplimiento de derechos para los niños y niñas que vivan con sus 
madres en prisión, así como facilitar la visita familiar y conyugal, y proporcionar un trato digno 
a quienes acudan a visitar a las personas privadas de la libertad.

Se deben mejorar el trato, la capacitación y las condiciones de trabajo del personal penitencia-
rio y establecer en los centros penitenciarios un sistema de rendición de cuentas y evaluación de 
resultados para medir el desempeño de acuerdo con indicadores de cumplimiento de objetivos.

Es necesaria la creación de observatorios ciudadanos de los centros penitenciarios e involucrar 
a las comunidades en la defensa de las condiciones y la calidad de vida de las personas privadas 
de la libertad.

COOPERACIÓN INTERNACIONAL

La internacionalización de la criminalidad y la diversificación de los delitos presentan nuevos 
retos a la política de seguridad mexicana. El secuestro, el tráfico de drogas sintéticas, de armas, 
precursores químicos, el lavado de dinero y su transporte en efectivo, los delitos cibernéticos 
y el tráfico de seres humanos, son delitos que solo pueden perseguirse de manera efectiva en 
coordinación con las agencias especializadas de otros países.

Los cárteles mexicanos están asociados hoy en día con grupos criminales transnacionales de 
América Latina, Europa, Rusia, África e incluso con los de varios países asiáticos y de Oceanía. 
Se estima que los cárteles de Sinaloa y el de Jalisco Nueva Generación operan en cerca de 100 
países, lo que ha traído nefastas consecuencias para México y exige la urgente atención del 
Estado mexicano.

Para recuperar la imagen de México en el exterior, hoy considerado como uno de los países más 
violentos, no son eficientes ni suficientes las campañas publicitarias. Solamente el control de 
la violencia y la devolución de la seguridad a los ciudadanos y visitantes podrá revertir la per-
cepción negativa.

La aparición del fentanilo ha incidido de manera especialmente negativa en la relación con 
Estados Unidos, al grado de constituir hoy el mayor irritante en la relación bilateral. Esto hace 
un necesario y drástico viraje en la relación de cooperación con las agencias de ese país. Sin el 
trabajo coordinado con Estados Unidos resultará prácticamente imposible revertir la presencia 
de las organizaciones criminales en México y sus operaciones en el extranjero.

La cooperación internacional entre agencias de seguridad y en el marco de los organismos 
internacionales especializados es la herramienta de mayor utilidad para el combate a la de-
lincuencia transnacional. Sin embargo, para que esta sea posible y eficiente, es menester re-
construir los niveles de confianza entre instituciones, que se han deteriorado notablemente en 
los últimos años. La confianza entre agencias e instituciones se construye de abajo hacia arriba, 
con el trabajo cotidiano. Debemos considerara un acuerdo con América del Norte en materia 
de seguridad.

La ausencia de una estrategia de cooperación internacional en los temas de seguridad y pro-
curación de justicia, que debiera estar cargo del Gabinete de Seguridad Nacional, ha tenido un 

costo altísimo en términos de pérdida de oportunidades para la reducción de la criminalidad en 
México. Resulta imperativo definir una estrategia con objetivos y prioridades claras, así como 
definir a los interlocutores con las agencias de Estados Unidos y de otras partes del mundo con-
siderando que a excepción de los temas de defensa, el resto de las agendas las manejan mejor 
instancias al mando de civiles.

Delitos como el tráfico de armas, tráfico de migrantes, delitos económicos y cibernéticos y el 
tráfico de estupefacientes, requieren de grupos especializado para diseñar estrategias particu-
lares y coordinar las acciones con el exterior.

Los delitos con mayor presencia en nuestras fronteras requieren para su combate de la coad-
yuvancia de actores estatales y municipales ubicados en nuestras fronteras a través de meca-
nismos ad hoc creados para estos propósitos y utilizando los Mecanismos de Enlace Fronterizo 
creados hace más de tres décadas.

Es importante considerar que, en el combate de los delitos transnacionales, México cuenta con 
un gran número de especialistas en la academia y en los sectores privado y social dispuestos a 
aportar a esta causa.
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CORRUPCIÓN  
E IMPUNIDAD

LÍNEAS DE ACCIÓN PRIORITARIAS

1. Restaurar el Estado de Derecho mediante el combate a la corrupción y a la impunidad 
constituyen las máximas prioridades del nuevo gobierno.

2. Debe implementarse y legislarse una Política General de Transparencia y Datos 
Abiertos aplicable a todas las dependencias, abierta a toda la población.

3. Es indispensable establecer un Programa de Protección de Denunciantes y Testigos de 
Actos de Corrupción.

4. Resulta imperativo blindar y fortalecer los sistemas de compras gubernamentales 
privilegiando los trámites digitales y las licitaciones por concurso. Las asignaciones 
directas deben ser solo por excepción y con clara justificación.

5. Debe fortalecerse el sistema para la detección e inhabilitación de empresas fantasmas.

6. Debe acotarse la facultad y fortalecerse el mecanismo de aprobación y supervisión del 
uso de las adecuaciones presupuestarias por parte del Ejecutivo.

7. Debe instaurase un padrón único nacional de beneficiarios de los diferentes programas 
sociales, administrado por una instancia distinta a quien maneja los recursos.

8. Deben establecerse y darse a conocer reglas claras de responsabilidades y 
procedimientos para empresas proveedoras del gobierno.

9. Debe fortalecerse la autonomía, capacidades y recursos de la Fiscalía Superior de la 
Federación para el debido cumplimento de sus funciones.

10. Deben destinarse los recursos necesarios al sistema de procuración de justicia para 
reducir los riesgos de corrupción en los tres órdenes de gobierno.

11. Se debe dotar a todos los sistemas anticorrupción del personal, los recursos, la 
protección y la autonomía necesarios para el debido cumplimiento de sus tareas.

12. Es necesario rediseñar y fortalecer el sistema de fiscalización de recursos destinados a 
fines políticos y campañas electorales.

13. Debemos promover los beneficios de la cultura de la legalidad en todos los sistemas 
educativos y de formación.
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CORRUPCIÓN

El actual gobierno llegó al poder con el discurso de que la corrupción era el mal mayor de este 
país y que habría que terminar con ella. Sin embargo, actualmente todos los indicadores na-
cionales e internacionales, así como los resultados de las evaluaciones e investigaciones de la 
sociedad civil, el periodismo de investigación y la academia, dan testimonio de un deterioro 
importante en las capacidades del Estado para hacerle frente a este fenómeno.

La evidencia muestra que la corrupción, la delincuencia y la violencia están vinculadas con la 
impunidad; esto es, la evidencia de que la comisión de un delito no tendrá consecuencias y, si 
las llega a tener, no serán importantes. Ello ha llevado progresivamente a que en México la 
actividad delictiva permee la mayor parte de los ámbitos de la vida nacional. Es claro que, en 
materia de combate a la impunidad, en todos los ámbitos y en todos los niveles, muy poco se 
ha hecho.

El rezago y la falta de consistencia en los procesos de sanción a las conductas tipificadas como 
faltas administrativas graves y delitos de corrupción, son alarmantemente frecuentes. Lo an-
terior a pesar de las reformas administrativas y penales promulgadas para prevenir, detectar y 
sancionar la corrupción.

El modelo anticorrupción actual, basado en un enfoque voluntarista, ha dejado de lado la cons-
trucción y mejora de capacidades burocráticas, institucionales y legales, lo que ha mermado la 
capacidad de la acción pública para ser efectiva e imparcial.

La corrupción existe de manera preocupante en buena parte del quehacer gubernamental en 
los tres niveles de gobierno, pero el problema no se acota a las áreas de gobierno, aqueja igual-
mente a los sectores privados y social, lo que exige un enfoque integral en su tratamiento.

La transparencia y la rendición de cuentas que constituyen los dos principales “antídotos” con-
tra la corrupción, se han manejado con altos niveles de opacidad por parte del actual gobierno, 
lo que abre las puertas a la impunidad y a la corrupción.

De especial preocupación resultan los proyectos manejados por las Fuerzas Armadas que, no 
obstante estar alejados del ámbito militar (infraestructura y administración de carácter civil), 
se han clasificado como asuntos de seguridad nacional.

En las instancias de procuración y administración de justicia encontramos también preocupan-
tes niveles de corrupción. Mismo caso de las policías a lo largo y ancho el país. El problema se 
hace extensivo al sistema penitenciario.

Cambiar esta situación solo será posible con firme voluntad política y con una estrategia de lar-
go plazo que contemple acciones transversales en los tres niveles de gobierno y en los ámbitos 
público, privado y social.

TRANSPARENCIA Y DATOS ABIERTOS

El derecho de acceso a la información, la transparencia y la rendición de cuentas, se encuen-
tran amenazados por recortes presupuestales e inoperancia de las instancias responsables por 
razones políticas debido a la proliferación de reservas de información por decreto. En México 
es cada vez más difícil obtener información confiable y oportuna sobre la realidad del país, así 
como sobre lo que hace el gobierno.

La política de acceso a la información es una obligación que los servidores públicos deben aten-
der por ley. La información pública debe estar disponible en tres tipos de plataformas: los por-
tales de transparencia de las dependencias, el sitio datos.gob.mx y la Plataforma Nacional de 
Transparencia (PNT).

Esta información debe ser accesible, integral, gratuita, no discriminatoria, oportuna, perma-
nente, primaria, legible por máquinas y en formato abierto. Estos estándares los deberá verifi-
car el INAI, que deberá estar dotado del personal y los recursos necesarios, en todo momento, 
para el debido cumplimiento de sus funciones.

En las políticas de datos abiertos de los últimos dos gobiernos, la responsabilidad administrati-
va ha recaído en solo dos posiciones: los enlaces institucionales y los administradores de datos 
abiertos. Sin embargo, dadas las exigencias de responsabilidades y capacidades, sería deseable 
que esta labor recaiga en las Unidades de Transparencia. Por ello se debe incentivar la actua-
lización de las leyes orgánicas de cada dependencia para que estas oficinas tengan mayores 
responsabilidades, facultades y capacidades.

Igualmente, se debe impulsar y formalizar el uso de los datos y formatos abiertos en fuentes 
clave de información pública que son susceptibles de ser utilizadas por el gobierno y por la ciu-
dadanía, para prevenir e identificar la corrupción.

TRÁMITES GUBERNAMENTALES

Los trámites presenciales son una de las principales ventanas de la corrupción. La corrupción 
puede iniciar del lado del funcionario público o del lado del ciudadano. De acuerdo con la EN-
CRIGE 2020, el 72 % de los actos de corrupción en oficinas de gobierno se producen para agili-
zar trámites.

Es necesario incrementar la digitalización de los trámites en los gobiernos de todos los niveles, 
tanto para las empresas como para la ciudadanía, particularmente en los temas referentes a 
permisos y licencias, registros catastrales, pago en tesorerías y en los registros públicos de la 
propiedad.

La digitalización permitirá agilizar y simplificar los procesos de resolución y limitar la interac-
ción innecesaria con intermediarios. Esto permitirá cerrar espacios donde se requieran pagos 
en efectivo, modernizando y disminuyendo la incidencia de actos de corrupción en este rubro.
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El desarrollo de plataformas y del software que permita la digitalización de los trámites debe 
de ser centralizado y adaptarse tanto a entidades federativas como a los municipios, de manera 
que estén homologados los trámites a lo largo y ancho de la República mexicana.

PROTECCIÓN DE DENUNCIANTES

En México no hay actualmente una política pública ni estrategia de denuncias de corrupción 
que sea útil para la investigación y que incluya la protección de personas denunciantes de co-
rrupción.

De julio de 2019 a febrero de 2023 la plataforma de denuncia Ciudadanos Alertadores Internos 
y Externos de la Corrupción recibió 6,966 alertas; han procedido 892 (12 %). No hay informa-
ción pública sobre los resultados.

El sistema de denuncia de corrupción y protección de denunciantes debe incluir la creación de 
una oficina de informantes que promueva y fomente la protección de confidencialidad de las 
denuncias, confidencialidad de quien informa, así como la posibilidad de que las denuncias 
sean anónimas.

Es necesario crear una legislación específica que contenga la prohibición de divulgar la informa-
ción reservada o confidencial; que contemple medidas de protección a la Secretaría Ejecutiva 
del Sistema Nacional Anticorrupción y que considere tres tipos de medidas de protección: bá-
sicas, cautelares y adicionales.

Resulta indispensable establecer un Programa de Protección de Denunciantes y Testigos de Ac-
tos de Corrupción que deberá prever, entre otros, la necesidad presupuestal, el plan de trabajo, 
la sistematización de la información, la rendición de cuentas y el informe anual al Congreso.

La legislación deberá también contemplar los recursos de revisión ante la solicitud de medidas 
de protección; las recompensas e incentivos para los denunciantes y testigos de actos de co-
rrupción; los mecanismos de responsabilidad para quien incumpla las medidas de protección; 
los procedimientos de cooperación internacional para la ejecución de determinadas medidas 
de protección así como programas de difusión entre las entidades y dependencias para que 
la ciudadanía conozca los mecanismos a su disposición para involucrarse en el combate a la 
corrupción.

El sistema deberá contemplar garantías absolutas de confidencialidad permanente de la per-
sona denunciante, así como evitar cualquier posible represalia.

CONTRATACIONES PÚBLICAS

Tan solo en 2022 las contrataciones públicas gubernamentales implicaron 455 millones de pe-
sos diariamente. Debido a que los procesos de compra implican miles de transacciones entre 
gobiernos y proveedores o contratistas, el seguimiento del uso de recursos públicos y la traza-
bilidad de los procesos se convierte en una tarea muy compleja. Esto permite que, entre tantas 
transacciones, la opacidad se convierta en una constante, que la información tenga obstáculos 

para la transparencia y que aumente la posibilidad de corrupción y malas prácticas con el uso 
de recursos públicos para la compra de bienes y servicios para la ciudadanía.

Actualmente hay una escasa interoperabilidad de la plataforma de CompraNet, que es en don-
de se registran la mayor parte de los contratos del gobierno. En los últimos dos años se ha 
documentado el empobrecimiento de la información presentada en CompraNet, así como la 
reiterada incidencia de fallas operativas de la plataforma.

La mayor propensión a la corrupción se ha encontrado en el sector de infraestructura y obra 
pública y en el sector salud. El sector salud es el que más contratos realiza anualmente y el que 
más utiliza las adjudicaciones directas como mecanismo para contratar.

Resulta imperativo publicar la información de los contratos del gobierno en formato de datos 
abiertos, bajo los estándares nacionales e internacionales, de acuerdo con el Estándar de Datos 
para las Contrataciones Abiertas (EDCA).

Igualmente es necesario poner fin al uso de archivos en papel y a los trámites presenciales en 
las contrataciones, tanto de obras públicas e infraestructura como en las adquisiciones, arren-
damientos y servicios del sector público.

Se debe transitar a un sistema de contrataciones públicas con transparencia en las distintas 
etapas, que incluya la digitalización de todos los procesos de contrataciones gubernamentales 
y que elimine las prácticas de posible colusión y corrupción en contrataciones presenciales.

En las contrataciones de infraestructura y obra pública es necesario modificar la regulación 
actual, en que la subcontratación o el arrendamiento no se encuentran estipulados en la ley.

En el sector salud, la planeación es un factor fundamental para disminuir el abuso en las con-
trataciones a través de adjudicaciones directas. Por ello es necesario un sistema centralizado 
de seguimiento trimestral al interior de cada una de las instituciones del gobierno que permita 
comparar y sancionar las faltas e incumplimientos a las planeaciones anuales de las contrata-
ciones públicas.

EMPRESAS FANTASMA

Las empresas con operaciones inexistentes, mejor conocidas como empresas fantasmas, son 
empresas que legalmente están constituidas, pero que simulan operaciones a pesar de no con-
tar con capacidades técnicas o de infraestructura para cumplir con la provisión de los bienes y 
servicios que ofrecen. En México son uno de los principales modus operandi en el esquema de 
desvío de recursos y simulación de operaciones para el enriquecimiento ilícito.

Si bien el Servicio de Administración Tributaria (SAT) presenta un listado de las empresas que 
se encuentran presuntamente en esta situación, así como aquellas definitivamente declaradas 
con operaciones inexistentes, las contrataciones con estas empresas se siguen haciendo por 
miles de millones de pesos cada año.

La determinación de empresas con operaciones inexistentes, desde que se asumen como pre-
suntas hasta que se determina de manera definitiva su irregularidad, toma meses, incluso años 
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de investigación. Este proceso se debe de agilizar e incluir un sistema de investigación y sancio-
nes ampliadas.

Las sanciones no solamente deben aplicarse a las empresas fantasma que simularon operacio-
nes, sino también a las notarías o notarios que incurran en el registro y notariado de empresas 
que no cuentan con operaciones.

Es necesario crear herramientas digitales para que todas las dependencias puedan verificar con 
facilidad y rapidez si una empresa ha sido sancionada o señalada por tener operaciones inexis-
tentes o por no haber cumplido con sus compromisos.

DISCRECIONALIDAD EN EL GASTO PÚBLICO

De acuerdo con la legislación actual, a lo largo del año el ejercicio del presupuesto puede mo-
dificarse de manera unilateral sin un proceso de discusión o negociación, lo que puede llevar a 
que el gasto final del gobierno tenga una distribución muy diferente a la aprobada originalmen-
te. Esto es una burla al poder legislativo.

Por un lado, el gobierno acaba gastando más de lo que originalmente tenía contemplado y, por 
otro, no todos gastan lo que tenían presupuestado y existen múltiples subejercicios y reduccio-
nes que dan lugar a distribuciones de gasto muy diferentes a las aprobadas en el Presupuesto 
de Egresos de la Federación (PEF).

Esto se debe a que la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria (LFPRH) consi-
dera “adecuaciones presupuestarias”, cuya reglamentación permite la modificación del presu-
puesto sin la participación de la Cámara de Diputados y a través de criterios ambiguos y poco 
claros.

La Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública podrá emitir opinión sobre dichas adecuaciones. 
Sin embargo, la facultad de la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública de reaccionar ante 
estos reportes se señala como posibilidad, no como obligación. Lo más preocupante de esta 
disposición legal es que en ese caso lo único que podría hacer la Comisión sería externar una 
opinión. A la fecha la Comisión nunca ha emitido una opinión respecto de las adecuaciones 
presupuestarias.

Frente a esta situación resulta imprescindible realizar modificaciones a los artículos relativos a 
las adecuaciones presupuestarias (artículo 58) para limitarlas, transparentarlas y disminuir la 
discrecionalidad de la SHCP en la toma de decisiones.

Se debe establecer la obligación de la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública a pronunciarse 
sobre las modificaciones para transitar hacia un modelo en el que las modificaciones al presu-
puesto, al menos las más significativas por sus montos, requieran de la discusión y aprobación 
legislativa.

PROGRAMAS SOCIALES

La nueva administración ha redoblado la apuesta al tener una multiplicidad de programas so-
ciales basados en una perspectiva de entrega directa de recursos económicos a los beneficiarios. 
Sin embargo, ninguno de estos programas ha operado con la transparencia que se presume. 
En las páginas creadas para cada uno de los programas, se ofrecen estadísticas y datos que no 
son verificables, pues solo incluyen características generales de la población beneficiaria. No 
se sabe cómo se elige a los beneficiarios, quiénes son y cómo se distribuye el gasto. Con esta 
información, limitada e incompleta, se dificulta determinar si los programas tienen un impacto 
real en reducir la pobreza intergeneracional o si solo se utilizan de manera clientelar.

La política social debe contar con un padrón único nacional, un registro de beneficiarios que se 
actualice con registros administrativos consolidados y permita la toma de decisiones con in-
formación actualizada, verificable y obligatoria para todas las dependencias. Es necesario con-
solidar todos los registros de las intervenciones sociales de los diferentes órdenes de gobierno 
en un solo padrón que, además de transparentar toda la información relevante del programa 
social, permita diseñar intervenciones integrales y garantizar el uso imparcial y transparente 
de los recursos.

Este padrón debe ser responsabilidad de una oficina independiente de la operación de los pro-
gramas sociales y del ejercicio de los recursos, y debe ofrecer información sobre cobertura, 
padrones, ejercicio presupuestal, resultados operativos y demás indicadores de gestión y re-
sultados de los programas sociales. Esta información debe publicarse como base de datos en 
formato abierto, de tal manera que pueda ser procesada y analizada.

INTEGRIDAD CORPORATIVA EN LAS EMPRESAS 
CONTRATISTAS DEL GOBIERNO

La corrupción afecta e involucra directamente al sector empresarial e implica grandes costos y 
pérdidas. De acuerdo con distintas estimaciones, alrededor de 40 % de las pequeñas y media-
nas empresas son víctimas rutinarias de la corrupción. La ausencia de controles anticorrupción 
permite que en México la relación entre gobierno y empresas esté rodeada de ilegalidades.

En relación a las empresas —como en el caso de los ciudadanos— la corrupción es un impuesto 
regresivo. Así como afecta más a la población de menores ingresos, afecta más a las pequeñas 
y medianas empresas.

Para disminuir la corrupción entre entidades públicas y empresas se debe reducir el contacto 
entre ambas instancias mediante una simplificación administrativa que resulte en una reduc-
ción sustantiva de trámites y que sea ampliamente conocida por todas las empresas. Es ne-
cesario que las empresas que interactúan con el gobierno tengan todos los elementos para 
conformar una política de integridad corporativa.

Es También necesaria una actitud proactiva para que dichas políticas de integridad empresarial 
sean parte de las prácticas de las empresas que se relacionan con el gobierno. Esto debe hacer-
se de manera preventiva.
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Desde el gobierno deben establecerse mecanismos para que las empresas contratistas, en una 
primera instancia, posean los elementos mínimos indispensables de una política de integridad 
que deberán ser evaluados periódicamente para identificar áreas de mejora, tal como actual-
mente lo hacen las 500 empresas más importantes del país a través de la herramienta de Inte-
gridad Corporativa 500.

FISCALIZACIÓN

La instancia encargada de la fiscalización superior cuenta con atribuciones para la realización 
de sus labores, sin embargo, actualmente el procedimiento de fiscalización, se enmarca en un 
contexto político-administrativo que debilita su autonomía.

En los casos en los que se detecte la posible comisión de hechos irregulares con implicaciones 
resarcitorias, administrativas y/o penales, en virtud de la debilidad en su autonomía, la mayo-
ría de las veces las consecuencias de estos hallazgos en la revisión de las cuentas públicas no 
tienen repercusiones para quien comete actos indebidos. Ello implica, a su vez, una pérdida de 
la efectividad del organismo encargado de la fiscalización superior y de su credibilidad.

La experiencia internacional reconoce que la mayor autonomía de los órganos encargados de la 
fiscalización superior contribuye a mejorar la gestión de recursos públicos y merma los espacios 
de corrupción en los órganos de gobierno.

Resulta imperativo fortalecer, a nivel constitucional, la autonomía del órgano de fiscalización 
superior, elevar a rango de ley algunos aspectos organizacionales y establecer bases mínimas y 
generales de su gestión interna que favorezcan la acción independiente de los auditores y que 
obligue a establecer procedimientos específicos para que la interacción entre las áreas audito-
ras y jurídicas sea más efectiva.

El órgano de fiscalización superior debe contar con una verdadera protección legal que asegure 
el ejercicio de sus funciones y resultados. Esto sin afectar la obligación de rendir cuentas al Po-
der Legislativo, pero no sujeto a su voluntad. Se requerirían diversas reformas constitucionales 
y a varios ordenamientos legales para hacer las adecuaciones necesarias.

PROCURACIÓN DE JUSTICIA

La impunidad, entendida como la ausencia de responsabilidades o consecuencias cuando se co-
mete un delito, es uno de los mayores retos. Ningún gobierno de México ha logrado disminuir 
la impunidad. Esta administración no es la excepción.

Los datos revelan que la impunidad es prácticamente la misma que en sexenios anteriores e in-
cluso superior. De acuerdo con la ENVIPE 2022, realizada por el INEGI, no ha disminuido la cifra 
negra de delitos, que no son denunciados ni perseguidos por la autoridad. Solamente 10.1 % de 
los delitos que se cometieron fueron denunciados. Es decir, 89.9 % de los delitos simplemente 
no se reportaron a las autoridades.

La principal razón por la que la ciudadanía no denuncia los delitos es porque lo considera una 
pérdida de tiempo, pues no confía en la autoridad. De los pocos delitos que se denunciaron, 
solo en 7 de cada 10 casos se abrió una carpeta de investigación; en 50 % de estos casos no 
pasó absolutamente nada y en 27 %, el caso sigue en trámite. Es decir, 95 de cada 100 delitos 
en México quedan en absoluta impunidad. Esta cifra se ha mantenido casi igual por los últimos 
diez años.

La principal responsabilidad de este problema recae en la autoridad encargada de las investi-
gaciones y la persecución de los delincuentes a saber, la Fiscalía General de la República y las 
Fiscalías Generales Estatales.

El Proyecto de Presupuesto de Egresos de 2023 muestra que abatir la impunidad no es una prio-
ridad para el país. Los recursos asignados a este ámbito se mantienen prácticamente iguales 
que en años anteriores, con un incremento marginal de solo 0.4 % con respecto a 2022.

El programa presupuestal para investigar y perseguir los delitos del orden federal, que debería 
ser la máxima prioridad en una estrategia de combate a la corrupción y la impunidad, creció 
solo 0.4 %, equivalente a lo que gasta la Guardia Nacional y el Ejército en solo 23 días. Ni uno 
solo de los casos de corrupción gubernamental del sexenio pasado o el actual ha quedado re-
suelto en su totalidad.

Es necesario fortalecer el financiamiento y la creación de capacidades dentro de la Fiscalía Ge-
neral de la República, con un especial énfasis en los programas presupuestarios dedicados a la 
investigación y persecución de delitos.

En el mismo sentido, la Fiscalía Especializada en materia de Combate a la Corrupción debe 
tener un papel central en la resolución de los grandes casos de corrupción que se encuentran 
rezagados o que no han sido siquiera investigados, por lo que es necesario volver a empoderar 
esta institución.

En un sentido equivalente es necesario revisar la conformación y facultades del Sistema Na-
cional Anticorrupción que nunca ha logrado tener el papel central que debería, pues se creó 
como el espacio en el cual deberían converger los esfuerzos del gobierno y de la sociedad civil 
organizada. El Sistema necesita no solo mayores recursos sino mayores facultades como sería 
la definición de la política contra la corrupción.

Resulta imprescindible mejorar las capacidades de investigación bajo un marco de derechos 
que, sin favorecer mayor impunidad, garanticen el debido proceso y la presunción de inocencia.

Se debe optimizar la coordinación entre las instancias encargadas de detectar e investigar fal-
tas y delitos de corrupción.

Es necesario renovar los mecanismos de intercambio de información para desmantelar las 
grandes redes de corrupción que se reconfiguran y prevalecen.
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También es necesario elaborar un diagnóstico nacional sobre las causas de la impunidad que 
incluya la cifra negra de las fiscalías, y que permita concentrar esfuerzos por delitos, regiones 
y/o estados con enfoque de género e interseccionalidad.

FISCALIZACIÓN DE RECURSOS DE CAMPAÑAS Y ELECCIONES

Los vacíos en la normatividad que regula el financiamiento de gastos electorales y de campa-
ñas han permitido que las transacciones en efectivo, el gasto y financiamiento ilegal e incluso 
el uso de recursos públicos continúen siendo uno de los mayores desafíos para la democracia 
mexicana, así como uno de los puntos principales de inicio y fin de las redes de corrupción e 
impunidad.

De acuerdo con estimaciones de especialistas, las campañas electorales gastan alrededor de 25 
pesos de manera ilegal por cada peso que reportan a las autoridades.

Es necesario realizar una revisión a profundidad de la normatividad sobre financiamiento de 
campañas y topes de gastos, pues en la actualidad no existen criterios homologados para su 
definición.

Se requiere reformular los mecanismos de fiscalización de gastos para que esta función no 
solo se active en los periodos electorales y no dependa exclusivamente del Instituto Nacional 
Electoral, sino que integre de manera obligatoria al resto de instituciones públicas relevantes 
en el tema como la Unidad de Inteligencia Financiera, la Auditoría Superior de la Federación y 
la Fiscalía General de la República.

Debe modificarse la normatividad para prohibir de manera absoluta a los partidos las opera-
ciones en efectivo y así incrementar la trazabilidad de los recursos. Por otro lado, debe modifi-
carse la normatividad sobre las cuentas bancarias de tipo 1 y tipo 2, que son los instrumentos 
principales usados para la dispersión de recursos con fines electorales y cuyas características 
dificultan el seguimiento de los recursos.

SISTEMA NACIONAL Y SISTEMAS ESTATALES 
ANTICORRUPCIÓN

Las premisas que dieron vida al Sistema Nacional y a los Sistemas Estatales Anticorrupción 
siguen estando vigentes. A ocho años de su creación no se han cumplido las tareas asignadas 
pese a la vigencia de la ley que regula la coordinación entre las dependencias que lo conforman. 
Por el contrario, existen omisiones, intentos de captura política, reducciones presupuestarias 
y contrarreformas que bajo el pretexto de mejorar el diseño en realidad buscan su extinción.

Resulta impostergable dotar al sistema nacional anticorrupción del personal, los recursos, la 
protección y la autonomía necesarios para el debido cumplimiento de sus tareas.

Es necesario implementar la política nacional anticorrupción y sus equivalentes en todas las 
entidades federativas, reconociendo buenas prácticas y fomentando el fortalecimiento insti-
tucional.

Resulta imprescindible hacer cumplir estándares de transparencia y rendición de cuentas de las 
propias instituciones que conforman los sistemas anticorrupción de acuerdo con los lineamien-
tos y criterios establecidos para estos propósitos.

Necesitamos una política nacional de datos abiertos que dote de facultades al INAI y que per-
mita estandarizar requerimientos y prácticas.

Los estándares y protocolos anticorrupción deben aplicar por igual a los estamentos civiles y 
militares de las áreas de seguridad y de los sistemas de procuración y administración de justicia.

Debemos avanzar en la creación de un servicio civil federal que garantice el ejercicio competen-
te y probo de la función pública.
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AGRICULTURA, GANADERÍA  
Y PESCA

SECTOR AGROALIMENTARIO, PESQUERO Y ACUÍCOLA

Para el análisis de la situación actual y el futuro del sector agroalimentario mexicano parti-
mos de tres aspectos centrales:

1. La importancia y el potencial productivo que tiene a lo largo y ancho del país.

2. La ausencia de una política pública que otorgue una seguridad jurídica y normativa, 
reglas claras y Estado de Derecho que sirvan de incentivo a la inversión, como sucede 
en Estados Unidos, Canadá, Brasil, Chile, la Unión Europea que cuentan con políticas 
públicas que privilegian la producción doméstica de alimentos, otorgan certidumbre 
a los productores sin importar su tamaño, cuentan con una visión de mediano y largo 
plazo, presupuestos multianuales, y otorgan incentivos para elevar la productividad 
y la eficiencia en los procesos productivos mediante la innovación tecnológica y la 
sustentabilidad.

3. La demanda de alimentos es y seguirá siendo creciente. Atender este reto se convierte 
en una gran oportunidad para que, en lugar de ver al sector como un problema, se 
vea como uno de los componentes importantes para el desarrollo económico, la 
generación de empleos, el combate a la pobreza y, lo más importante, la posibilidad 
de garantizar el abasto suficiente de alimentos sanos, inocuos y accesibles para toda 
la población.

Las actuales políticas gubernamentales están propiciando una mayor dependencia alimen-
taria del exterior, contrario al objetivo establecido por la presente administración de lograr 
la autosuficiencia. Se han desmantelado instituciones como la Financiera Nacional de De-
sarrollo y los fideicomisos para promover proyectos productivos; se desaparecieron los pro-
gramas enfocados a elevar la productividad, a modernizar el campo, a dar certidumbre a los 
productores mediante esquemas de administración de riesgos, entre otros. Adicionalmente, 
convirtieron los programas existentes en meras transferencias directas a los productores 
con fines más clientelares que asistenciales.

De ahí la urgente necesidad de un cambio de modelo, que atienda las necesidades reales de 
las y los productores. Que contenga incentivos y programas enfocados a elevar la producti-
vidad del campo y el mar mexicanos, que sean incluyentes, que atiendan las diferentes nece-
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sidades mediante acciones diferenciadas sin importar si son productores pequeños, medianos 
o grandes.

Todas las acciones y medidas que se desarrollen para revitalizar el sector deben partir de un 
enfoque de sustentabilidad, que permita atender las necesidades actuales de alimentación de 
la población, sin comprometer a las futuras generaciones.

En esta parte del plan se presentan las principales demandas y necesidades de quienes se dedi-
can a la producción de alimentos, así como propuestas concretas a tomar en cuenta para lograr 
un campo más productivo, competitivo, incluyente, responsable y sustentable.

LA IMPORTANCIA DEL SECTOR EN MÉXICO

• El sector agroalimentario representa el 9.4 % del PIB nacional.
• En las actividades agroalimentarias se ubica el 13.6 % de la población ocupada.
• Somos el undécimo productor de alimentos a nivel mundial y estamos situados entre los 

primeros cinco países en una amplia gama de productos.
• Contamos con gran diversidad de climas, lo que nos permiten producir una amplia 

variedad de productos alimenticios.
• Nuestras exportaciones agroalimentarias, crecientes, ya rebasan los 50 mil millones de 

dólares, y contamos con un superávit importante en la balanza comercial agroalimentaria 
a partir del 2015.

• Somos el séptimo exportador mundial de alimentos. Las exportaciones agroalimentarias 
representan el 8.7 % del total nacional.

• Somos el principal proveedor de alimentos de EUA. Aportamos más del 22 % del total de 
sus importaciones en este sector.

LOS GRANDES RETOS MUNDIALES

• El cambio climático es una realidad que tiene impactos importantes para la agricultura, 
la pesca y la acuacultura a nivel mundial. De acuerdo con el Censo Agropecuario 2022 
realizado en México, los factores climáticos representan el segundo mayor problema de 
la producción agropecuaria, según lo reportan el 64.5 % de las unidades de producción.

• La limitación de suelo y agua, está obligando a aumentar la producción y la productividad, 
de manera sustentable.

DIAGNÓSTICO NACIONAL

• Las actuales políticas gubernamentales están propiciando una mayor dependencia 
alimentaria, contraria al objetivo establecido por la presente administración de lograr la 
autosuficiencia alimentaria.

• Los programas y recursos que opera la Secretaría de Agricultura están más destinados al 
desarrollo social que al fomento productivo y a mejorar la productividad.

• Aumento en la renta de las tierras ante las bajas rentabilidades en las actividades 
tradicionales, o bien, falta de capital para su explotación.

• Falta de organización con vocación de fomento productivo y orientación al mercado, 
particularmente en los pequeños productores.

• Eliminación de los programas y presupuestos orientados al apoyo a proyectos productivos, 
y freno al desarrollo en infraestructura como empaques e invernaderos, etc., así como en 
maquinaria y equipo.

• Alta dependencia de tecnologías “sucias”, ante la falta de apoyos para incentivar el uso 
de energías limpias.

• Pérdida de identidad de los productos mexicanos por falta de promoción a las 
exportaciones y de campañas para aumentar el consumo interno.

• Insuficientes apoyos destinados a población objetivo, como mujeres indígenas, 
discapacitados y jóvenes, o bien, otorgamiento de apoyos no productivos (transferencias 
a beneficiarios).

• En años recientes se ha registrado un proceso de “desmantelamiento” de la red de sanidad 
del orden del 35 %, resultado de la reducción de recursos presupuestales.

• Desaparición de capacitación (asistencia técnica), extensionismo y apoyo a organizaciones 
de productores.

• Eliminación de múltiples programas de apoyo al campo en la presente administración, 
entre ellos, programas de fomento para la productividad y la competitividad, de 
financiamiento y seguro.

• En la presenta administración se registran recursos significativos destinados al campo que 
no se han ejercido, así como la creación de nuevos programas como el Crédito Ganadero 
a la Palabra, que posteriormente fueron eliminados.

• Dentro de los programas de fomento productivo eliminados en años recientes se destacan: 
Apoyo a Pequeños Productores; Apoyos a la Comercialización; Fomento a la Agricultura; 
Fomento Ganadero; Fomento a la Pesca y Acuacultura; Crédito Ganadero a la Palabra; 
Atención a Siniestros Agropecuarios; Concurrencia con las Entidades Federativas; y el 
Programa de Productividad y Competitividad Agroalimentaria.

• Eliminación de apoyos para la compra de Coberturas de Precios (existente dentro del 
Programa de Apoyos a la Comercialización), que favorecía el desarrollo de la Agricultura 
por Contrato. Esto ha propiciado problemas para el desplazamiento de las cosechas 
nacionales, al no haber un árbitro que ponga orden y sea mediador entre productores y 
compradores de granos.

• Falta de acceso a financiamiento, que se ha recrudecido ante el cierre de la FND, única 
instancia que existía de primer piso para la atención al campo; además de que muchos 
productores, particularmente los pequeños, no son sujetos de crédito, o bien, este solo 
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se consigue a través de intermediarios a tasas elevadas; así mismo, la desaparición de 
apoyos a capital semilla, incluyendo para cajas de ahorro.

• Eliminación de recursos fiscales (garantías) de la banca de desarrollo en apoyo al 
financiamiento y a la cobertura de seguro agropecuario (prima de seguro).

• Inexistencia de programas que generen valor agregado a los productos del campo y una 
mayor vinculación con el mercado.

• Insuficiencia de recursos, personal, e investigación en instituciones públicas,
• como el INIFAP, y desvinculación con los sectores productivos.
• Falta de coordinación interinstitucional en los recursos destinados al campo, que genera 

traslapes y vacíos en la implementación de programas y proyectos en apoyo de los 
productores.

• Ausencia de una política sectorial con visión de mediano y largo plazo que trascienda los 
cambios sexenales de la administración pública federal.

• Apoyos destinados mayoritariamente a pequeños productores y de autoconsumo.
• Prácticas desleales en las importaciones que ocasionan saturación del mercado nacional 

y caída en los precios pagados al productor.
• Serios problemas de inseguridad en el sector agroalimentario, reflejado en robo de 

mercancías, de los equipos de transporte, cobro de derecho de piso, secuestros, etc., que 
traen como consecuencia el encarecimiento de los productos al consumidor final.

• Rezago en la expedición de permisos para la importación de productos agroquímicos de 
nueva generación (de vanguardia) para la protección de cultivos.

• Envejecimiento de los productores en el campo: de acuerdo con el Censo Agropecuario 
2022, el 29.3 % de los productores tiene 65 años o más; si a esto sumamos el rango de 45 
a 64 años, el porcentaje se eleva al 72.8 %.

• El nivel promedio de escolaridad en los productores es muy bajo: de acuerdo con el Censo 
Agropecuario 2022 el 50.4 % solamente tiene primaria, si a esto sumamos los que tienen 
hasta secundaria el porcentaje se eleva al 72 %.

• Bajo grado de mecanización reportado en el Censo Agropecuario 2022: de un total 
de 4.444 millones de unidades de producción agropecuaria activas, solamente 0.445 
millones cuentan con tractor propio, lo que equivale al 10 %. Las regiones del sur-sureste 
son las que registran menor grado de mecanización.

• La mayoría de las unidades de producción no tienen acceso a crédito y seguro: de acuerdo 
con el Censo Agropecuario 2022, solamente el 6 % de las unidades de producción 
agropecuarias activas tienen acceso al crédito; en el caso del seguro, este porcentaje se 
reduce al 1.75 %.

TEMA DEL AGUA

• Falta de mantenimiento de la infraestructura hidroagrícola (presas, canales primarios y 
secundarios de distribución, etc.).

• Falta de claridad en los lineamientos para permisos de pozos.
• Reducción de los apoyos para los módulos de riego, que afectan la implementación de 

acciones para el uso eficiente del agua a nivel parcelario y que limitan la modernización 
hidroagrícola.

• Persistencia de gran número de equipos de bombeo obsoletos y con un uso ineficiente de 
energéticos.

• Iniciativas de ajustes a la Ley de Aguas Nacionales con impactos negativos en el sector, 
que aun cuando no han prosperado, siguen en riesgo.

SUBSECTOR AGRÍCOLA

• Una cifra importante acumulada, a partir del 2018, es la superficie de cultivo no sembrada, 
estimada en alrededor de 6 millones de hectáreas.

• Se cobra derecho de piso para poder sembrar, cosechar y para la exportación, lo que 
desalienta la actividad.

• Se registra un incremento en el alza de precios de los insumos que impacta en la 
rentabilidad de los productores: de acuerdo con el Censo Agropecuario 2022, los altos 
costos de insumos y servicios representan el principal problema para las unidades de 
producción agropecuaria, reportado por el 82 % del total.

• Exceso de intermediarios, tanto para los productos destinados al mercado nacional 
como de exportación, lo que impacta principalmente a los pequeños productores y se ve 
reflejado en bajos precios pagados al productor.

• Falta de esquemas de agricultura por contrato que generen certidumbre al productor 
sobre el desplazamiento de su cosecha.

• Ausencia de esquemas de compras consolidadas que permitan que el productor adquiera 
los insumos en condiciones más competitivas.

• Baja productividad en la producción de granos básicos.
• Producción de granos en temporal, en regiones con bajas precipitaciones, en los que hay 

siniestros recurrentes.
• Establecimiento de bases para el transporte de granos de manera incierta y poco clara, y 

en ocasiones irreal, al no cubrir los costos de los fletes, ni de internación y aduanas. Esto 
afecta a los agricultores para los cuales esta referencia no es suficiente para cubrir los 
costos de transporte.

• Definición de precios de garantía de manera ni oportuna ni realista, de acuerdo con las 
condiciones del mercado.
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• Dificultades para el registro de los productores a los programas de apoyo con 
requerimientos excesivos (documentos y requisitos), que en muchos casos los dejan sin 
acceso.

• Los esquemas de apoyo que limitan las toneladas a ser apoyadas por cada hectárea, 
acaban representando una amenaza y un castigo para la productividad.

• Prevalece la pulverización de las unidades de producción, que no permite generar 
economías de escala para la adquisición de insumos a precios más competitivos y para el 
desplazamiento de su producción en mejores condiciones. Los resultados de los Censos 
Agropecuarios 2007 y 2022 corroboran este fenómeno: de 7.7 hectáreas promedio por 
unidad productiva en 2007 se redujo a 5.9 hectáreas en 2022; el 71.8 % del total de 
unidades son de cinco hectáreas o menos y tienden a estar más concentradas hacia el 
centro-sur del país.

• Escasez de mano de obra en el sector agropecuario, particularmente en las actividades 
hortofrutícolas, aun cuando han venido mejorando los sueldos.

SUBSECTOR PECUARIO

• Debilitamiento del programa de aretado con afectaciones a la trazabilidad en la 
ganadería.

• Debilitamiento de las instituciones para preservar la salud animal.
• Ausencia de incentivos para la integración a las cadenas productivas.
• Falta de infraestructura para valor agregado de la producción primaria.
• Incipiente capacitación y adopción de nuevas tecnologías.
• Problema de inseguridad reflejado en el robo de ganado.

SUBSECTOR PESQUERO Y ACUÍCOLA

• Desarrollo de este sector muy por debajo de su potencial, y en el caso de la acuacultura, 
por debajo del promedio a nivel mundial.

• Retroceso institucional y programático en los recursos destinados al sector, lo que 
amenaza seriamente el futuro de estas actividades.

• Consumo aparente de pescado en México bajo en relación al promedio mundial (13.5 
versus 20.3 kg per cápita).

• Balanza comercial deficitaria a partir del 2016.
• Sobreexplotación de pesquerías.
• Acidificación de mares y presencia de zonas muertas.
• Insuficiente gobernanza en la pesca de arrastre y las artes de pesca.

• Percepción de la banca privada y de desarrollo de que son actividades de muy alto riesgo, 
que van más allá del riesgo real de estas actividades.

• Los instrumentos financieros y de administración de riesgo (ej. seguros, reaseguros, 
garantías y fianzas) con los que se ha pretendido apoyar a este sector no son afines 
para su sana bancarización, ya que se aplican esquemas e instrumentos de crédito y 
aseguramiento diseñados para el sector agropecuario, sin considerar las particularidades 
de este sector.

PROPUESTAS GENERALES

• Reconocer a la producción de alimentos como un tema estratégico y de seguridad 
nacional.

• Distinguir al sector agroalimentario como un activo, destinando recursos para su 
crecimiento que favorezcan la generación de empleos, ingresos, divisas y bienestar social.

• Los programas y recursos destinados a la Secretaría de Agricultura deben tener un 
enfoque de fomento productivo y mejoras en la productividad, más que de orientación 
social.

• Interlocución amplia y respetuosa de las organizaciones productivas con el gobierno para 
la generación de políticas públicas adecuadas a las necesidades del sector agroalimentario.

• Impulsar incentivos de tecnologías “limpias”, para la instalación de celdas fotovoltaicas 
y bombas solares, biodigestores y sistemas de captación de agua, vía crédito, apoyos o 
esquemas mixtos.

• Impulsar el desarrollo de proyectos para el tratamiento y reutilización de residuos, 
desperdicios y/o subproductos en el sector agroalimentario, pesquero y acuícola.

• Impulsar incentivos fiscales, apoyos y créditos para el desarrollo y/o modernización 
de infraestructura y equipamiento productivo, de proceso y de comercialización 
(centros de acopio, almacenamiento, redes de frío, etc.), que favorezca el incremento 
de la productividad y el valor agregado y que cumpla con la normatividad requerida. 
En particular, se propone orientar estos mecanismos hacia empresas tractoras, 
condicionando el apoyo a la formalización de la compra a productores, apoyada en 
agricultura por contrato.

• Rescatar el programa de promoción a las exportaciones agroalimentarias y para impulsar 
el incremento en el consumo interno.

• Etiquetar en el anexo 12 del PEC partidas presupuestales para población objetivo, como 
mujeres indígenas, discapacitados y jóvenes, en apoyos productivos.

• Mayor enfoque del INCA Rural en la capacitación de productores para el mejoramiento 
de métodos de cultivo y adopción de nuevas tecnologías.

• Resarcir el programa de apoyo a las organizaciones de productores con compromisos 
puntuales del uso de estos recursos y su seguimiento.
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• Otorgar mayor impulso a la sustentabilidad dentro del sector agroalimentario, pesquero 
y acuícola, considerando que el aumento en la producción y productividad debe realizarse 
obligadamente de manera sustentable.

• Fortalecer el financiamiento con tasas accesibles al productor, criterios diferenciados 
por segmentos de productores y atención por diferentes dependencias: agricultura de 
autoconsumo, productores sin garantía y crédito a la palabra con BANSEFI; pequeños 
y medianos productores con y sin garantías de la agricultura comercial, con empresas 
parafinancieras y banca comercial, FIRA con fondeo y garantía FEGA; y la agricultura de 
los grandes productores por la banca comercial y/o por dicha banca con garantía FEGA 
de FIRA.

• El financiamiento debe ser acompañado de capacitación, asistencia técnica y transferencia 
de tecnología, cuando el perfil de los productores lo requiera.

• Generar políticas que impulsen un enfoque de redes de valor, un mayor valor agregado a 
los productos del sector agroalimentario, pesquero y acuícola, que facilite el transporte, 
conservación y consumo, que coadyuve a la vinculación con los mercados y favorezca la 
integración de los eslabones de las cadenas productivas.

• Fortalecimiento de los recursos orientados a ciencia y tecnología, y diseño de políticas 
que favorezcan la mayor vinculación de las instituciones públicas con el sector productivo 
y la generación de alianzas público-privadas en apoyo a la investigación.

• Impulsar una mayor coordinación interinstitucional, así como gremial, académica y 
empresarial, para hacer más eficiente el uso de los recursos públicos destinados al sector 
agroalimentario, pesquero y acuícola.

• Dar continuidad a la política agropecuaria con planes y programas transexenales que den 
certidumbre y garanticen los resultados esperados.

• Otorgar apoyos a todos los productores, independientemente de su escala de producción, 
estableciendo políticas y apoyos diferenciados, que atiendan las necesidades particulares 
de cada uno de ellos; y que los apoyos no estén limitados a cierto tonelaje de producción 
por hectárea.

• Manejo de los programas públicos y de los recursos destinados al sector agropecuario con 
transparencia y medición de resultados.

• Prohibir la importación de terceros países con los cuales no tenemos tratados comerciales, 
para evitar la saturación del mercado interno y la caída de precios para los productores 
nacionales y, en general, evitar prácticas desleales en las importaciones.

• Administración y/o programación de las importaciones, para evitar la saturación del 
mercado cuando se están recibiendo las cosechas nacionales, para evitar la consecuente 
caída de los precios pagados al productor.

• Impulsar una mayor organización económica de los pequeños productores que les facilite 
la adquisición de insumos y el desplazamiento de sus cosechas en mejores condiciones; 
potencializar la creación de sociedades mercantiles, permitiendo la capitalización y 

atracción de inversiones; favorecer la integración de superficies agrícolas para optimizar 
el uso de insumos y mejorar los rendimientos.

• Fomentar e inducir alianzas estratégicas y desarrollo de proveedores entre la fase primaria, 
industrial y la de comercio, en apoyo particularmente a los pequeños productores.

• Reforzar el programa de sanidad e inocuidad agroalimentaria, para evitar y/o reducir la 
incidencia de plagas y enfermedades para mantener un buen estatus en esta materia a 
nivel internacional.

• Hay que reconocer que el sector agroalimentario puede coadyuvar en la reducción de 
la pobreza en las áreas rurales del país. No obstante, se requiere generar alternativas 
adicionales de empleo en estas regiones.

• En atención al reto de hacer un uso más eficiente de los recursos naturales, se propone 
que se impulse un programa que dé seguimiento al uso adecuado de fertilizantes, con 
base en las necesidades particulares de nutrientes en los suelos.

• Desarrollo y/o modernización de infraestructura pública en las áreas rurales del país; 
portuaria, carretera, ferroviaria, etc.

• Reforzar la seguridad en el país en forma tal que permita reducir o eliminar los hechos 
delictivos que encarecen los productos por el pago de derecho de piso.

• Definir un conjunto de productos básicos de importancia estratégica para la alimentación 
de la población y establecer porcentajes máximos de dependencia como meta para 
fortalecer la seguridad alimentaria en México; entre estos, los granos básicos, los lácteos 
y los cárnicos.

• Realizar un trámite más expedito en COFEPRIS para el otorgamiento de permisos para 
la importación de nuevos agroquímicos para la protección de cultivos y que cualquier 
decisión se base en ciencia, más que en ideología.

• Resarcir los recortes de recursos presupuestales que se han realizado en años recientes 
en el SIAP, para asegurar la disponibilidad de información de manera oportuna, confiable 
y suficiente, que facilite la toma de decisiones a los productores.

• Impulsar programas de capacitación y desarrollo de habilidades para los trabajadores del 
sector agroalimentario, pesquero y acuícola.

• Reforzar los mecanismos que favorezcan el cumplimiento de los estándares y regulaciones 
dentro de las actividades agroalimentarias, pesqueras y acuícolas para facilitar los 
procesos de certificación; apoyo para el impulso de iniciativas ambientales, sociales y de 
gobernanza (ESG).

• Generar incentivos que promuevan el relevo generacional en el campo.
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PROPUESTAS EN EL TEMA DEL AGUA

• Fortalecer los recursos para el desarrollo, mantenimiento y modernización de la 
infraestructura hidroagrícola (ej. presas, canales, equipos de bombeo, etc.), así como 
destinar apoyos para proyectos de tratamiento de aguas residuales y de desalinización. 
Explorar a fondo la economía de la desalinización.

• Puesta en marcha de un plan nacional de infraestructura hidro-agroalimentaria que pueda 
garantizar el abasto suficiente de agua para todos los usos, público urbano, industrial y 
agropecuario, con la participación público-privada en su inversión e implementación.

• Otorgar mayor claridad a todo lo relacionado con los permisos de pozos.
• Impulsar un programa de apoyos para la tecnificación del riego (ej. de aspersión, goteo, 

etc.), que permita hacer un uso más eficiente de este insumo vital.
• Reconocer al agua como un tema de seguridad nacional, con un programa de rescate de 

ríos y cuencas; un manejo seguro y estratégico de presas; la tecnificación de distritos de 
riego, todo ello mediante la coordinación entre las distintas dependencias especialistas 
en este tema y los usuarios del recurso, como son, la CONAGUA, el IMTA, universidades 
con carreras especializadas en la materia, la ANUR, y los Módulos de Riego.

PROPUESTAS SUBSECTOR AGRÍCOLA

• Impulsar compras consolidadas con la participación de grandes distribuidores y con 
garantía gubernamental.

• Apoyar con capital semilla a instituciones financieras, regulando las tasas de crédito 
ofrecidas al productor y reactivar el apoyo a capital semilla para la creación de fondos y 
cajas de ahorro.

• Ampliar el perfil de los productores sujetos de apoyo en cuanto a la superficie de cultivo.
• Replantear los potenciales productivos e impulsar un programa de reconversión 

productiva de acuerdo con nuestra orografía, aprovechamiento de suelo y agua, y 
posibilidades de generar mayor valor agregado. Con este programa se buscaría inducir 
el cambio a cultivos que generen un mejor ingreso para los agricultores, entre ellos se ha 
identificado el bambú, para el cual existen apoyos internacionales para su establecimiento 
al emitirse bonos verdes.

• Resarcir los apoyos para la adquisición de coberturas que cubran los riesgos ante la 
volatilidad del mercado (en precios y tipo de cambio) y que otorguen mayor certidumbre 
a la comercialización de las cosechas nacionales de granos.

• Impulsar un mecanismo de mercado que reconozca el mayor valor para el maíz blanco 
en relación con el amarillo, que no esté controlada por los grandes compradores y que el 
gobierno actúe como árbitro.

• Definir precios de garantía más realistas de acuerdo con los costos y con las condiciones 
de mercado.

• Establecer mecanismos que generen mayor claridad y certeza en la definición de las bases 
para los granos, de manera conjunta entre el sector privado y el gobierno.

• Simplificación de los requisitos y la documentación para acceder a los apoyos, así como 
mayor oportunidad en su entrega y/o pagos, que repercuta en mayores beneficios para 
los productores y en ahorros gubernamentales.

• Establecer una mayor regulación para los centros de acopio de granos y las parafinancieras.
• Impulsar mejores condiciones salariales, de seguridad social y en general de
• bienestar laboral que favorezca el arraigo de los trabajadores.
• Impulsar un proyecto para el otorgamiento de visas temporales de trabajo para 

ciudadanos de otras naciones para atenuar las escaseces temporales de mano de obra.

PROPUESTAS SUBSECTOR PECUARIO

• Reforzar el programa de aretado en ganado, que facilite la trazabilidad.
• Fortalecer el programa de vigilancia ante posibles brotes de influenza aviar.
• Impulsar una Ley de Bienestar Animal consensuada con los diferentes actores del sector 

productivo.
• Programas de fomento ganadero y de infraestructura de apoyo.

PROPUESTAS SUBSECTOR PESQUERO Y ACUÍCOLA

• Fortalecimiento de la gobernanza para el desarrollo sectorial, impulsando actividades 
productivas amigables con el medio ambiente y evitando la pesca ilegal no declarada y 
no registrada.

• Impulsar la capitalización y aseguramiento en la acuacultura y pesca para su 
fortalecimiento.

• Mayor promoción del consumo de productos acuícolas y pesqueros para su incremento, 
con la meta de alcanzar el promedio per cápita mundial de 20 kg. Para ello se propone 
adaptar los productos a las preferencias del consumidor y mejorar la disponibilidad a 
través de proyectos de valor agregado.

• Impulsar el ordenamiento, regulación y redimensionamiento del sector pesquero y 
acuícola (permisos, concesiones, cuotas de captura, zonas de refugio y vedas), con la 
adopción de nuevas tecnologías, como los sistemas satelitales, en coordinación con el 
INAPESCA.

• Coordinación interinstitucional de los procesos de inspección y vigilancia, con la 
participación de los pescadores y armadores.

• Monitoreo del 100 % de la flota pesquera a través del sistema de localización y monitoreo 
satelital, que contribuya al auxilio de las embarcaciones e incluir gradualmente a las 
unidades menores, hasta lograr el 100 %.
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• Modernizar las granjas acuícolas y la flota, para hacer más eficiente su operación y 
garantizar la seguridad de los pescadores.

• Rescatar y hacer operativa la infraestructura ociosa de producción acuícola y de proceso.
• Fomentar inversiones en la acuacultura comercial para impulsar la producción a escala 

industrial; así como fomentar esta actividad para moluscos bivalvos.
• Impulsar sistemas acuícolas que permitan el aprovechamiento y uso sustentable del agua 

dulce.
• Identificar e impulsar la producción de especies estratégicas para el desarrollo de la 

acuacultura: tilapia, bagre, trucha, pepino de mar, pargo, jurel, ostión y camarón.
• Generar proyectos de transformación de productos y subproductos pesqueros y acuícolas 

para facilitar el acceso a los consumidores.
• Promover el impulso de tecnologías en la industria farmacéutica con base en productos 

pesqueros, que le generen gran valor agregado.
• Impulsar la investigación en mejora genética, nutrición acuícola y eficiencia productiva.
• Estudiar las posibilidades acuícolas comerciales de especies nativas como pargo, cabrilla, 

botete, lenguado, abulón, callo de hacha y pulpo.
 > Impulsar los planes regionales de sanidad e inocuidad acuícola.
 > Conformar fondos para cubrir daños por fenómenos naturales.

• Apoyar la investigación en la búsqueda de alternativas para suplir los insumos limitantes 
(harina de pescado y energía fósil, principalmente).

• En el caso de la acuacultura:
 > Que los alimentos utilizados no sean dependientes de la pesca silvestre.
 > Elaborar y difundir paquetes tecnológicos para una acuacultura sostenible.
 > Realizar prácticas con estrictas medidas sanitarias.

• En materia de financiamiento, se deben considerar las particularidades propias de este 
sector y diseñar esquemas de garantías que, además de inducir el financiamiento, incluya 
colateralmente apoyos para la conformación de fondos para el aseguramiento y/o 
reaseguro, que minimicen o dispersen el riesgo financiero de los créditos concedidos por 
los intermediarios financieros. Se debe considerar, para casos prioritarios, un esquema 
que soporte el pago de intereses durante el período de maduración de los proyectos.

• Los créditos a este sector deben considerar lo siguiente:
 > La temporalidad de las pesquerías o cultivos, para programar sin riesgo, tanto las 

ministraciones, como las amortizaciones.
 > La diversificación de las garantías solicitadas al acreditado: prendas, concesiones, 

comodatos y fianzas o seguros que cubran los saldos de crédito, con el acreditante 
como beneficiario.

 > El rediseño del factoraje, cartas de crédito y la pignoración específicos, con la 
finalidad de garantizar los créditos concedidos para el avituallamiento, el capital 
de trabajo o la comercialización.

• Tecnificación en embarcaciones, para reducir costos de energía, ya que entre el 60 y el 70 
% de los costos de operación corresponden al combustible.

ANEXO
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1 Presentación Ejecutiva “Visión de Futuro”. CNA
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3 Plataforma para el Sector Agroalimentario de México. CNA

4 Situación actual del campo / propuestas. RENACES

5 Presentación y propuesta de colaboración para la 
integración del Proyecto de Nación en materia de 
acuicultura y pesca en México.

Grupo Asesor de 
Acuicultura y Pesca 
hacia 2024

6 Plan de Desarrollo Pesquero y Acuícola – Inducción a la 
Inversión Sostenible y Rentable. 

Grupo Asesor de 
Acuicultura y Pesca 
hacia 2024

7 “Construyendo un Futuro Azul”. CIDEEA

8 29 programas de apoyo al campo eliminados por AMLO. Lupa Legislativa

9 Censo Agropecuario 2022 – Resultados Oportunos. INEGI

10 Desarrollo Regional en el Noroeste de México. Sin referencia

11 Política agrícola para apoyar en la elaboración del  
Plan Nacional de Desarrollo Agropecuario.

Armando Carrillo, 
para Grupo de 
Análisis Sinaloa

12 El problema del maíz en 2023. Sin referencia

13 Resumen reuniones de trabajo de julio 2023. Sin referencia

14 Situación actual del campo mexicano Rossana Teruggi

15 Mensajes Clave del Sector Agropecuario CNA
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ECONOMÍA 
(INFRAESTRUCTURA,  
VIVIENDA, PYMES, 
COMPETENCIA Y TURISMO)

ECONOMÍA VIGOROSA, INCLUYENTE Y SUSTENTABLE

La economía mexicana ha mostrado claroscuros en los últimos decenios que caracterizan a 
un país emergente, con un desarrollo notable en ciertas actividades y regiones del país, pero 
que aún enfrenta problemas estructurales que le impiden despegar.

El crecimiento del PIB ha sido insuficiente, del 2.3 % anual en los últimos treinta años, que 
en términos per cápita implica menos del 1 % en promedio anual, mientras que entre 2018 y 
2024, el crecimiento del PIB per cápita será cercano a 0. Esto confirma el estancamiento de 
la economía e ilustra el gran obstáculo para alcanzar una mayor calidad de vida.

La disponibilidad de bienes a precios más económicos, facilitados por la apertura —que be-
nefició a los consumidores— no siempre significó más y mejores empleos, desarrollo regio-
nal más equilibrado y bienestar generalizado. Hubo regiones y grupos sociales que quedaron 
al margen del desarrollo, mientras otros grupos y territorios consiguieron disminuir la po-
breza y la precariedad.

La segmentación de la sociedad, de las regiones, de los mercados de toda índole, así como 
la estructura casi monopólica de muchos sectores del país, han limitado el aumento prome-
dio de la productividad y del bienestar. La acción pública ha sido insuficiente y poco eficaz 
para romper cuellos de botella y desigualdades crónicas de ingreso, de oportunidades y de 
prosperidad.

En los últimos decenios, y especialmente en el último quinquenio, la economía se ha aletar-
gado por razones tanto externas, como por lo errático y erróneo de la política pública. La 
inversión pública y privada ha sido insuficiente para impulsar el crecimiento económico y del 
empleo, de la productividad, y del bienestar de manera sostenible.

Además de la falta de inversión, que requiere de estímulos y de un ambiente propicio para 
que florezca, el crecimiento depende de un Estado de Derecho sólido, confiable y justo. Se 
requiere garantizar que las reglas sean las mismas para todos, que los cambios de gobierno 
no ponen en tela de duda el cumplimiento de los contratos, que hay seguridad física y pa-
trimonial, y un largo etcétera.
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Los retos que enfrenta México para los próximos años son muchos y muy variados, pero se pue-
den resumir en que se busca un desarrollo económico y social vigoroso para desterrar rezagos 
históricos de pobreza y marginación, con redes de protección que igualen oportunidades para 
todos los mexicanos, que sea sustentable en su cuidado del planeta, y que asegure que todos 
somos iguales ante la ley.

Las propuestas generales para enfrentar estos retos son las siguientes:

1. Formular la Nueva Agenda de Crecimiento y Desarrollo anclada en la productividad y la 
inclusión. Desarrollar la infraestructura necesaria para que México pueda desarrollarse 
con eficiencia y bienestar.

2. Incentivar el financiamiento, la productividad e innovación de pequeñas y medianas 
empresas (PyMEs) para crecer más rápidamente y con inclusión social.

3. Eliminar la precariedad salarial y la fragmentación social a fin de reducir las desigualdades.

4. Reorientar los recursos del sector público para que el papel del Estado tenga mayor 
incidencia en el bienestar de la población.

FORMULAR LA NUEVA AGENDA DE CRECIMIENTO Y 
DESARROLLO ANCLADA EN LA PRODUCTIVIDAD Y LA 
INCLUSIÓN

Algunos de los factores que afectan más gravemente el crecimiento económico de México han 
sido la baja productividad y los insuficientes niveles de inversión (maquinaria, tecnología e in-
versión en capital humano). La tasa de crecimiento anual del PIB per cápita ha sido menor al 1 
% anual entre 1990 y 2019, mientras que el crecimiento de la productividad fue negativo (-0.48 
% anual) en el mismo periodo.

No se han logrado los objetivos centrales de la estrategia de desarrollo a pesar de los cambios 
estructurales, en particular el TLCAN. La brecha de productividad e ingreso per cápita respecto 
de Canadá y Estados Unidos aumentó. Por otro lado, el ingreso laboral cayó. Más de la mitad de 
los trabajadores estuvo empleado informalmente. Para el país como un todo, la informalidad 
laboral se redujo en apenas tres puntos porcentuales en el curso de quince años (2005-2019): 
de seguir así, se requerirían 285 años para que todos los trabajadores tuvieran acceso a los de-
rechos laborales y de seguridad social establecidos en la Constitución y las leyes.

Dado que el crecimiento de la población de 15 años o más fue 1.7 veces mayor que el crecimien-
to de la población total (2006-2022), el requerimiento de creación de empleo por año será de 
cerca de 3.6 millones de plazas en el periodo 2020-2025.1 Al cierre de 2022, los trabajadores 
afiliados al IMSS e ISSSTE eran solo 24.5 millones de personas, en tanto que la población total 

1    Esta cifra se calcula con base en los supuestos de ocupación y empleo, dato que se extiende hasta 2030. https://
www.eluniversal.com.mx/opinion/anel-rodriguez-quinto-y-luis-foncerrada-pascal/situacion-laboral-en-mexi-
co-los-retos-actuales-y-venideros-parte-3-de-4/

ocupada alcanzó 59 millones. Alrededor de 59 % de la población ocupada es informal, es decir, 
no cuenta con seguridad social.

¿Cómo lograrlo?

• Acelerar el crecimiento del PIB relacionado con una elevada productividad (como 
resultado de una mayor competencia), que resultaría de un mayor mercado interno y 
más contenido nacional de nuestras exportaciones.

• Fomentar una mayor acumulación de capital y trabajo: aumentar la inversión pública para 
que detone la inversión privada a fin de llegar, ambos, a niveles del 30 % del PIB. Mejorar 
las habilidades y competencias de los trabajadores, como resultado de la expansión de la 
educación en sus diversas modalidades.

• Alcanzar niveles elevados de productividad mediante la asignación adecuada de 
recursos, y la creación de condiciones e incentivos para la modernización tecnológica y la 
innovación, centrando la atención en sectores de mayor valor agregado y uso intensivo 
de fuerza de trabajo

• Fortalecer los órganos reguladores de los mercados (Cofece, CRE, CNH, Cofetel, etc.) 
con respaldo decidido del Ejecutivo y del Congreso, para aumentar la competitividad y la 
eficiencia de los mercados.

• Reconstruir el Estado de Derecho para garantizar el cumplimiento de mercados y la 
procuración de justicia expedita.

• Eliminar el costo de la formalidad y la distinción entre “formal e informal”.
• Establecer redes de protección social universal para asegurar la inclusión y promover 

el crecimiento: seguridad social universal, incorporación de trabajadores y empresas 
informales a la formalidad (registro único de identidad), y programas para erradicar la 
pobreza.

• Fomentar el empleo pleno productivo y tratar de lograr un trabajo decente para todos 
tendría que ir de la mano de la Nueva Agenda de Crecimiento y Desarrollo basada en 
incentivar la productividad.

Propuestas específicas (sectoriales, regionales y de género)

• Impulsar la participación de las mujeres pues representan la reserva de talento más 
grande del país. Esto se logra con un sistema nacional de cuidados, más diversidad y 
fuentes de innovación, mayor competencia y una base fiscal fuerte.

• Retomar y diseñar programas de apoyo a la primera infancia en pobreza extrema (niños 
en edad escolar) en ámbitos como salud, educación y alimentación, a fin de eliminar el 
trabajo forzoso y las distintas formas de trabajo infantil.

• Coordinar e incentivar la participación del sector productivo en la formación de 
capital humano especializado, con programas de intercambio, prácticas profesionales 
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y oportunidades de trabajo de medio tiempo, y flexibilidad para acelerar el desarrollo 
profesional.

• Cumplir con la exigencia de ley en materia de gasto en ciencia y tecnología con un enfoque 
en la incursión de jóvenes en sectores asociados con la relocalización de las cadenas 
de valor: semiconductores, energías renovables y electromovilidad, agroindustria y 
farmacéutica.

• Proteger los derechos laborales y promover un entorno de trabajo seguro y protegido para 
todos los trabajadores, incluidos los trabajadores migrantes —en particular las mujeres 
migrantes— y las personas con discapacidad o empleos precarios.

Propuestas transversales

• Rediseñar los programas de combate a la pobreza bajo el criterio de que sean transitorios 
en tanto no se haya erradicado la pobreza misma.

• Entregar recursos monetarios y no monetarios a familias en situación de pobreza 
y pobreza extrema, bajo ciertos compromisos asociados al mejoramiento de sus 
capacidades humanas, y gestionados por la Secretaría de Hacienda para incorporar a toda 
la población a la formalidad.

• Redefinir el campo de la vivienda: construir esquemas de vivienda digna con sentido 
urbano. “La vivienda hace la ciudad”.

• Integrar los gradientes de civilidad: ciudades abiertas al conocimiento, la inclusión, la 
tolerancia y el talento.

• Incorporar el fenómeno de la modernidad (migración y transculturación).
• Financiamiento de empresas nacionales, dar créditos a pequeñas y mediana empresas, y 

consolidar las cadenas locales de producción.

DESARROLLAR LA INFRAESTRUCTURA NECESARIA PARA QUE 
MÉXICO PUEDA CRECER CON EFICIENCIA Y BIENESTAR

La inversión total en nuestro país, pública y privada, ha venido disminuyendo desde 2018. En 
2022, se registró una caída acumulada durante los últimos cinco años de 8 %. La contracción 
acumulada de la inversión pública ha sido más drástica, del 18.5 %. Al cierre de 2022, la inver-
sión total representó solamente 21.2 % del PIB, que contrasta con la cifra observada en otras 
economías de ingreso medio, de 33 %.

¿Cómo lograrlo?

• Eficientar el uso y destino del gasto público para impulsar la creación de infraestructura, 
con mayor apertura a la inversión privada, para ofrecer bienes y servicios públicos de 
calidad que promuevan el bienestar social y la competitividad de la economía.

• Profesionalizar la planeación y ejecución de proyectos de inversión en infraestructura, 
con una visión de largo plazo, a través de un organismo autónomo.

• Asegurar el acceso a energía asequible, confiable y de bajo contenido de carbono.
• Expandir la infraestructura logística, educativa, de salud y de seguridad.

Propuestas específicas (sectoriales, regionales y de género)

• Reducir las disparidades económicas del país.
• Duplicar la inversión del sector público por los próximos 10 años, utilizando todos los 

medios de financiamiento a su disposición.
• Atraer y promover la inversión privada: recuperar la capacidad del Estado mexicano de 

atraer inversiones nacionales y del extranjero, y permitir la participación de privados en 
áreas estratégicas de la economía y la sociedad a través de asociaciones público-privadas.

• Desarrollo de infraestructura de almacenamiento, licuefacción, transporte y distribución 
de gas natural, que permita el acceso de más industrias en algunas regiones del país, en 
particular el sur-sureste, así como la integración con mercados internacionales de gas 
natural y una mayor seguridad energética.

• Ejercer la totalidad del presupuesto y aumentar los recursos destinados a la 
modernización y expansión de las redes de transmisión y distribución eléctrica, que 
constituye el monopolio y el negocio más rentable de la CFE. Así mismo, reanudar y 
acelerar el otorgamiento de permisos de generación eléctrica privados.

• Crear un organismo encargado de evaluar proyectos sociales para elegir aquellos más 
rentables para la sociedad, aprovechando la experiencia de la Secretaría de Hacienda y 
Crédito Público y de agencias de desarrollo internacionales.

• Evaluar el impacto de los programas y proyectos económicos: alimentar el ciclo 
presupuestal, facultando al Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo 
Social (Coneval) para que tenga voz y voto sobre la permanencia o pertinencia de 
programas y proyectos de inversión.

• Construcción, modernización o expansión de aeropuertos que permitan incrementar el 
flujo de pasajeros y carga.

• Incrementar la capacidad de los puertos mexicanos con más terminales de contenedores, 
para darle más viabilidad al comercio de México con Asia y Norteamérica; mejorar las 
condiciones de los recintos portuarios y fiscales.

• Hacer más eficiente el transporte de mercancías y personas por tierra, mediante la 
rehabilitación y ampliación de carreteras, así como la construcción de otras nuevas que 
mejoren la conectividad de las regiones serranas en el noroeste y el sureste del país

• Impulsar el despliegue y modernización de ferrocarriles para el transporte de mercancías 
por la frontera norte, y de combustibles entre el golfo y el océano pacífico, pasando por 
el bajío, para reducir costos logísticos y de seguridad asociados a los combustibles.
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• Aprovechar la coyuntura internacional y acompañar a los gobiernos estatales y locales: 
captar inversiones, resultado de los diversos eventos geopolíticos y el envejecimiento de 
las poblaciones estadounidense y canadiense.

• Rescatar infraestructura estratégica: culminar obras públicas que probaron ser eficientes 
y rentables, y que por diversas razones se encuentran inconclusas o detenidas.

• Crear un canal directo entre la población y el presupuesto federal: centros de investigación, 
fundaciones, universidades y especialistas en evaluación de proyectos sociales, podrán 
hacer llegar propuestas —por cuenta propia o a solicitud ciudadana— que incrementen el 
bienestar y la productividad de las comunidades a las que brindan servicios o de las que 
forman parte.

• Reforzar la infraestructura en seguridad, educación, salud y justicia.

Propuestas transversales

• Incentivar y apoyar decididamente la creatividad de los jóvenes emprendedores.
• Escalar las capacidades de las empresas mediante la adopción de nuevas tecnologías para 

efectos de que el espacio físico no sea una limitante.
• Incrementar la productividad del sector servicios, impulsando y financiando el desarrollo 

de las habilidades que demanda el mercado laboral.
• Facilitar el uso de infraestructura y tecnologías que disminuyan el impacto en el medio 

ambiente y sean exhaustivos en el uso de energías limpias.
• Mejorar la conectividad cibernética en todo el país.
• Mejorar los esfuerzos de coordinación entre los distintos actores (universidades, 

tecnológicos, empresas y gobiernos) e incentivar y apoyar económicamente la 
participación del sector productivo en la formación de capital humano especializado, 
con programas de intercambio, prácticas profesionales y trabajo flexible para acelerar el 
desarrollo profesional.

VIVIENDA ADECUADA Y CRECIMIENTO URBANO INTEGRAL 
PARA UN MÉXICO MÁS COMPETITIVO

Situación actual de la vivienda y sus ciudades

La competitividad de un país se mide por la competitividad de sus ciudades y regiones. El reto 
actual de la política pública de vivienda y desarrollo urbano es ofertar viviendas adecuadas 
y construir ciudades competitivas. Las ciudades deben albergar comunidades y sus viviendas 
no solo deben tener un valor de uso sino también un valor patrimonial, así como apoyar a las 
necesidades de la población en su movilidad, nuevos requerimientos de trabajo, educación, 
esparcimiento, ahorro de energía y salud.

Como objetivos y metas del Programa de Gobierno del sector de vivienda y desarrollo urbano 
(2024-2030) se plantea:

1. Organizar el sector de vivienda con una coordinación pública y privada eficiente.

2. Duplicar el tamaño de mercado habitacional formal y el financiamiento de vivienda.

3. Utilizar al sector vivienda como herramienta de generación de economía, empleos y 
combate a la pobreza.

4. Construir ciudades competitivas, sustentables e inteligentes, utilizando la construcción 
de vivienda para mejorar la calidad urbana y su infraestructura.

Se estima que para atender la formación de hogares, así como impactar el rezago habitacional 
de vivienda nueva, deberíamos producir cada año alrededor de un millón de viviendas.

Las condiciones actuales y la oportunidad para generar mejores ciudades y viviendas, implican 
la ampliación de la cobertura, desarrollo de las cadenas de valor y expansión en el tamaño del 
mercado habitacional e hipotecario.

Esto implica un crecimiento de las cadenas de valor, eliminando cuellos de botella, mitigando el 
efecto de los inhibidores actuales y propuestas innovadoras de lado tanto de la OFERTA como 
de LA DEMANDA.

La tierra legalmente disponible y bien ubicada es el insumo más importante para la producción 
de vivienda. La conversión de suelo rural a urbano ha sido lenta y cargada de discrecionalidad 
que da paso a la corrupción. La falta de una adecuada planeación territorial a nivel municipal y 
estatal, es un inhibidor adicional al proceso.

Propuestas
• Incentivar a municipios para que desarrollen planes urbano-territoriales de largo plazo, 

generando reservas territoriales para que el desarrollo urbano sea ordenado.
• Desarrollar esquemas, como los FONDOS ESTATALES DE DESARROLLO URBANO 

(FONDEUR), donde se estructuren medidas para promover la participación en el 
desarrollo de vivienda y urbana, de los propietarios de predios intraurbanos (públicos y 
privados).

• Instrumentar un programa nacional de regularización del suelo y la vivienda, ya que existe 
mucha irregularidad en los títulos de propiedad de ambos.

La falta de infraestructura urbana, de comunicaciones, de movilidad y especialmente de elec-
tricidad y de agua, constituyen uno de los principales cuellos de botella para lograr una oferta 
suficiente y de calidad de suelo urbano.

Propuestas
• Desarrollar y ampliar los esquemas de fondeo municipal y estatal para invertir en 

infraestructura urbana, con fuente de repago definido.
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• Desarrollar esquemas para canalizar recursos a la regeneración urbana en polígonos 
o Fondos de Desarrollo Urbano definidos con la participación de los actores publicos y 
privados relevantes.

• Introducir de manera planeada, priorizada, en tiempo y forma la infraestructura a las 
zonas territoriales definidas en los planes de desarrollo y habitacionales de reservas de 
suelo y polígonos de actuación.

El impacto de los costos regulatorios del proceso de regularización de predios, obtención de 
autorizaciones, licencias y permisos es muy largo. De acuerdo a CANADEVI es un proceso que 
dura entre 18 y 36 meses con el consecuente impacto que incide entre el 3% y 6% del precio 
final de la vivienda. Los costos de transacción y de escrituración de la vivienda formal inciden 
entre un 3% y un 7% del precio y varía entre las entidades federativas.

Propuestas
• Generar un renovado marco conceptual y normativo para ciudades competitivas e 

inteligentes, considerando los multiples segmentos de mercado y los usos inmobiliarios. 
Esto permitirá facilitar la obtención de autorizaciones, permisos y licencias.

• Fomentar el uso de trámites digitales que promuevan la transparencia y acorten los 
tiempos de autorización.

• Instrumentar un programa para homologar y disminuir los costos regulatorios indirectos 
entre los municipios y entidades federativas del país.

En la coyuntura actual los precios de los materiales de construcción se han incrementado muy 
por encima de la inflación general, por lo que los precios de la vivienda nueva se han incremen-
tado. Esto ha dificultado la producción y comercialización de vivienda nueva. Hoy en día resulta 
practicamente imposible comercializar una vivienda en menos de $ 550 mil pesos.

Propuestas
• Producir vivienda semiterminada o progresiva para ser concluida por el comprador. La 

cultura de auto-mejora debe promoverse y lograr reducir el gasto de inicio al adquirir una 
casa.

• Producir casas que atiendan a un mayor numero de nichos con usos multiples y más 
flexibilidad.

• Construir vivienda con conceptos de cuidado del medio ambiente y ahorro de energía.
Para cumplir con el objetivo de financiar más de un millón de viviendas nuevas anuales y los 
mejoramientos para el periodo 2024-2040, se requiere triplicar el tamaño del sector hipoteca-
rio. Esto requiere que se eliminen los inhibidores en cada tramo, desarrollar nuevos esquemas 
de atención, ampliar el modelo de atención y operación de INFONAVIT; FOVISSSTE y SHF. La 
modernización del sector involucra a todos los actores.

Popuestas
• Reingeniería de la SHF como formador de mercado en toda la cadena de valor hipotecaria
• A partir de la experiencia de las bursatilizaciones pasadas, usar mecanismos similares 

para emisiones tanto en el país, como en el extranjero.
• Desarrollar instituciones de ahorro y préstamo dirigido para constituir SOFOMES, 

SOFOLES y Banca de Nicho (Hipotecarias).
• Involucrar a la banca privada en segmentos no atendidos. A través de incentivos y 

garantías, promover la participación de la banca en segmentos no atendidos.

Los desarrollos habitacionales deben estar regidos por una política urbana. Las ciudades deben 
contar con un plan rector.

Propuestas
• Subordinar los programas de vivienda a los planes de desarrollo urbano. Alinear políticas 

nacionales con políticas locales en materia de vivienda y desarrollo urbano.
• Promover una política urbana que sea de largo plazo, profesional, transexenal, con 

recursos; que incentive a los municipios; que sea público-privada; que densifique las 
ciudades; que identifique mejores prácticas.

• Promover la competitividad municipal en materia de vivienda.

El dia de hoy los esquemas de atención hipotecaria y de vivienda industrial estan enfocados a 
los segmentos de ingresos medios y altos y a las familias cuyos ingresos son formales, compro-
bables y con risegos moderados de incertidumbre laboral. Esto excluye a importantes segmen-
tos de la población que tienen ingresos estacionales, mixtos o con una mayor incertidumbre y 
percepción de riesgo.

La expansión del sector y el tamaño del mercado se triplicará para el año 2040. El potencial del 
sector se verá favorecido con una ampliación de atención segmentada, pero bajo una visión de 
todo el sistema integral.

La estrategia general para el sector consiste en incentivar la demanda en todos los segmentos, 
con propuestas y soluciones diferenciadas.

Los trabajadores con bajos ingresos no califican para una hipoteca que les permita acceder a 
viviendas de $ 550 mil pesos en adelante. Se hacen necesarios los subsidios en dinero al frente, 
o en tasa para complementar sus ingresos. El riesgo percibido en estos trabajadores por el pago 
del crédito requiere una solución.

Propuestas
• Promover a través de la SHF esquemas de renta con opción a compra, de garantía 

fiduciaria, planes de atención y cobranza flexibles y mejores esquemas de reciclamiento 
de viviendas usadas.
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• Instrumentar subsidios, con recursos fiscales federales, a compradores de bajos ingresos.
• Instrumentar programas de ahorro y credito dirigido.

Las diferentes etapas en la vida de las personas requieren diferentes esquemas ad hoc. Hace fal-
ta desarrollar productos que consideren la pensión de los trabajadores (hipoteca de retirados), 
que apoyen la movilidad (hipoteca trasportable, ahorro de subcuenta, derecho a múltiples cré-
ditos), y que permitan ahorrar para constituir enganches, entre otros.

Propuestas
• Modernizar y ampliar los modelos, productos y esquemas de atención del INFONAVIT, 

FOVISSSTE, SHF y la banca.
• Promover la creación de nuevas instituciones financieras (banca de nicho, microfinancieras 

y fintech) para mejorar la competencia en el sector financiero.
• Modernizar avalúos y trámites notariales con esquemas mas eficientes y explorar la 

digitalización.
• Generar una infraestructura nacional para apoyar el proceso de vivienda usada desde la 

construcción, compraventas, herencias, reconversiones, etcétera.
• Innovar nuevos productos para diferentes segmentos de la población.

El parque habitacional es de mas de 37 millones de viviendas en 2023. El parque habitacional re-
presenta en valor el equivalente a 1.8 veces el PIB. El ahorro de las familias está en sus viviendas 
y existe una enorme oportunidad para darle mas movilidad y permitir que fluya la transaccio-
nalidad y comercializacion de las viviendas usadas.

Los retos son dos: los elementos jurídicos y registrales y la promoción del financiamiento a la 
vivienda usada. La dinámica sobre la vivienda usada incide tanto en la oferta como en la dema-
da para el sector de vivienda e hipotecario.

Propuestas
• Desarrollar un programa nacional de regularización de títulos de propiedad.
• Modernización y automatización de registros públicos y catastros. Los trámites en estas 

instancias son inciertos, lentos y costosos.
• Promover productos hipotecarios para hipotecas de liquidez, remodelación, 

regularización, hipoteca transportable, entre otros.

Para el desarrollo del sector vivienda es importante considerar las interrelaciones sistémicas 
del sector de inmobiliario, vivienda e hipotecario.

Hay cinco pilares estratégicos para desarrollar y ampliar el sector en su amplio impacto social, 
económico y de bienestar:

1. Coordinación Público y Privada de largo plazo y contribuyendo al bienestar de las familias.

2. Planeación Urbana, Inmobiliaria, Vivienda e Hipotecaria de una manera intergral y con 
esquemas de solución segmentados.

3. Atender a los segmentos de menores ingresos con esquemas que permitan mitigar 
la pobreza, generar patrimonio y accesibilidad. El Modelo Ahorro, Subsidio, Crédito y 
Devolución es la columna vertebral del programa.

4. Desarrollar la movilidad social y económica ascendente para las familias mexicanas de 
TODOS los segmentos, facilitando los procesos en toda la cadena de valor.

5. Rediseño de la arquitectura del sistema hipotecario llevandola en un modelo evolutivo 
hacia su mayor potencial.

INCENTIVAR LA PRODUCTIVIDAD E INNOVACIÓN DE 
PEQUEÑAS Y MEDIANAS EMPRESAS (PYMES) PARA CRECER 
MÁS RÁPIDAMENTE Y CON INCLUSIÓN SOCIAL

En México, las pequeñas y medianas empresas (PyMEs) aportan el 54 % del PIB, empleando al 
67.9 % de la población económicamente activa. Uno de sus principales problemas en nuestro 
país es que 75 de cada 100 fracasan y cierran antes de sus dos años de vida. Hasta 2018, el 22 
% de las PyMEs enfrentó problemas de financiamiento o encontró problemas para mejorar su 
liquidez, y un 63 % no cumplen con la legislación laboral y aseguramiento social. Los datos de 
los censos económicos indican que en 1998 el 15 % de las empresas contaba con trabajadores 
asalariados ilegalmente, y en 2018 aumentó a 24 %.

Por si fuera poco, el golpe por la pandemia ocasionó que cerrarán 1 millón 583 mil estableci-
mientos, aunque después se abrieron más de 1 millón 187 mil. Lo anterior generó una pérdida 
neta de 396 mil 760 micro, pequeñas y medianas empresas. Dada la continua pérdida en pro-
ductividad, es de suponerse que aquellas que se agregaron son menos productivas que las que 
había antes de 2019. El problema se agravó al eliminar recientemente los programas de apoyo 
a los emprendedores, dejando a la deriva a las empresas.

¿Cómo lograrlo?

• Lograr consistencia entre instrumentos diseñados para aumentar la productividad y 
aquellos que fortalezcan la inclusión social. Implica cambiar las leyes que dan origen a la 
exclusión de los trabajadores de la seguridad social, lo que, a su vez, haría que aumente 
la productividad.

• Superar la informalidad para crecer con inclusión social: incentivar la participación de 
mercado en empresas formales, fomentando así su inversión total.

• Eliminar las fallas que no han permitido un crecimiento incluyente, reduciendo la 
informalidad, fortaleciendo la competencia y combatiendo la corrupción y la extorsión, 
a través de instituciones que evalúen, eliminen errores, y solucionen problemas.
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• Devolver el orgullo y la dignidad a los empresarios del país, reivindicando el papel del 
sector empresarial en el desarrollo económico de México, destacando su contribución al 
bienestar del país, reconociendo su justo valor y su aportación al crecimiento económico 
del país.

Propuestas específicas (sectoriales, regionales y de género)

• Reducir los costos de la formalidad, con acciones como eliminar el impuesto sobre la 
nómina para las empresas de menores ingresos y compensar, por ejemplo, con impuesto 
predial o impuestos al carbón; reducir la periodicidad de declaraciones fiscales de mensual 
a bimestral para empresas nuevas o de bajos ingresos; reducir la cantidad y dificultad de 
trámites necesarios para abrir una empresa.

• Reformar la legislación laboral y social para eliminar la segmentación de la seguridad 
social, ampliar y mejorar sus beneficios.

• Transferir a la secretaría de Hacienda desde la Secretaría del Bienestar la responsabilidad 
del otorgamiento de todos los subsidios a personas y empresas para fomentar la 
formalidad.

• Relacionar las transferencias de ingreso a las familias con el funcionamiento del mercado 
laboral.

• Modificar el régimen jurídico del aseguramiento social: Implica el fortalecimiento de 
instituciones jurídicas en materia mercantil, con especial atención a las empresas más 
pequeñas.

• Reducir los obstáculos a las empresas para generar empleos más productivos y mejor 
remunerados para todos, especialmente para los más jóvenes y las mujeres.

• Crear agencias para el impulso al emprendimiento y la productividad: la agencia PyME, 
como un órgano desconcentrado de la Secretaría de Economía, que refuerce programas 
de apoyo a MiPyMEs y promueva y facilite el comercio exterior.

• Acercar el financiamiento, con el establecimiento de pagos puntuales para las PyMEs, 
campañas alternativas de financiamiento y programas gubernamentales para establecer 
calificaciones de riesgo para PyMEs.

• Impulsar una nueva política de núcleos productivos (clusters) aprovechando la coyuntura 
actual, utilizando las herramientas digitales y la experiencia de institutos de investigación, 
para construir el Servicio Nacional Georreferenciado de Núcleos Productivos de México.

Propuestas transversales

• Vincular la educación: vincular institutos y universidades comprometidas con la 
innovación, para lograr una mayor generación de valor agregado en las empresas.

• Fortalecer el Estado de Derecho: fortalecer organismos de vigilancia ante la colusión, 
mediante la descentralización de recursos de la federación hacia los estados.

• Fomentar programas que enfrenten las raíces de la informalidad: se busca que las 
empresas puedan adquirir más y mejores recursos para crecer y ofrecer salarios dignos y 
a su vez disminuyan la informalidad.

• Fortalecer instituciones que promuevan la competencia y combatan la corrupción: 
implica construir un nuevo modelo de garantías que evite los problemas observados con 
el pasado Sistema Nacional de Garantías para que esté dotado de transparencia y sobre 
todo, garantice competencia para incrementar de manera sustantiva el financiamiento 
a las MiPyMEs.

• Impulsar la participación de las mujeres en carreras relacionadas con ciencia, tecnología, 
ingeniería y matemáticas, con campañas de orientación vocacional desde la educación 
media.

• Incentivar el desarrollo de políticas empresariales que promuevan la igualdad entre 
hombres y mujeres como la Norma Mexicana en Igualdad Laboral y No Discriminación.

ELIMINAR LA PRECARIEDAD SALARIAL Y LA FRAGMENTACIÓN 
SOCIAL A FIN DE REDUCIR LAS DESIGUALDADES

La fragmentación del mercado de trabajo culmina en empleo precario. Los esquemas políticos 
y económicos están relacionados con la estructura del mercado laboral. En América Latina, 6 
de cada 10 personas que se integran a la ocupación laboral lo hacen en el sector informal y solo 
5 de cada 10 tienen acceso a servicios de seguridad social. Esto es evidencia clara de la decaden-
cia del empleo en la región desde 1990.

En México, 7 de cada 10 mexicanos que trabajan (68 %), no cuentan con un ingreso suficiente 
(34.7 millones). Además, el 61 % de la población ocupada en México no cuenta con seguridad 
social (35.4 millones). Lo anterior, genera y reproduce baja cobertura social, que se ha mante-
nido en más de 50 % desde 2016, manteniendo a cerca de 65 millones de mexicanos sin acceso 
a la seguridad social.2

Hay más de 4 millones jóvenes de entre 20 y 29 años que ni estudian, ni trabajan ni buscan 
empleo. De estos, el 86 % son mujeres y el 95 % de ellas se dedican a quehaceres del hogar. 
Esto significa que 20 de cada 100 jóvenes se encuentran fuera del mercado laboral y el sector 
educativo. Dicha situación es más lacerante para mujeres, pues se trata de 34 de cada 100.

¿Cómo lograrlo?

• Diseñar un sistema basado en derechos sociales: los planes, políticas y procesos de 
desarrollo deben estar anclados en un sistema de derechos y obligaciones apegadas 

2    Seguridad social: conjunto de mecanismos diseñados para garantizar los medios de subsistencia de los indi-
viduos y sus familias ante eventualidades, como accidentes o enfermedades, o ante circunstancias socialmente 
reconocidas, como la vejez y el embarazo (Coneval, 2018, p. 51).
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al derecho internacional, con un enfoque de derechos humanos (universalidad, 
indivisibilidad, igualdad, no discriminación, participación y rendición de cuentas).3

• Implementar el más amplio sistema de bienestar con cobertura social universal, seguro 
de desempleo e ingreso mínimo: bajo una Nueva Agenda de Desarrollo, se busca eliminar 
las desigualdades de acceso a través de la cobertura universal en salud, buscando que 
todas las personas tengan acceso a servicios básicos de salud de calidad, sin padecer 
dificultades financieras.

• Desvincular el mercado laboral del acceso a la seguridad social: eliminar la contradicción 
entre el artículo 4 constitucional que reconoce la protección a la salud como derecho 
ciudadano y el artículo 123 que la reconoce como un derecho laboral.

• Ligar el acceso a todos los bienes y servicios públicos con un registro universal para todos 
los mexicanos, que sirva para identificación, trámites y obligaciones fiscales.

• Eliminar la discriminación laboral por cuestiones de género: inclusión de valores 
universales, igualdad de género y empoderamiento.4

• Incentivar la productividad laboral: con los servicios de promoción, prevención y 
tratamiento de la salud, se sientan las bases para un mejor desempeño educativo en 
niñas, niños y jóvenes, potenciando sus ingresos futuros y aumentando la productividad 
de los trabajadores.

Propuestas específicas (sectoriales, regionales y de género)

• Promover el trabajo y salario digno desde el primer empleo.
• Incentivar el trabajo digno en jóvenes emprendedores asegurando el acceso a seguridad 

social.
• Contribuir a la flexibilidad del trabajo para mujeres, especialmente para madres solteras 

dentro del mercado laboral, reconociendo sus derechos y facilitando el trabajo en las 
diferentes etapas de vida.

• Eliminar la discriminación por género con la obligatoriedad de las licencias de paternidad 
extendidas con el objeto de involucrarse en los cuidados.

• Asegurar la permanencia de acceso a la seguridad social en personas con discapacidad y 
adultos mayores.

3    https://unsdg.un.org/es/2030-agenda/universal-values/human-rights-based-approach
4    https://unsdg.un.org/2030-agenda/universal-values/gender-equality-and-womens-empowerment

Propuestas transversales

Terminar con los salarios precarios: asegurar un salario mínimo que alcance el umbral de al me-
nos dos canastas básicas, tomando en cuenta las características de las empresas productivas 
en las diferentes regiones (norte, sur).

Rescate de la educación: ampliar la oferta de institutos tecnológicos (no “universidades pati-
to”) con recursos del Estado, bajo el paraguas organizador de la UNAM, el Politécnico, univer-
sidades estatales y por instituciones privadas con presencia en todo el país.

Infraestructura destinada a romper la desigualdad: promover infraestructura pública y privada 
a fin de eliminar la desigualdad de acceso (evitar la concentración de los servicios de salud en 
ciertas zonas o regiones).

Sí al equilibrio fiscal, sin desequilibrios sociales ni ambientales.

No a proyectos con rentabilidad negativa. Disminuir el rezago en la inversión de infraestruc-
tura social (salud, educación), y la inversión en proyectos con rentabilidad social, económica y 
ambiental negativa.

Rendición de cuentas y cero corrupción: absoluta transparencia en todas las compras y adqui-
siciones del Gobierno.

REORIENTAR LOS RECURSOS DEL SECTOR PÚBLICO PARA 
QUE EL PAPEL DEL ESTADO TENGA MAYOR INCIDENCIA EN EL 
BIENESTAR DE LA POBLACIÓN

Desde 2019 el gobierno federal ha apoyado a Petróleos Mexicanos (Pemex) con 1.32 billones de 
pesos para su operación y evitar su mayor endeudamiento. Por tanto, se han eliminado progra-
mas presupuestales en otros sectores para mantener el equilibrio fiscal.

El costo social ha sido enorme: falta de medicamentos, infraestructura pública en franco dete-
rioro, quiebra de más de un millón 500 mil empresas. El sector servicios de la economía fue el 
más afectado y sigue perdiendo productividad, porque las empresas que se agregan al mercado 
son menos productivas que las que desaparecieron.

En la presente administración federal, ocurrió el mayor caso de corrupción en la historia mo-
derna de nuestro país. Se trata de Seguridad Alimentaria Mexicana (Segalmex), que sufrió un 
fraude de 15 mil millones de pesos. El despilfarro de recursos en los últimos cinco años, (como 
la cancelación del NAICM) ha sido tal, que el gobierno federal incluso ha tenido que recurrir a 
los “ahorros” constituidos en muchos de sus fideicomisos.

¿Cómo lograrlo?
• Disminuir la presión sobre el presupuesto federal al eliminar el gasto ineficiente, con 

escaso o nulo impacto social y económico, y hacerlo con absoluta transparencia y 
completa rendición de cuentas.
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• Priorizar las obligaciones del Estado mexicano y asegurar sus fuentes de financiamiento: 
seguridad, eliminación de la pobreza extrema, educación, salud, justicia y medio 
ambiente.

• Generar incentivos y beneficios tangibles para que los ciudadanos y empresas asignen sus 
recursos de la mejor manera y contribuyan equitativamente con los medios necesarios 
para la provisión de los bienes públicos.

• Reconstruir las instituciones y capacidades del Estado que le permitan la provisión de los 
bienes públicos y asegurar la eliminación del despilfarro.

Propuestas específicas (sectoriales, regionales y de género)

• Priorizar el gasto del sector público mediante un Consejo Nacional Económico y Social 
tripartito: priorizar la inversión pública en donde el Estado tiene el monopolio natural o 
donde convenga que lo tenga, donde pueda detonar la inversión privada, y donde pueda 
cerrar brechas regionales.

• Detener el despilfarro de recursos públicos: reorientar recursos actualmente destinados a 
la operación de las empresas paraestatales cuyos bienes y servicios pueden ser proveídos 
por el sector privado para destinarlos a incrementar la productividad, la seguridad y la red 
de protección social y jurídica universales.

• Incrementar la productividad de las empresas productivas del Estado: mejorar su postura 
financiera de corto y largo plazo para liberar recursos para financiar la inversión y los 
diversos bienes públicos sociales y de seguridad.

• Promover un pacto nacional para orientar todos los esfuerzos del sector público, en sus 
tres niveles de gobierno, a fin de incrementar la productividad de las personas y empresas, 
y la provisión de bienes públicos de calidad. Este esfuerzo deberá institucionalizarse y 
convertirse en la hoja de ruta de los distintos niveles de gobierno.

• Mayor intervención de la banca de desarrollo: el Estado incrementará su oferta de crédito 
a empresas privadas y apoyará en el saneamiento de los pasivos de corto plazo de las 
empresas paraestatales a cambio de planes de negocios viables.

• Transparentar la ejecución de los recursos públicos: hacer de fácil acceso la cartera de 
proyectos financiados con recursos públicos y fortalecer la auditoría social mediante el 
uso de herramientas tecnológicas y la independencia efectiva de las auditorías superiores 
federal y estatales.

• Buscar otras fuentes de financiamiento de tal forma que no capture la mayor parte del 
ahorro interno y limite la inversión del sector privado.

• Restablecer fondos que probaron su eficacia o resultan indispensables, como los fondos 
relacionados con la prevención y mitigación de los efectos del cambio climático, y realizar 
mejoras sustanciales en materia de transparencia.

• Aprovechar al máximo los apoyos y asistencia de agencias internacionales, fundaciones 
y otros interesados en el desarrollo social para ser copartícipes en el desarrollo del país.

• Incentivar la creación de proyectos tales que permitan el ahorro de recursos públicos 
desde los hogares, o incrementen el acervo de capital de los hogares y comunidades, 
sobre todo aquellos que promuevan la inclusión, la productividad y mitiguen los efectos 
del cambio climático.

• Modernizar y mejorar la ley secundaria en materia de compras públicas y fortalecer el 
Sistema Nacional Anticorrupción.

Propuestas transversales

• Determinar objetivos específicos por cada programa presupuestario, de tal forma que 
exista una métrica para evaluarlos.

• Incrementar el gasto en el sector social de acuerdo con los parámetros internacionales a 
fin de no perder competitividad y mejorar las condiciones de vida de los mexicanos.

• Acercar la infraestructura a la población con proyectos que hagan efectivo el acceso de 
calidad a los servicios bajo consultas sociales o encuestas a la población para identificar 
necesidades concretas.

• Profesionalizar la planeación y ejecución de proyectos de inversión de infraestructura 
pública bajo la creación de un Organismo Autónomo con capital humano suficientemente 
capacitado en la evaluación e implementación de proyectos sociales, responsable de 
crear un portafolio de proyectos, contar con una metodología unificada, con capacidad 
para acreditar a otros profesionales y considere los resultados de consultas públicas; 
aplicar prácticas de transparencia y rendición de cuentas, absorbiendo las funciones del 
FONADIN para facilitar la inversión del sector privado, dando seguimiento puntual a los 
proyectos.

COMPETENCIA ECONÓMICA

A partir de la apertura comercial en 1994, los mexicanos se han beneficiado de la importación 
de una gran cantidad de bienes de consumo, desde alimentos hasta productos más sofisticados 
como celulares y computadoras. Sin embargo, el crecimiento de la economía ha sido insuficien-
te (2.1% anual entre 1993 y 2022) para ocupar a toda la población en edad de trabajar. El sector 
industrial, tampoco ha crecido lo que se esperaba y las manufacturas apenas crecen por arriba 
del promedio nacional, 2.2% anual,5 en el mismo periodo. Mientras tanto, el valor agregado de 
las exportaciones manufactureras se mantiene en el mismo nivel desde 2017 (45.2 %).

En alguna medida, la actividad industrial en su conjunto ha sido afectada por la baja en la pro-
ducción de petróleo, el deterioro creciente del Sistema Nacional de Refinación, la reducción de 
la inversión en transmisión eléctrica por parte de la Comisión Federal de Electricidad (CFE) y en 
los últimos años, la pérdida de las capacidades gerenciales en ambas empresas.

5    https://www.inegi.org.mx/temas/ofyd/#tabulados
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Desafortunadamente, el potencial de la economía también se ha visto limitado por problemas 
de competencia económica y la baja productividad del sector servicios, en donde al primer tri-
mestre de 2023 están ocupados el 63% de la fuerza laboral. Como lo ha mencionado la OCDE, 
la economía mexicana se ha visto afectada por prácticas anticompetitivas, tal que “el 30% del 
gasto familiar en México se lleva a cabo en mercados con problemas de competencia. En estos 
mercados, los consumidores gastan alrededor de un 40% más que si existiese competencia. 
Esta situación es peor para el decil más pobre de la población, que gasta alrededor de un 42% 
de sus ingresos en mercados altamente concentrados”. Muchos de estos mercados afectan los 
bolsillos de los mexicanos. Es el caso de la energía, el transporte de carga y pasajeros, salud, 
alimentos, entre otros.

Sumado a lo anterior, en muchas ocasiones la legislación y los gobiernos locales imponen 
obstáculos a la competencia y generan vicios difíciles de romper. Estas prácticas inhiben la 
atracción de inversiones. Es altamente probable que la baja productividad observada en años 
recientes también se explique por temas de concentración. Por otro lado, en la actual adminis-
tración federal diversos mercados han sido intervenidos sin respetar la legislación en materia 
de competencia económica.

El Programa de Gobierno 2024-2030 del Frente Amplio por México tiene como objetivo que la 
economía alcance su mayor potencial en todas las actividades que la conforman, en un am-
biente de piso parejo para todos los agentes económicos, haciendo uso de todas las herramien-
tas de las que dispone el Estado en aras de incrementar el bienestar de las familias mexicanas.

¿Cómo lograrlo?

• Fomentando la competencia económica en el marco de tratados internacionales y la ley en 
la materia, fortaleciendo las cadenas de valor y aprovechando la coyuntura internacional 
y el T-MEC, con una política industrial más activa e identificando las prácticas desleales de 
comercio internacional que afectan la industria interna y ponen en riesgo las cadenas de 
valor estratégicas en América del Norte. Con el objeto de incrementar el valor agregado 
de las exportaciones manufactureras e incrementar la productividad en los diferentes 
sectores de la economía.

Propuestas específicas (sectoriales, regionales y de género)

• Diseñar e implementar una política industrial articulada entre los distintos sectores y 
regiones que detone el potencial económico de nuestro país.

• Acercar a todo el sector industrial al comercio exterior y generar estrategias para que 
nuestra economía sea más compleja

• Romper las barreras administrativas que imponen los distintos órdenes de gobierno 
eliminando el exceso de procedimientos y tiempos para abrir una empresa en México y 
propiciar que la regulación sea lo suficientemente sencilla para que las Mipymes puedan 
cumplir con la misma.

• Inhibir las prácticas anticompetitivas, empezando porla legislación.
• Permitir la colaboración de organismos internacionales con el gobierno mexicano en 

materia de competencia económica.
• Premiar e incentivar las mejores prácticas en materia de regulación, desde el ámbito local, 

a fin deque promuevan la competencia.
• Incrementar la productividad del sector público, ya que es partícipe de la producción en 

los servicios y es de suma relevancia a nivel regional. En las tres entidades más pobres del 
país genera 1 de cada 2 empleos formales.

• La política industrial debe estar acompañada de mejoras sustanciales en la productividad 
de CFE y Pemex. Sin el incremento en su producción, difícilmente otras actividades ligadas 
de manera directa podrán detonarse y por el contrario terminarán restando o serán 
desaprovechadas, como son la petroquímica, la refinación de petróleo y la electrificación 
de la industria automotriz.

• Evitar la simulación de industria verde, sobre todo en minería y metalurgia. Es importante 
fortalecer la cadena de valor de los productos manufacturados intensivos en consumo 
energético y reducir su impacto en el medio ambiente.

• Mejorar la disponibilidad de bienes sustitutos en materia energética para todos los 
sectores económicos y para las familias mexicanas.

• Evitar la participación de las fuerzas armadas en la economía como son las actividades de 
la construcción, turismo, transporte, que desincentivan la inversión

• Generar las condiciones para que pueda florecer la industria en torno a la economía 
circular. Ejemplos de esto es el tratamiento de aguas residuales y los plásticos como el 
polipropileno. El espectro para mejorar es muy amplio.

• Disminuir las brechas en el acceso a la vivienda digna entre personas y regiones
• Incrementar la productividad del sector servicios, impulsando y apoyando el desarrollo 

de las habilidades que demanda el mercado laboral.
• Digitalizar el sector servicios a efectos de eficientar el uso de los recursos en la economía, 

lo que implica mejoras en el bienestar de los trabajadores y los consumidores e 
incrementos en la utilidad de las empresas.

• Vincular el ingreso mínimo vital con una tasa de consumo de servicios, principalmente 
por la vía digital. La demanda interna por servicios sigue siendo la de mayor relevancia, a 
pesar del incremento en el flujo de dólares hacia México.

• Dar tratamientos especiales, en materia fiscal, al consumo de servicios, principalmente 
turísticos, cuando se trata de periodos de baja demanda.

• Asignar recursos a la promoción turística en coordinación con estados, municipios y 
empresas

• Mejorar la conectividad aérea y mantener la categoría uno: los turistas extranjeros con 
mayor propensión al gasto son aquellos que viajan en avión.
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• Piso parejo en las diferentes industrias y mercados. Tal es el caso del turismo Mismos 
derechos y obligaciones para los participantes del mercado, sin dejar de aprovechar el 
capital instalado de la economía o inhibir la inversión y la competencia.

• Romper barreras de entrada a los productos realizados de manera artesanal, que inhibe 
la competencia en algunos mercados.

• Rehabilitar mercados públicos en colaboración con los gobiernos estatales, alcaldías 
y concesionarios, y diseñar estrategias que permitan incrementar su productividad y 
agregar valor. Muchos de estos mercados fueron construidos bajo supuestos de movilidad 
muy distintos a los actuales.

Propuestas transversales

• Diseñar una política industrial amigable con el medio ambiente. La expansión de la 
economía no puede implicar destruir bosques y selvas o desperdiciar el agua potable.

• Aplicar la ley en materia ambiental y laboral. La competitividad de la economía no puede 
residir en el abaratamiento de costos ambientales y laborales, como el cuidado del agua 
o la precariedad de los salarios.

• Tratar los efectos del cambio climático sobre el comportamiento de la economía. Tomar 
las medidas necesarias en materia energética e hídrica, sobre todo en el centro y norte 
del país.

• Combatir la piratería y el robo de diseños de artistas y artesanos mexicanos, que 
impliquen para ellos la pérdida de ingresos, la quiebra de empresas o incluso la extinción 
de actividades económicas

• Fortalecer el servicio profesional de carrera como una medida que incremente la 
productividad en el sector público

• Elaborar presupuestos plurianuales para los organismos constitucionalmente 
autónomos.

• Fomentar las exposiciones y tianguis en el extranjero, principalmente en Estados Unidos. 
Realizar días de plaza en comunidades donde la presencia de mexicanos sea considerable. 
Es importante fortalecer el vínculo de los mexicanos con sus lugares de origen.

• Mejorar el uso y la explotación de los recursos naturales en las diferentes actividades 
económicas, sobre todo en aquellas relacionadas con la agroindustria y los alimentos

• Financiar proyectos de investigación científica que permitan mejoras sustanciales en 
la producción industrial, aquellos relacionados con la economía circular y la seguridad 
alimentaria y energética.

• Blindar los destinos turísticos del país y retirar paulatinamente a las fuerzas armadas de 
la seguridad de los mismos.

ESCENARIO DEL TURISMO EN MÉXICO

El turismo desempeña un papel significativo en la economía nacional. Representó el 7.5% del 
PIB en 2021. Este sector genera aproximadamente 4.7 millones de empleos directos y constituye 
la tercera fuente de divisas en el país. Es un componente estratégico para el desarrollo regional 
y ha demostrado su importancia con un superávit de la balanza turística de $20,944 millones 
de dólares al cierre de 2022. En términos de empleo, el turismo destaca como el sector que em-
plea a más jóvenes y el segundo en cuanto a la participación de mujeres en la fuerza laboral. El 
turismo representó una mayor contribución al PIB nacional en 2021 en comparación con otros 
sectores, como el agropecuario, la minería, la construcción y la industria automotriz.

México no está aprovechando plenamente su potencial turístico y la riqueza de sus atractivos, 
para hacer del turismo un efectivo promotor de desarrollo, con fuerte impacto económico en 
diversas regiones del país.

En los últimos cinco años (2019-2023), los ingresos por visitantes internacionales han crecido a 
una tasa promedio anual de 6.5%, significativamente menor a la registrada en el período 2012-
2018 que fue de 10%.

Con poco más de 40 millones de turistas internacionales, que las fuentes oficiales estiman para 
2023, la llegada de turistas internacionales a México estaría por debajo de los 41.3 millones de 
turistas que ingresaron al país en 2018.

En el primer trimestre de 2023 el PIB turístico es superior sólo en solo 1.6% al registrado en el 
primer trimestre de 2018, y en los últimos trimestres la actividad turística presenta señales 
claras de estancamiento, ocasionado principalmente por la pérdida de dinamismo del turismo 
doméstico.

La pandemia de COVID-19, que afectó la actividad económica y social a nivel mundial en 2020, 
ha sido, en parte, la causa de estos resultados. Pero lo más importante ha sido la falta de una 
política pública efectiva y una estrategia consistente para desarrollar e impulsar el turismo.

Desde 2019, el año previo a la pandemia, ya se observaba una fuerte desaceleración de la acti-
vidad turística; el PIB turístico creció solo 0.3% y la llegada de turistas por vía aérea, que es el 
segmento que genera la mayor derrama por turismo internacional, creció apenas 1.4%. Esto 
refleja que los problemas del sector no se originaron con la pandemia, sino que ya existían con 
anterioridad.

La desaceleración se observó también en el desempeño del turismo doméstico, que entre 2018 
y 2019, antes de la pandemia, creció solo 1.7%, medido por la llegada de turistas nacionales a 
hoteles.

Los avances que se han presentado en los últimos años han sido fruto del esfuerzo de los em-
presarios y del personal que presta sus servicios en las actividades de atención al turista, en los 
múltiples destinos y localidades de nuestro país. En algunos casos como Quintana Roo y Baja 
California Sur, los gobiernos estatales de estas entidades, contribuyeron de manera importante 
en “amortiguar” los efectos de la crisis sanitaria.
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Tanto empresarios como trabajadores pusieron todo su esfuerzo, aun en los momentos más 
difíciles de la pandemia, lo que los ayudó a salir adelante sin recibir ningún tipo de apoyo por 
parte del gobierno federal.

La ausencia de promoción turística nacional e internacional; la desaparición de los principales 
programas presupuestales para mejorar y fortalecer los destinos turísticos e impulsar los pue-
blos mágicos; las carencias en materia aeroportuaria y de conectividad aérea; la degradación 
a categoría 2, desde mayo de 2021 (después de 2 años, por fin se ha recuperado), son tan solo 
algunos de los problemas que, aunados a la inseguridad, han afectado el buen desempeño y 
resultados del turismo en los últimos años.

Una de las principales causas que han obstaculizado un mayor crecimiento del turismo es la 
saturación del Aeropuerto Internacional de la Ciudad de México, que no ha podido ser resuelta 
con la construcción del Aeropuerto Internacional Felipe Ángeles.

La cancelación del Nuevo Aeropuerto de la Ciudad de México en Texcoco provocó que la Ciu-
dad de México y de hecho el país, carezca de un aeropuerto de clase mundial, que se hubiera 
convertido en uno de los más importantes Hubs de América del Norte. El costo monetario de 
la cancelación, así como los daños por no contar con un aeropuerto con la capacidad para ma-
nejar el continuo crecimiento del tráfico aéreo del país, han sido enormes y seguirán siendo un 
freno para el turismo en los próximos años.

Como se señaló anteriormente, la pandemia tuvo un fuerte impacto en el turismo en todo el 
mundo. Sin embargo, en 2022 México decidió mantenerse abierto a los viajes internacionales, 
sin requerir ningún tipo de vacuna o exigir alguna prueba negativa de COVID-19 para ingresar 
al país, en tanto que numerosos destinos turísticos en el mundo implementaron restricciones 
a la llegada de turistas.

Como consecuencia, México fue de los pocos destinos turísticos internacionales abiertos para 
los turistas de Estados Unidos, lo cual dio como resultado, en 2022, una gran afluencia de vi-
sitantes de ese país a los destinos de sol y playa de México. Sin embargo, al levantarse las res-
tricciones en otros destinos turísticos, México ha ido perdiendo esa ventaja y, ante la ausencia 
de campañas de promoción, mercadotecnia, y relaciones públicas en los meses más recientes 
de este año ya se ha registrado una fuerte caída en el turismo de Estados Unidos que llega a 
México por vía aérea, en virtud de que ha preferido visitar otros países.

Es claro que, al no existir una estrategia de promoción, se perdió una oportunidad de conso-
lidar la llegada de turistas de Estados Unidos,difundiendo y dando a conocer otros destinos y 
atractivos de nuestro país.

Todos los países exitosos en la atracción de turismo internacional cuentan con un organismo 
nacional de promoción turística para difundir sus atractivos naturales, así como su riqueza 
histórica y cultural, mediante campañas “paraguas” de promoción en los mercados interna-
cionales, una narrativa uniforme y la adecuada y eficiente coordinación con las actividades de 
promoción de las entidades federativas, los destinos regionales y los empresarios del propio 
sector. La inversión pública tampoco ha contribuido al desarrollo del turismo en los últimos 
cinco años.

La inversión con impacto en el sector de viajes y turismo, se ha dirigido a mega obras realizadas 
sin planeación, ejecutadas sin transparencia y que, en algunos casos, funcionarán de manera 
parcial al terminar la presente administración federal. Su rentabilidad económica es negativa y 
sus beneficios sociales son muy dudosos.

En contraste y a pesar de la falta de apoyos e incentivos por parte del gobierno, la inversión 
privada en el sector de viajes y turismo muestra un buen desempeño que se manifiesta en el 
crecimiento sostenido de la oferta hotelera, en la concreción de importantes desarrollos y re-
sorts turísticos, en la modernización y la ampliación de la flota de las principales aerolíneas 
mexicanas y en la remodelación y ampliación de aeropuertos, entre otras inversiones impor-
tantes llevadas a cabo por el sector privado.

A pesar de los cuantiosos recursos presupuestales asignados al Tren Maya y al AIFA, la fal-
ta de una estrategia pública eficaz para desarrollar el sector; la desaparición del Consejo de 
Promoción Turística y la consecuente ausencia de campañas de promoción; la eliminación de 
apoyos para los destinos turísticos y pueblos mágicos; el debilitamiento funcional y operativo 
de FONATUR; la situación de inseguridad en muchos de los destinos turísticos, entre otras po-
líticas públicas mal diseñadas, ha provocado que el turismo se encuentre muy por debajo de su 
potencial para generar y distribuir beneficios para la población de los destinos turísticos y para 
apoyar el crecimiento de la economía mexicana.

El Programa de Gobierno del Frente Amplio por México considera al turismo como un medio 
eficaz para alcanzar un mayor crecimiento de la economía mexicana y, a la vez, como una acti-
vidad que contribuye a generar beneficios para toda la población, ya que la demanda de bienes 
y servicios turísticos impacta un amplio y variado conjunto de industrias y ramas productivas. 
Los objetivos se orientan a extender los beneficios del turismo a un mayor número de regiones 
y comunidades, a través de la diversificación de la oferta de destinos turísticos, la mejora en la 
calidad de los servicios y el incremento en la competitividad, en un marco de respeto al medio 
ambiente. Los objetivos propuestos para consolidar el turismo y multiplicar sus beneficios en 
todo el país son los siguientes:

¿Cómo lograrlo?

• Hacer del turismo un eficaz impulsor del desarrollo económico sostenible y competitivo, 
aprovechando los múltiples atractivos turísticos del país para generar y distribuir riqueza.

• Mejorar el nivel y calidad de vida de la población de las comunidades locales en los 
destinos turísticos.

• Extender la actividad turística a un mayor número de regiones y comunidades del país 
respetando el entorno ambiental y las tradiciones.

• Garantizar la seguridad en los destinos turísticos y mejorar la imagen del país.
• Posicionar internacionalmente la marca MÉXICO, como un multidestino turístico seguro 

y confiable, con servicios de calidad y experiencias únicas y auténticas.
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• Difundir y promover de manera creativa, en el ámbito nacional e internacional, los 
diversos atractivos históricos y naturales del país y su riqueza cultural y gastronómica, 
despertando el interés por conocerlos.

• Fomentar una cultura turística basada en la calidad del servicio, el respeto ambiental y la 
inclusión económica y social de la población en los destinos turísticos.

Propuestas específicas (sectoriales, regionales y de género)

Para el logro de estos objetivos se propone un conjunto de políticas públicas y acciones de 
alto impacto para imprimir mayor dinamismo al turismo; atender los problemas de origen, 
las deficiencias más sentidas, las preocupaciones de las comunidades locales y de los diversos 
subsectores; dotar de mayor competitividad a los segmentos con mayor potencial; diversificar 
los destinos turísticos y los mercados de origen de los turistas; incrementando la conectividad 
y apoyados en una promoción activa, eficiente e innovadora. El propósito es que el Turismo, 
como sector estratégico en la vida económica y social del país, se consolide como una actividad 
generadora de empleos bien remunerados y permanentes, de divisas, promotora de inversio-
nes rentables con impacto en mejorar la calidad de vida de las familias de los diversos destinos 
turísticos, impulsora de un desarrollo competitivo y de largo plazo, además de asegurar la sos-
tenibilidad de nuestros recursos naturales, históricos y culturales.

Para tal fin, se han definido una serie de políticas públicas y diversas propuestas específicas, que 
se han integrado en varios Ejes Temáticos, mencionados a continuación:

• Desarrollo turístico y competitividad.
• Desarrollo turístico sostenible.
• Infraestructura turística y fomento a la inversión.
• Promoción y Mercadotecnia.
• Conectividad aérea y facilitación de ingreso al turista.
• Financiamiento al turismo.
• Seguridad turística.
• Capacitación, desarrollo de competencias laborales y aseguramiento de la calidad.
• Manejo y gestión de crisis.

En cada uno de los Ejes Temáticos se han definido una serie de acciones, que formarán parte del 
programa de gobierno para el sector.

De todas las acciones y con el objeto de resaltar algunas de alto impacto, a continuación, se 
presenta el Decálogo de Acciones Estratégicas para el sector Turismo, que constituirían la co-
lumna vertebral en el Gobierno que encabezará el Frente Amplio por México.

Propuestas transversales

1.  Retomar la construcción del Aeropuerto Internacional de México (NAIM) en Texcoco e 
invertir en la modernización y ampliación de la infraestructura de conectividad en el país.

2. Restituir la Infraestructura Institucional del Gobierno de la República, responsable del 
sector turístico, fortaleciendo al Gabinete Turístico y a la Secretaría de Turismo como 
coordinadora sectorial, con recursos presupuestales suficientes para la instrumentación 
de programas y proyectos estratégicos del sector.

3. 3Crear un nuevo Organismo Nacional de Promoción Turística de México, responsable del 
posicionamiento del país en los principales mercados emisores, como un multi destino 
de talla internacional, que aumente el número de turistas internacionales y nacionales, 
además de incrementar el gasto promedio de los visitantes a los diversos destinos 
turísticos.

4. Rediseño de FONATUR, como institución especializada en la planeación, desarrollo, 
inversión, mantenimiento y gobernanza de los principales destinos turísticos del país.

5. Diseñar un nuevo Modelo de Seguridad para Destinos Turísticos, que garantice la 
seguridad personal y familiar, jurídica y patrimonial de los turistas que visitan cada 
destino y de las comunidades receptoras

6. Diseñar esquemas financieros–fiscales–presupuestales novedosos, que aseguren recursos 
suficientes para la instrumentación de los programas de seguridad, de promoción 
turística, mantenimiento de los destinos existentes y el desarrollo de nuevos polos de 
atracción turística, entre otros propósitos.

7.  Diseñar un modelo jurídico, institucional y financiero, para la planeación y ordenamiento 
del territorio en las zonas y destinos turísticos, que asegure su crecimiento y desarrollo 
ordenado y de largo plazo.

8. Integrar un Comité Nacional de Inversiones Turísticas, con la participación de los tres 
niveles de gobierno, de empresarios y el sistema financiero, para promover y asegurar 
que las inversiones fluyan en tiempo y forma. El Gobierno será el mejor aliado de los 
inversionistas nacionales e internacionales.

9. Revisar, ajustar, modernizar y simplificar, en coordinación con las Cámaras de Senadores y 
de Diputados, y los Congresos Locales, el marco jurídico que regula al sector y sus diversos 
subsectores.

10. Diseñar, en coordinación con las autoridades estatales y municipales, empresarios, 
sociedad e Instituciones de Educación Superior, un Modelo de Gobernanza para la 
coordinación de programas y proyectos de los destinos turísticos, que aseguren una 
planeación de largo plazo y la continuidad de programas y proyectos sustentables del 
destino.
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MEDIO AMBIENTE,  
AGUA Y ENERGÍA

El mundo enfrenta en la actualidad tres graves emergencias, que ponen en riesgo el desa-
rrollo de la sociedad y la prosperidad económica. La primera es el cambio climático, cuyas 
consecuencias son ya evidentes y preocupantes; la segunda es la pérdida de biodiversidad y 
el deterioro del medio ambiente natural, de los cuales depende la sociedad para su subsis-
tencia; y la tercera es la crisis hídrica, que, aunque es variable dependiendo de la ubicación 
geográfica y los patrones climáticos, compromete ya la viabilidad de las actividades produc-
tivas y la vida misma en grandes regiones del planeta, incluida buena parte de nuestro país.
Las actividades humanas han sido uno de los principales factores para explicar la presencia y 
gravedad de estas crisis, pero es la acción de la sociedad, también, donde están fincadas las 
esperanzas para encontrar soluciones. Es importante que las respuestas a estos grandes re-
tos sean de la escala que ameritan, y que su implementación se dé con el sentido de urgencia 
necesario para tener posibilidades de encontrarles una solución real y duradera.
Todavía estamos a tiempo, pero los próximos años, en especial de ahora al 2030, serán de-
cisivos. En muchos de los acuerdos internacionales que nuestro país ha suscrito se han es-
tablecido metas concretas para entonces, que no estamos aún en vías de cumplir. A pesar 
de que en el discurso estamos comprometidos con el cuidado del medio ambiente, la lucha 
contra el cambio climático, la seguridad hídrica y el acceso a energía limpia, en los hechos 
falta mucho por hacer para ser consecuentes y emprender acciones que debieran ser lidera-
das desde el gobierno federal.
En este contexto, proponemos metas y acciones concretas para los próximos años, con una 
visión de mediano y largo plazo. Partimos de la convicción de que la sociedad será la mayor 
beneficiaria de que logremos en México una transición justa y equitativa hacia una econo-
mía resiliente, de bajo carbono y más eficiente en el uso de los recursos y la energía. Con ello 
mejoraremos el medio ambiente en que vivimos, proveeremos de mejores condiciones de 
vida a toda la población, generaremos empleos de calidad, atraeremos nuevas inversiones, 
impulsaremos el desarrollo regional y fomentaremos la competitividad de nuestro aparato 
productivo.
Agrupamos estas propuestas en tres secciones, uno sobre medio ambiente en general, se-
ñalando algunas de las prioridades de la agenda, siendo este un tema tan amplio; otro cen-
trado en el tema del agua, y en particular en seguridad hídrica y gobernanza participativa 
del sector; y finalmente uno donde abordamos el tema de la energía, que es crucial en todo 
el mundo, pero de especial preocupación en nuestro país por la alta dependencia que aún 
tenemos de la energía sucia y los combustibles fósiles, a pesar de nuestro gran potencial 
para generar energía limpia y usar los recursos de manera más eficiente.
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LÍNEAS DE ACCIÓN PRIORITARIAS

1. Que cada instancia gubernamental asuma responsabilidades en la protección del medio 
ambiente y la salud pública. Que las leyes ambientales se cumplan y se hagan cumplir 
desde el gobierno.

2. Fortalecer las capacidades institucionales de los organismos reguladores, de inspección 
y vigilancia, con tecnología de investigación e inteligencia, para que el Estado mexicano 
recupere la gobernanza para proteger la salud pública, los ecosistemas y los recursos 
naturales.

3. Lograr el cumplimiento cabal y responsable de los Objetivos del Desarrollo Sustentable 
y la Agenda 2030.

4. Adoptar la meta de neutralidad de carbono al 2050, en congruencia con la ratificación 
mexicana del Acuerdo de París.

5. Establecer el Programa Nacional de Adaptación para reforzar la infraestructura de 
protección a las poblaciones más vulnerables y crear un Sistema Nacional de Alerta 
Temprana ante fenómenos hidrometeorológicos extremos.

6. Apoyar a las ciudades más contaminadas del país para modernizar el transporte público 
y acelerar la renovación de la flota vehicular con opciones eléctricas de cero emisiones.

7. Restaurar el 30 % de los ecosistemas degradados del país y aumentar las áreas naturales 
protegidas terrestres y marinas a un 30 % de cobertura en 2030, en cumplimiento a los a 
cuerdos de biodiversidad de Kunming-Montreal.

8. Establecer un programa de economía circular con la participación de los tres niveles de 
gobierno y de los sectores privado y social.

9. Involucrar al sistema financiero nacional, en sincronía con la banca multilateral de 
desarrollo y los fondos ambientales internacionales, para incrementar los recursos e 
instrumentos económicos en favor de la naturaleza.

10. Involucrar a las comunidades locales, centros de investigación y organizaciones sociales 
en la toma de decisiones de programas y políticas públicas.

MEDIO AMBIENTE SANO Y SUSTENTABLE

La calidad de vida de los mexicanos está directamente relacionada con el acceso a un medio 
ambiente sano, armonioso y libre de contaminación, que está consagrado como un derecho 
constitucional. Sin embargo, la salud física y mental de las personas y comunidades se ve fre-
cuentemente afectada por vivir en un entorno degradado, lleno de basura y con un ambiente 
natural deteriorado.

Millones de mexicanos viven en espacios urbanos o rurales insalubres, dada la incapacidad 
sistémica del gobierno para dotar u operar eficientemente la infraestructura sanitaria básica, 
detener la contaminación ambiental y la destrucción de los ecosistemas. Esta situación se agra-

va, además, por fenómenos como el cambio climático y la deforestación, que han puesto en un 
riesgo creciente a numerosas comunidades y sectores productivos.

Resulta urgente desacoplar el crecimiento económico del deterioro y la contaminación am-
biental (del agua, aire y suelo) y de la degradación de los ecosistemas (deforestación, sobre-
explotación o destrucción); entrar en una fase profunda de descarbonización de la economía, 
sustituyendo combustibles fósiles por las abundantes energías renovables del país; establecer 
circularidad en el manejo de materiales estratégicos y residuos sólidos y líquidos urbanos, y 
crear condiciones de resiliencia climática en las comunidades más vulnerables del país.

Debemos alcanzar la neutralidad de carbono en la economía mediante un manejo adecuado 
de los recursos naturales y el abatimiento de emisiones de gases de efecto invernadero (GEI). 
Los principales ecosistemas y la biodiversidad del país deben estar adecuadamente protegidos 
y debemos lograr que las áreas urbanas y zonas agrícolas se adapten a las nuevas condiciones 
climáticas globales. La contaminación ambiental debe ser más causante de mortalidad y mor-
bilidad de la población.

Impulso a una gobernanza ambiental efectiva, justa y transparente

México posee un marco legal e institucional ambiental completo y avanzado, construido a lo 
largo de cinco décadas y en distintos momentos políticos y económicos del país. Es urgente 
honrar el pacto social que le dio forma y actuar en defensa del medio ambiente y de los bene-
ficios que este genera.

Las instituciones creadas para aplicar la legislación ambiental han sido debilitadas presupues-
tal y operativamente; los ambientalistas han sido denostados y continúan los crímenes contra 
defensores de su tierra y sus recursos.1 Las normas y procedimientos ambientales son obsole-
tas, no se aplican, o se relegan.

La presencia, liderazgo y credibilidad del país en los foros ambientales internacionales ha dismi-
nuido notablemente. Nuestras propuestas servirán para que la gestión y gobernanza ambiental 
en los tres niveles de gobierno sean eficientes y coordinadas, con instituciones sólidas y profe-
sionalizadas, dotadas de un presupuesto y autoridad suficientes para actuar con oportunidad 
y en bien de la población.

Transversalidad

Es necesario hacer transversal la política ambiental, de manera que en todas las dependencias 
y organismos del gobierno federal asuman responsabilidades con respecto a la protección del 
medio ambiente y la salud pública, para que las leyes ambientales se cumplan y se hagan cum-
plir desde el gobierno.

1    Es lamentable que, tan solo el año pasado, 24 defensores del medio ambiente y el territorio hayan sido asesi-
nados. Líderes indígenas y comunitarios, académicos, miembros de la sociedad civil organizada e inclusive perio-
distas, han sido denostados y perseguidos desde el gobierno por defender sus derechos y los de la naturaleza, que 
están claramente consagrados en la Constitución y la legislación ambiental vigente.



120 121

Fortalecimiento institucional
Es urgente fortalecer las capacidades institucionales de la PROFEPA, así como su desarrollo 
tecnológico y de inteligencia, para la mejora de sus procedimientos de inspección y vigilancia.

Es imperativo modernizar la gestión de los organismos reguladores en SEMARNAT y CONA-
GUA, para que los trámites sean expeditos y para que sean efectivos en el cumplimiento de sus 
atribuciones y responsabilidades. Se debe restablecer el servicio profesional de carrera y con 
ello elevar los niveles de eficiencia y eficacia de las instituciones ambientales.

No puede continuar la inacción gubernamental ante las necesidades regulatorias y los delitos 
flagrantes contra el medio ambiente y la salud pública, en especial en nuevas obras y proyectos 
de inversión, sean privados o públicos.

Se debe recuperar, actualizar y fortalecer el Sistema Nacional de Información Ambiental y de 
Recursos Naturales y mejorar el acceso a la información, la participación y la justicia ambiental 
que establece el Acuerdo de Escazú.

Seis años de efectividad para lograr los objetivos de desarrollo 
sustentable
El crecimiento económico de México sigue acoplado a la contaminación ambiental, la defo-
restación y la degradación de los ecosistemas. La expansión urbana sobre áreas naturales y 
agrícolas, el uso preferente de combustibles fósiles en la matriz energética, el déficit de infraes-
tructura sanitaria básica para tratar aguas residuales y residuos, la sobreexplotación de acuí-
feros y de recursos forestales y pesqueros, y el uso intensivo de agroquímicos en la producción 
alimenticia, son rasgos de una economía que no marcha en la ruta del desarrollo sustentable.

En la siguiente administración, la presidencia de la República deberá ejercer un firme liderazgo 
para el cumplimiento de la Agenda 2030 y el establecimiento de los mecanismos de coordina-
ción para acelerar su implementación.

Agenda 2030
Es prioritario lograr el cumplimiento cabal y demostrable de los Objetivos de Desarrollo Sus-
tentable y la Agenda 2030, principalmente en lo referente a la dotación universal de agua po-
table y saneamiento, así como la eliminación total de actividades ilícitas que contaminan o 
saquean los recursos naturales, en especial los forestales y pesqueros, que les pertenecen a 
todos los mexicanos.

Reducción de la vulnerabilidad climática y descarbonización 
acelerada de la economía
Desde finales del siglo pasado, los problemas ambientales del país han entrado en sincronía 
peligrosa con la emergencia global del cambio climático. La intensidad y frecuencia de huraca-

nes, olas de calor, incendios forestales, lluvias y heladas son ejemplos de un cambio planetario 
profundo que se manifiesta dramáticamente en todo el territorio nacional.2

La revolución tecnológica que ocurre a nivel global en todos los sectores y actividades de la so-
ciedad para enfrentar la crisis climática parece ajena y lejana a nuestro país. Los esfuerzos para 
reducir nuestra vulnerabilidad climática, controlar las emisiones de GEI y ser más competitivos 
ante nuevos escenarios de desarrollo económico y comercial han sido claramente insuficientes.

Al actualizar la Ley General de Cambio Climático conforme a las nuevas condiciones y cono-
cimientos científicos, reforzando instituciones relevantes y mecanismos financieros y operati-
vos, y al integrar el Plan Nacional de Adaptación y la Estrategia de Largo Plazo al 2050, México 
podrá enfrentar los impactos del cambio climático y proteger a la población e infraestructura 
vulnerable del país. Las emisiones de GEI deben estar alineadas al objetivo global de evitar 
un incremento de temperatura promedio del planeta superior a 1.5 oC respecto a la era prein-
dustrial. La economía podrá crecer gracias a nuevas oportunidades de negocio, tecnologías y 
prácticas de bajo carbono, creando condiciones de mayor competitividad y empleos verdes bien 
remunerados.

Sistema nacional de alerta temprana

Establecer un Sistema Nacional de Alerta Temprana, que proteja directamente a cada ciuda-
dano, sus bienes y actividades productivas, con los más avanzados instrumentos de comunica-
ción, información satelital y herramientas de inteligencia artificial, modernizando el Sistema 
de Protección Civil.

Brindar protección con infraestructura climática resiliente y adaptativa a las comunidades, ciu-
dades, zonas industriales y áreas turísticas vulnerables a efecto de disminuir la pérdida de vidas, 
daños económicos y destrucción de bienes y servicios durante la ocurrencia de fenómenos hi-
drometeorológicos extremos.

Alinear la política climática de mitigación de emisiones de GEI de México al objetivo global de 
1.5 OC, adoptando la meta de neutralidad de carbono al año 2050. Esto implica que las emisio-
nes al año 2030 deberán ser inferiores a 500 MtCO2e, con una captura forestal (absorciones) 
del orden de 200 MtCO2.3

Apoyar a la industria automotriz y al sector transporte en general para la producción y adop-
ción acelerada de vehículos eléctricos (autos, autobuses, motocicletas, trenes, barcos, etc.) 
o de cero emisiones contaminantes y de equipos y maquinarias que puedan operar con hi-
drógeno verde.

2      México es altamente vulnerable al cambio climático y es el segundo país con más riesgo en el mundo, de 
acuerdo a los parámetros del Panel Intergubernamental de Expertos sobre Cambio Climático (IPCC), que estadís-
ticamente monitorea la Agencia Internacional de Energía (IEA).
3    Fuente: Climate Action Tracker, basado en una metodología desarrollada por el New Climate Institue.
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Aire limpio para mejorar la salud de la población

Más de 50 millones de habitantes de nuestro país respiran aire contaminado, lo que provoca 
miles de muertes asociadas y un aumento en las enfermedades que padece la población, dis-
minuyendo su calidad de vida y su productividad.

Disminución de costos sociales y en salud

Proponemos establecer programas de mejoramiento del desempeño ambiental de la gran plan-
ta industrial del país, pública o privada, con el apoyo de instrumentos económicos y un marco 
legal actualizado, así como implementar programas de transporte público en las principales 
áreas urbanas, para articular los sistemas de transporte masivo con autobuses, trenes ligeros 
y otros medios sustentables de movilidad. Las acciones propuestas redituarán en una disminu-
ción de los costos sociales y en salud provocados por la contaminación atmosférica. Debemos 
aspirar a que las grandes ciudades y zonas industriales estén libres de contaminación, con aire 
limpio y sin enfermedades respiratorias derivadas de la mala calidad del aire.

Estándares de desempeño ambiental

Reducir las emisiones de partículas PM2.5 (partículas finas de hollín provenientes de vehículos 
a diésel o la combustión de carbón) y de óxidos de nitrógeno y azufre, así como las emisiones 
de contaminantes climáticos de vida corta.

Establecer nuevos estándares de desempeño ambiental para termoeléctricas, instalaciones pe-
troleras y petroquímicas y grandes industrias de jurisdicción federal.

Mejorar las condiciones de desempeño ambiental, de seguridad y comodidad del transporte 
público y de carga, y desalentar el uso intensivo de los autos privados.

Orientar políticas industriales hacia la electrificación del parque vehicular, mediante la fabri-
cación y uso masivo de vehículos eléctricos y sus componentes, creando cadenas de valor y la 
infraestructura necesaria para la recarga.

Fomento a una economía circular

México no merece campos y ciudades sucias, ni barrios llenos de basura y marginación. Debe-
mos dignificar nuestra forma de vida protegiendo la naturaleza desde todos los frentes, con 
acciones coordinadas entre la sociedad, el gobierno, la industria y la academia.

Proponemos realizar los ajustes legislativos y crear los instrumentos económicos necesarios 
para impulsar una economía circular de materiales y residuos, con lo que será posible hace 
un uso eficiente y responsable de alimentos, empaques, minerales y productos de consumo, 
no solo como alternativa de solución al problema ambiental y de salud que genera el manejo 

inadecuado de los residuos, sino como un modelo económico y administrativo acorde a los 
tiempos.

Proponemos la creación de un Programa Nacional de Economía Circular, con la participación 
de los tres niveles de gobierno y el sector privado, con base en el principio de responsabilidad 
extendida del productor de bienes y servicios.

Establecer un esquema de financiamiento al aseo, acopio, selección, reúso, reciclaje, y reciclaje 
energético de residuos y materiales, con la participación de empresas productoras de bienes de 
consumo y de envases, empaques y embalajes (Punto Verde).

Establecer programas regionales y metropolitanos de gestión de residuos, para fomentar la 
recuperación de materiales para mercados, generación de energía y aprovechamiento de meta-
no, lo que permitirá sanear los tiraderos de basura a cielo abierto, así como controlar y limpiar 
los sitios contaminados con residuos peligrosos de origen industrial, principalmente mineros, 
químicos y del petróleo.

Impulsar una campaña nacional para eliminar la contaminación por plásticos en todo el terri-
torio nacional, en especial en las Áreas Naturales Protegidas (ANP), playas, cuerpos de agua, 
cañadas y cauces de ríos.

Conservación de la biodiversidad y el papel de la ciudadanía en su 
manejo responsable

La pérdida masiva de biodiversidad es un problema serio en México. Todas las poblaciones de 
mamíferos superiores, peces y aves endémicas y migratorias están amenazadas por la pérdida 
de su hábitat, la contaminación, la sobreexplotación o la extracción ilegal.

Proponemos recuperar la fortaleza de la Comisión Nacional de Áreas Naturales Protegidas 
(CONANP), la Comisión Nacional Forestal (CONAFOR) y la Procuraduría Federal de Protección 
al Ambiente (PROFEPA), e impulsar programas de conservación y manejo de la biodiversidad 
en ANP y en sitios importantes para la conservación de la biodiversidad.

Debe ampliarse la cobertura de las ANP, de manera eficiente y con presupuesto suficiente, me-
diante instrumentos legales actualizados y mecanismos financieros que permitan asegurar 
fondos para proteger la biodiversidad y beneficiar a la población que ahí habita. Debe recupe-
rarse la fortaleza de la CONANP y los programas de conservación de la biodiversidad dentro y 
fuera de las ANP.

Es necesario ampliar la cobertura de las ANP, de manera eficiente y con presupuesto suficiente, 
hasta alcanzar la protección efectiva del 30 % del territorio nacional en áreas terrestres y ma-
rinas, desarrollando además proyectos que aseguren la protección y rescate de los corredores 
biológicos y demás espacios de conectividad.

Establecer políticas forestales de restauración, aprovechamiento sustentable y conservación 
y desarrollo forestal, incluyendo el pago por servicios ambientales, bonos de carbono, bonos 
verdes en ejidos y comunidades, implementando además proyectos de captura de carbono 
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forestal y medidas para detener y revertir la deforestación y el cambio de uso del suelo y el 
deterioro de áreas naturales, la introducción de especies exóticas, y la extracción y el tráfico 
ilegal de especies.

Impulsar programas de restauración ecológica en al menos el 30 % de todas las áreas de inte-
rés ecológico degradadas, en especial las que fueron afectadas y fragmentadas por proyectos 
de infraestructura o de desarrollo, como el Tren Maya y el programa Sembrando Vida.

Manejo adecuado de mares y costas

La riqueza de los mares y costas de México está amenazada por actividades poco reguladas y 
de gran crecimiento. El país debe conservar sus recursos marinos y costeros haciendo un uso 
responsable y sustentable, eliminando la pesca ilegal, la contaminación por plásticos, por acti-
vidades turísticas, urbanas, industriales y petroleras.

Impulsar modelos de pesca sustentable, que reduzcan los efectos nocivos de esta actividad en 
especies marinas amenazadas, en riesgo y en peligro de extinción, considerando a los actores 
involucrados y a las autoridades económicas, pesqueras y ambientales.

Mejorar el desempeño ambiental del transporte marítimo y de las instalaciones portuarias.

Establecer programas de mejoramiento constante de las condiciones ambientales en ANP ma-
rinas y costeras, ciudades costeras y en todos los polos de desarrollo turístico, poniendo aten-
ción especial en la contaminación por plásticos.

Crear la Reserva de la Biósfera del Mar de Cortés, y reforzar las actividades de rescate y recupe-
ración de la vaquita marina por todos los medios posibles.

GESTIÓN INTEGRAL DEL AGUA: SEGURIDAD HÍDRICA Y 
GOBERNANZA PARTICIPATIVA

LÍNEAS DE ACCIÓN PRIORITARIAS

1. Garantizar el respeto al derecho humano al agua y su saneamiento, consagrado en la 
Constitución, y hacerlo una realidad a más tardar durante el sexenio de 2024 al 2030.

2. Perseguir la seguridad hídrica frente al cambio climático y los desastres naturales que 
provoca, y enfrentar la creciente escasez de agua con políticas pública preventivas y 
paliativas a nivel nacional.

3. Restaurar y descontaminar las principales cuencas y subcuencas del país.

4. Reestructurar a fondo el sector, y fortalecer las instituciones y la política pública con el 
objeto de garantizar el Estado de Derecho en materia de agua y hacer una realidad la 
descentralización de decisiones a las cuencas y subcuencas en los Organismos de Cuenca.

5. Fomentar la efectiva e informada participación de la sociedad en las decisiones en materia 
hídrica que pudieran afectarlos o beneficiarlos.

6. Asegurar la transparencia y rendición de cuentas en los procesos de administración y 
gestión del agua.

7. Fortalecer y modernizar el régimen de concesión de aguas nacionales, evitar el 
acaparamiento y la especulación con el recurso hídrico, y promover la resiliencia ante el 
cambio climático.

8. Fortalecer y modernizar el sistema financiero del agua con incentivos claros para el uso 
eficiente del agua y la no contaminación de nuestros ríos, lagos y cuencas.

9. Desarrollar un modelo de administración pública y gestión operativa para el campo y el 
desarrollo agroalimentario, orientado al ahorro y al uso eficiente del agua.

10. Proteger el ciclo hidrológico, el medio ambiente y los ecosistemas mediante la aplicación 
de incentivos y sanciones ad hoc a los usuarios.

11. Asegurar que la inversión en infraestructura —tremendamente rezagada— se mantenga 
a un nivel superior a 2 % del PIB en los próximos 6 años, de acuerdo con estándares 
internacionales y en consonancia con la crisis hídrica.

La gestión adecuada del agua es fundamental para alcanzar la prosperidad incluyente que bus-
camos para México, asegurando su uso óptimo para el consumo humano, para la producción 
de alimentos, de insumos y bienes y para mantener el balance hídrico en la naturaleza y los 
territorios de las cuencas.

El estrés hídrico, que lleva a la falta de agua dulce disponible para la población y las actividades 
económicas, se ha convertido en una limitante al crecimiento y a la inversión en muchas regio-
nes del país, con impactos sociales negativos de gran relevancia y preocupación.

Esta situación se agrava con el cambio climático que acelera los procesos de desertificación, 
sequías recurrentes y crónicas en el norte e inundaciones y lluvias torrenciales en el sur y sures-
te del territorio. La escasez de agua también está impactando a ecosistemas clave y al mismo 
ciclo hidrológico.

Hay una gran deficiencia en la gobernanza del agua y falta de planeación integral, pues no exis-
te una visión sistémica que considere el manejo de las cuencas hidrológicas, el ordenamiento 
territorial y una política orientada a asegurar que el agua que requieren el medio ambiente y los 
ecosistemas sea reintegrada a los mismos.

La participación social es prácticamente inexistente, y los problemas sociales derivados de la 
escasez y contaminación del agua crecen en todo el territorio. Existe un uso muy ineficiente del 
agua en la agricultura de riego, fugas en los sistemas de distribución en casi todas las ciudades 
del país, y un importante acaparamiento del recurso a través de concesiones en manos de es-
peculadores y grandes usuarios.
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Como resultado de esta disfuncionalidad hay aún cerca de 10 millones de mexicanos que no 
cuentan con los servicios básicos de agua potable y saneamiento y más de 45 millones de ciu-
dadanos que reciben servicios deficientes de acuerdo con estándares internacionales.

Casi todos los ríos, lagos, lagunas y cuerpos de agua del país están contaminados en diferente 
grado. La mayor parte de las plantas de tratamiento construidas en los últimos treinta años 
están abandonadas o funcionan deficientemente, y la infraestructura hidráulica se ha quedado 
rezagada debido a los excesivos recortes presupuestales que han afectado a las instituciones 
encargadas de la gestión del agua en los distintos ámbitos.

El escenario deseable

Debemos llegar a un escenario en el que en las grandes ciudades el agua servida municipal 
e industrial se trata y reúsa, como lo propone la economía circular. Los ríos, lagos, lagunas y 
cuerpos de agua, así como nuestras playas y aguas costeras, se encuentren en claro proceso de 
descontaminación y en vías de regeneración.

Un escenario en el que se tecnifica en forma avanzada y efectiva el campo mexicano y se es-
cogen los cultivos de acuerdo con la disponibilidad del agua, liberando agua para otros usos y 
para los ciclos hidrológicos y la naturaleza, como resultado de ello, se restablece el equilibrio 
de varios acuíferos y ecosistemas que habían sido afectados por la sobreexplotación del agua.

Por otro lado, mediante un esfuerzo institucional sin precedente de los tres órdenes de gobier-
no, se logra garantizar el derecho humano al agua y su saneamiento, dotando a la totalidad de 
los mexicanos de agua potable y mejorando visiblemente el servicio de agua potable en muchas 
partes del país donde es muy deficiente y se avanza en forma importante en el saneamiento del 
agua en forma salubre y de acuerdo con estándares internacionales. La participación en temas 
hídricos se vuelve una realidad a través de los Consejos de Cuenca y Cotas, que son reestructu-
rados efectivamente para este fin.

En el escenario deseable la sociedad mexicana reconoce lo esencial de este recurso, existe un 
nuevo Pacto Social para y por el agua, y se alcanza un arreglo institucional que responde a las 
condiciones de la crisis del agua en México.

Las nuevas instituciones, ya con capacidad reforzada, colaboran en un proceso de planeación 
hidrológica basado en la gestión integral de las cuencas y el ordenamiento territorial, lográndo-
se una mayor resiliencia de las ciudades y de las principales actividades económicas, así como 
el restablecimiento del balance hídrico en ecosistemas de gran importancia en el territorio, la 
descontaminación y restauración de las principales cuencas y acuíferos clave para el desarrollo 
sustentable de zonas y regiones enteras del país.

Beneficios en el nuevo escenario

1. Se genera una participación informada y efectiva de usuarios y una planeación territorial 
integral basada en cuencas.

2. Los ciclos hidrológicos se mantienen en balance y se recuperan, sin afectar y beneficiando 
a los principales ecosistemas del país.

3. Se cuenta con un servicio básico de agua potable y saneamiento para todas las familias 
del país, y es posible mejorar sensiblemente el servicio de agua en todas las zonas rurales 
y periurbanas.

4. Aumenta la resiliencia de las actividades económicas que dependen del agua y de los 
centros poblacionales con mayor riesgo.

5. Termina la sobreexplotación de acuíferos y se recupera su balance hídrico.

6. Se restaura la calidad del agua en las principales cuencas y subcuencas del país, 
impactando positivamente la salud pública y las actividades económicas como la pesca 
y el turismo.

7. Contamos con la infraestructura y el recurso hídrico necesario para promover un 
desarrollo sustentable en todas las regiones del país.

Seguridad Nacional. El buen funcionamiento del sector hídrico mexicano y su sustentabilidad 
a largo plazo deben ser considerados materia de seguridad nacional, pues de ello dependen la 
salud y el bienestar de mexicanos, el desarrollo de sus actividades socioeconómicas y culturales 
y la viabilidad de los ecosistemas y su biodiversidad. Se deberá lograr una sostenida inversión 
en la infraestructura hídrica de al menos 2 % del PIB.

Cultura del agua. Es indispensable fomentar la cultura del agua, a la altura de los retos en 
materia de seguridad hídrica, basada en el fomento de una ciudadanía informada, educada y 
corresponsable.

Respeto al Estado de Derecho y a la diversidad e inclusión. Todos los actores que participen 
en el proceso de fortalecimiento y reforma del sector hídrico y en la gobernanza hídrica, deben 
respetar el pluralismo político, la diversidad, la inclusión social y, de manera fundamental, el 
Estado de Derecho.

Política de Estado. La política hídrica debe ser una política de Estado, basada en la planeación 
territorial de conformidad con las cuencas del territorio nacional; debe tener objetivos claros y 
de largo plazo; ser transversal a los demás sectores de política pública, y comprender la actua-
ción concurrente de los tres órdenes de gobierno y los mecanismos para una activa e informada 
participación pública. El sector hídrico debe contar con los recursos financieros necesarios para 
la implementación efectiva de las políticas públicas fundamentales.

Instituciones y política pública para la gestión integral del agua

Reestructuración a fondo. El sector hídrico mexicano debe entrar en un proceso de innova-
ción, pues el modelo actual es disfuncional y permite la degradación del recurso hídrico y de 
los ecosistemas, y no genera los incentivos necesarios para una buena gobernanza y gestión 
del agua.
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Seguridad hídrica, ordenamiento de cuencas y descentralización de decisiones. La gestión 
integral del agua debe estar basada en la planificación y ordenamiento territorial de cuencas y 
subcuencas, y contar con instituciones que fomenten la participación informada de interesados 
y afectados, apoyada en la descentralización en la toma de decisiones. La institución cabeza de 
sector a nivel central debe ser básicamente una dependencia normativa y reguladora, y tomar 
decisiones de forma descentralizada en Organismos de Cuenca con las capacidades e indepen-
dencia necesarias para ello.

Transparencia y rendición de cuentas. Se fortalecerán los mecanismos de acceso a la infor-
mación, transparencia y rendición de cuentas sobre los procesos de administración y gestión 
del agua; la eficiencia del gasto público; las coberturas del servicio; la disponibilidad del agua 
superficial y subterránea; la adjudicación de derechos y concesiones de aguas; la calidad de 
los cuerpos de agua; la eficiencia de las plantas de tratamiento; la calidad del agua potable en 
nuestras casas, y el desempeño de los prestadores de servicios, entre otros aspectos.

Estado de Derecho y seguridad hídrica

Marco legal. La Ley de Aguas Nacionales es un instrumento esencial para el mejoramiento del 
sector hídrico. Contiene elementos estructurales relevantes para conducir apropiadamente al 
sector hídrico mexicano, sin embargo, no se ha aplicado cabalmente y requiere de adecuacio-
nes para enfrentar los retos actuales y futuros.

Concesiones. Se debe fortalecer y modernizar el régimen de concesión de aguas nacionales 
para alcanzar la seguridad hídrica necesaria para el desarrollo socioeconómico y la sustenta-
bilidad ambiental, para aumentar la resiliencia frente al cambio climático y para proteger el 
ciclo hidrológico, la viabilidad de los ecosistemas y su biodiversidad. Este régimen debe evitar 
el acaparamiento y la especulación.

Certeza jurídica. El Estado Mexicano debe garantizar la certeza jurídica para que todos los 
usuarios de las aguas nacionales cumplan con el marco regulatorio aplicable.

Resiliencia. Se perseguirá la seguridad hídrica frente a los fenómenos hidrometeorológicos 
extremos derivados del cambio climático, frente a los desastres naturales y otras emergencias 
o presiones adversas, a través de la institucionalización de la prevención y la resiliencia en la 
política hídrica.

Derecho humano al agua y su saneamiento. La federación debe considerar como de la más 
alta prioridad lograr el cumplimiento de este derecho humano, lo que debe aparecer como tal 
en la Constitución. Se deben promover soluciones innovadoras para el acceso al agua en zonas 
rurales, entre estas la captación de lluvia y la condensación de agua, al tiempo que se estable-
cerá una política pública diferenciada para zonas rurales y periurbanas.

Eficiencia de los organismos operadores. Para llevar servicios básicos al 100 % de las familias 
en México se debe elevar la eficiencia de los Organismos Operadores, ampliar los periodos 
de administración de los Prestadores de Servicios, contar con perfiles adecuados, reducir la 
rotación del personal y estar en condiciones de aplicar los derechos humanos al agua y al sa-

neamiento. Se deben generar las condiciones institucionales, de política pública y regulatorias 
para impulsar un ciclo virtuoso de mejora constante, incremental y durable del desempeño de 
los organismos operadores.

Los primeros pasos son la medición del agua potable a nivel de hogar y la despolitización del 
proceso de definición de tarifas por los servicios de agua potable y saneamiento, con el fin de 
lograr que reflejen fielmente el costo del servicio. Los organismos operadores, municipales o 
metropolitanos, deben contar con personal técnico especializado de carrera y un consejo ciu-
dadano de administración.

Restauración ecológica. La restauración de las principales cuencas y subcuencas del país es 
prioritaria, por lo que deberá asegurarse que todas las descargas de aguas residuales paguen 
el derecho por el uso de los cuerpos receptores para mejorar el tratamiento de las aguas ser-
vidas. Estos recursos permitirán reinvertir en cada cuenca y subcuenca para su restauración y 
limpieza.

Saneamiento con una visión de cuenca. Como principio básico de política, cada zona me-
tropolitana o municipio debe entregar el agua servida o disponerla a los cuerpos de agua con 
mejor calidad de lo que la recibió dentro de una misma cuenca. Si el municipio no tiene la ca-
pacidad para ello, el estado y la federación tomarán las medidas necesarias y los apoyarán. La 
política pública debe incentivar en forma efectiva este principio básico; con ello la cuenca se 
verá beneficiada.

Economía circular. La nueva política fomentará la economía circular y el reúso del agua, así 
como que los usuarios descarguen sus aguas residuales con mejor calidad de la que establecen 
las normas. Para ello se creará el Programa Nacional de Reúso del Agua, que obligue a los gran-
des usuarios a intercambiar agua de primer uso por agua tratada.

Vigilancia de las descargas. Se deben mejorar los mecanismos de vigilancia de las descargas 
de aguas residuales en las cuencas y subcuencas principales, contando con la cantidad de ins-
pectores necesarios para verificar el cumplimiento de las normas.

Sistema financiero. Es imperativo fortalecer y modernizar el sistema financiero del agua, para 
canalizar mayores y más diversos recursos financieros (públicos, privados y sociales) al sector 
hídrico a través de distintos instrumentos.

Agua en la agricultura. Se debe generar un nuevo modelo de administración pública y gestión 
operativa del sector de agua para el campo y el desarrollo agroalimentario, orientado al ahorro 
y uso eficiente del agua en la producción de alimentos, a través del incremento de la produc-
tividad del agua, la tecnificación del riego, la innovación tecnológica, la capacitación de los 
productores y la reconversión de cultivos de acuerdo con la disponibilidad del agua.

El ciclo hidrológico. La política hídrica debe tener objetivos claros de protección del ciclo hi-
drológico y el medio ambiente, y fomentar la implementación de soluciones de infraestructura 
verde para mantener la integridad del ciclo hidrológico y obtener otros cobeneficios asociados.

Sector extractivo y la industria. El sector primario extractivo, la minería, la industria afín y 
la generación de energía, públicas o privadas, deben contar con los incentivos necesarios y las 
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sanciones adecuadas para proteger y conservar el medio ambiente y sus comunidades vecinas, 
y para fomentar prácticas socialmente responsables de gestión corporativa del agua.

Infraestructura hídrica. Es imperativo realizar inversiones importantes para asegurar el buen 
funcionamiento y mantenimiento del sistema de presas; de infraestructura para el control y 
regulación de corrientes y cuerpos de agua; la innovación y mejoramiento permanentes de las 
redes nacionales de medición de la cantidad y de la calidad del agua, y del Sistema Meteoroló-
gico Nacional, a través de esquemas con participación pública y privada, con ventajas compa-
rativas, incluyendo la reducción de costos para el Estado, el uso de tecnologías de vanguardia, 
y distintas modalidades de financiamiento.

ENERGÍA LIMPIA, CONFIABLE Y ACCESIBLE PARA UN MÉXICO 
SIN LÍMITES

LÍNEAS DE ACCIÓN PRIORITARIAS

1. Garantizar el cumplimiento del marco constitucional, del Estado de Derecho y 
reestablecer la transparencia en el sector energético.

2. Reestablecer la capacidad operativa, técnica y de gestión de las instituciones del sector: 
SENER, CNH, CRE, ASEA, CONUEE, CENACE, CENAGAS, CONASENUSA.

3. Llevar a cabo una planeación integral, participativa e incluyente del sector energético, en 
torno a las necesidades de la ciudadanía y de los estados.

4. Extender y fortalecer la Red Nacional de Transmisión y las Redes Generales de Distribución 
para la incorporación acelerada de energías limpias.

5. Revisar, o en su caso definir, el arreglo institucional y regulatorio para integrar las 
iniciativas en materia de eficiencia y descentralización energética.

6. Reestablecer la operación del mercado eléctrico mayorista, bajo criterios económicos y 
ambientales, y garantizar la operación efectiva del Fondo de Servicio Universal.

7. Reestablecer las subastas eléctricas, incluyendo las de energías limpias.

8. Reestablecer las rondas petroleras bajo criterios de sustentabilidad y transición 
energética, y proponer un camino (hoja de ruta) hacia la descarbonización del sector 
hidrocarburos.

9. Crear una Comisión Intersecretarial para definir las estrategias, acciones y tiempos de la 
transición energética, incluyendo acciones específicas para PEMEX.

10. Crear una Comisión Intersecretarial, de manera conjunta con el Gabinete de Seguridad, 
cuyo objetivo prioritario sea vigilar y asegurar la operación de la logística de hidrocarburos.

Energía limpia, confiable y accesible para todas y todos

La energía es un insumo fundamental para el desarrollo y bienestar de México. La energía es el 
eje que apuntala un desarrollo sostenible, circular, más justo.

La nación cuenta con enorme riqueza en recursos naturales que, de ser debidamente aprove-
chada, le permitirá modernizar sus sistemas energéticos, haciéndolos más sustentables, efi-
cientes y resilientes en beneficio de todos. Sin embargo, México enfrenta riesgos de desabasto 
de energía, la electricidad que genera es contaminante y la producción de hidrocarburos no 
cubre la demanda.

Por ello, con apego a la Constitución, es menester trazar una ruta que permita transformar la 
forma en que se produce y utiliza la energía, democratizando procesos y beneficios, innovando 
y develando oportunidades, para construir un futuro más brillante para sus ciudadanos, mar-
cado por el crecimiento inclusivo y una mejor calidad de vida.

México debe iniciar el tránsito hacia una matriz energética diversificada, en proceso de descar-
bonización, hacia el cumplimiento del objetivo de descarbonización neta cero. Las empresas 
del Estado deben alinear sus operaciones a la transición energética como eje para apuntalar la 
seguridad de suministro de energía limpia con eficiencia y rentabilidad en beneficio del país; 
este desarrollo se logra con medidas que abaten la brecha de género y promueven la inclusión 
social. Las comunidades y ciudades son parte central de la solución a los retos de seguridad 
energética y cambio climático.

México debe buscar la soberanía energética sobre las bases de un aprovechamiento sustentable 
de sus recursos. Para ello las empresas de energía del Estado se deben modernizar, aprovechan-
do las oportunidades que ofrece la cuarta revolución industrial y los referentes de transforma-
ción eficiente y rentable.

México debe crecer de manera incluyente y sostenible, y convertirse en líder de una transición 
energética justa, redefiniendo las bases de una economía política soberana, que potencia el 
valor de los recursos de la Nación, genera empleos de calidad y bienestar para todas y todos.

Una política basada en principios facilita la construcción de consensos y asegura que el marco 
energético del país sea congruente con sus objetivos de desarrollo. Tres principios esenciales 
deben guiar la definición de política energética: Estado de Derecho y transparencia; justicia 
energética y participación ciudadana; y sostenibilidad y resiliencia energética.

Sector eléctrico

Para lograr las metas propuestas será necesario establecer un plan de financiamiento, con in-
versión mixta (pública y privada), cooperación internacional y financiamiento climático. Eso 
representará los siguientes beneficios:

1. El desarrollo de infraestructura en respuesta a las necesidades de la ciudadanía con 
especial énfasis en la atención efectiva de la pobreza energética.
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2. La operación eficiente y sostenible del sector eléctrico que se traduce en la mejora en la 
calidad y seguridad de suministro (reducción de cortes de energía y eventos de fuerza 
mayor), reducción de costos asociados y mayor capacidad para atender la demanda 
actual y futura.

3. El empoderamiento del consumidor y la democratización de la energía.

4. El desarrollo de infraestructura habilitadora para la electrificación y transformación 
sostenible de la economía mexicana.

5. La creación de empleos dignos y de bajo riesgo laboral, de cadenas de suministro, y el 
desarrollo regional sostenible.

6. La reducción de emisiones contaminantes y la adaptación al cambio climático.

México debe lograr la garantía del suministro eficiente, seguro, limpio y asequible de energía 
eléctrica, erradicar la pobreza energética y la brecha de género, aprovechar sus recursos natu-
rales e incrementar la resiliencia para hacer frente a los desafíos del cambio climático.

Estrategia de fortalecimiento. Para alcanzar los objetivos propuestos es necesario partir de 
una planeación integral, participativa e incluyente en torno a las necesidades de la ciudadanía 
y de los estados; ampliar y fortalecer al Sistema Eléctrico Nacional con acceso universal; y mo-
dernizar el sistema eléctrico para facilitar la integración de nuevas tecnologías que habiliten la 
electrificación y digitalización de la economía.

• Resulta imperativo descarbonizar el sistema eléctrico a través del incremento de energía 
renovable con metas de corto y largo plazo, el retiro gradual de centrales eléctricas fósiles 
obsoletas.

• Debemos trabajar en la reconversión de centrales eléctricas contaminantes para que 
usen combustibles más limpios y mecanismos de mitigación de GEI.

• Se debe facilitar la participación en el mercado eléctrico en condiciones de competencia 
y ampliación de la oferta de productos y servicios en beneficio de la ciudadanía.

• Fomentar la generación distribuida y comunitaria mediante energía renovable.
• Lograr la adaptación del sistema eléctrico a los estragos del cambio climático y su impacto 

en la seguridad de suministro, mediante la descentralización del sistema eléctrico para 
una gestión eficiente y sustentable de generación y consumo de electricidad.

• Fortalecer a la CRE, al CENACE y normalizar la operación del mercado eléctrico.

Comisión Federal de Electricidad

Una CFE moderna, eficiente y rentable es una condición indispensable para fortalecer y moder-
nizar al sector eléctrico, erradicar la pobreza energética, descarbonizar a la economía e incre-
mentar la resiliencia del sistema. Lograrlo requiere de un plan de financiamiento que incluya 
tanto recursos propios de la CFE, Pidiregas, APPs, Fibra E, como bonos sustentables.

Debemos convertir a la CFE es una empresa moderna, rentable, que brinde un servicio compe-
titivo, con gobernanza independiente y una matriz diversificada que contribuya a descarbonizar 
y a atender la demanda eléctrica de México. La CFE debe acceder a la energía más competitiva 
y con menor huella de carbono disponible.

Es necesario profesionalizar la gobernanza para contar con un Consejo de Administración in-
dependiente, responsable de los resultados de la empresa, integrado con criterios de paridad 
de género e independencia. (Se requiere modificar la ley para adicionar requisitos en nombra-
mientos de su Consejo de Administración).

Se debe garantizar que el gobierno federal otorgue los recursos necesarios para cubrir los subsi-
dios eléctricos a fin de evitar que impacten las finanzas de la CFE así como extender y fortalecer 
la Red Nacional de Transmisión y las Redes Generales de Distribución para la incorporación 
acelerada de energías renovables.

Eficiencia energética y descentralización

Las acciones propuestas servirán para reducir el consumo energético per cápita, disminuir la in-
tensidad energética y la huella de carbono de la economía. Para su implementación, se diseñará 
y ejecutará un Plan de Financiamiento, que contemple presupuesto federal, estatal y municipal; 
apoyos de la banca de desarrollo, incluyendo el Banco Mundial y el BID; colaboración de orga-
nizaciones no gubernamentales; financiamiento climático internacional e inversión privada.

Al redefinir la forma de concebir y consumir la energía, aumenta la eficiencia energética me-
jorando la calidad de vida de la población mexicana por medio del uso de los recursos de for-
ma responsable y efectiva. Existe un paradigma energético con base en la descentralización, 
para diversificar las fuentes de suministro, la distribución de energía, reducir la dependencia de 
grandes centrales y fomentar la generación a pequeña escala.

Iniciativa privada. Es necesario revisar el arreglo institucional y regulatorio para integrar las 
distintas iniciativas que permitan implementar las acciones de eficiencia energética y de des-
centralización.

Infraestructura. Se debe fortalecer la Comisión Nacional para el Uso Eficiente de la Energía 
(CONUEE) y el FIDE y renovar equipos industriales y de alumbrado, y sustituirlos por equipos 
de última generación.

Entre las medidas adicionales para esta transición están:

• Impulsar los edificios y las viviendas verdes de interés social (con recuperación de agua 
pluvial, eficiencia térmica, paneles solares, y aislamiento, entre otros).

• Fomentar la movilidad eficiente en las ciudades.
• Adoptar normas de calidad de combustibles (biocombustibles sustentables, hidrógeno, 

etc.) y de eficiencia vehicular.
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• Complementar energía fósil con electricidad u otras tecnologías en los hogares, servicios 
e industria.

• Sustituir vehículos pesados y ligeros actuales por vehículos más eficientes y bajos en 
emisiones, así como crear una red troncal de carga.

• Tecnificar sectores productivos dentro de un modelo descentralizado y bajo en emisiones.

Sector hidrocarburos

Las acciones identificadas para este sector ayudarán a fortalecer la seguridad y resiliencia de 
abasto de petrolíferos y gas natural en un contexto de transición energética, elevarán la renta 
petrolera, financiarán la investigación y el desarrollo en nuevas tecnologías, y contribuirán a 
alcanzar progresivamente la neutralidad de carbono de todas sus operaciones en el largo plazo.

Para su implementación es necesario desarrollar un Plan de Financiamiento, modificando las 
reglas del Fondo Mexicano del Petróleo, para darle mayor independencia frente del Ejecutivo 
y establecer un fondo verde transexenal para financiar el desarrollo de nuevas tecnologías en 
materia de captura y reducción de emisiones, así como el desarrollo de nuevas fuentes de ener-
gía limpia. Deben utilizarse ingresos del Fondo Mexicano del Petróleo y de las inversiones direc-
tas que lleve a cabo la iniciativa privada. Se evaluará también, y de ser necesario se ajustará, el 
impuesto al carbono y se focalizarán los subsidios a los combustibles.

Con estas medidas se optimiza la renta petrolera en beneficio de la ciudadanía y el financia-
miento de la transición energética, disminuye la dependencia de las importaciones de gas, se 
fortalece toda la cadena de logística con el fin de elevar la resiliencia ante cambios bruscos en el 
abastecimiento tanto nacional como internacional y se incorporan las nuevas tecnologías que 
aseguran, en el largo plazo, la neutralidad de carbono en todas las operaciones de la industria.

La estrategia también incluye:

• Reestablecer las rondas petroleras.
• Fortalecer a reguladores del sector (CRE y CNH), así como a CENAGAS, IMP y ASEA.
• Fortalecer al CENAGAS como gestor y transportista, para llevar a cabo la planeación del 

sector a nivel nacional y las licitaciones previstas en la Ley de Hidrocarburos.
• Otorgar los permisos y autorizaciones rezagados en la CRE, CNH y SENER.
• Desarrollar infraestructura logística (transporte y almacenamiento) de petrolíferos.
• Crear una Comisión Intersecretarial, de manera conjunta con el Gabinete de Seguridad, 

cuyo objetivo prioritario sea vigilar y asegurar la operación de la logística de hidrocarburos, 
con el fin de erradicar el saqueo clandestino de combustibles y otras actividades ilícitas.

PEMEX

Las medidas que se proponen requieren, en algunos casos, de inversiones que deberán prove-
nir de la propia empresa, del presupuesto federal y del sector privado. Todo como parte de un 
nuevo plan de negocios con un enfoque de descarbonización.

Pemex debe ser una empresa rentable, cuya operación tiene que convertirse en columna ver-
tebral para lograr en el largo plazo la neutralidad de carbono. Está en el interés y obligaciones 
de PEMEX actuar con responsabilidad frente a todos los grupos sociales de interés, a través del 
ejercicio de una gobernanza profesional que motive la transparencia y la rendición de cuentas.

La estrategia de transición incluye, entre otras medidas:

• Profesionalizar la gobernanza, buscando que el Consejo de Administración sea 
independiente y responsable por los resultados de la empresa, e integrar el Consejo con 
criterios de paridad de género.

• La modificación de su ley para establecer nuevos requisitos de nombramiento de su 
Consejo de Administración.

• Realizar la exploración y producción siguiendo estándares internacionales.
• Disminuir la producción de emisiones y elevar la calidad de los combustibles.
• Fomentar el uso y desarrollo de energías limpias y adoptar tecnologías eficientes de cero 

emisiones.
• Disminuir el venteo y quema de gas a estándares internacionales.
• Abatir el robo de combustible.
• Disminuir los costos operativos y financieros.
• Reestructurar la deuda financiera y laboral.
• Eliminar a la brevedad posible la deuda con proveedores.
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DEMOCRACIA  
Y ESTADO DE DERECHO

LÍNEAS DE ACCIÓN PRIORITARIAS

1. Acotar los excesos en las actuaciones del Ejecutivo mediante el fortalecimiento de los 
contrapesos que marca la Constitución y de la vigilancia ciudadana.

2. Fortalecer la independencia y capacidades de los órganos autónomos del Estado.

3. Fortalecer a la Suprema Corte como custodia de la integridad constitucional y de la 
justicia.

4. Fortalecer la capacidad de acción de todos los órganos encargados de impartir justicia, 
tanto a nivel federal como local, con el propósito de reducir la impunidad.

5. Restablecer los mandos civiles en las instituciones de seguridad pública y acotar las 
actuaciones de las Fuerzas Armadas a lo que marca la Constitución.

6. Convocar a una conferencia nacional sobre el federalismo con el objetivo de fortalecer 
las relaciones entre los tres niveles de gobierno: federal, estatal y municipal.

7. Garantizar a los ciudadanos la posibilidad de defenderse frente a abusos y acciones 
arbitrarias por parte de las autoridades.

8. Revalorar la importancia de la proximidad en la toma de decisiones locales y su 
influencia en la participación ciudadana.

9. Los principios democráticos y la defensa y promoción de los derechos humanos 
deben constituir el fundamento del ethos ciudadano, sustentado en una cultura de la 
legalidad.

10. Realizar una reforma electoral integral entre octubre de 2024 y mayo de 2026 que 
comprenda el funcionamiento de los órganos electorales, los procedimientos 
electorales, las condiciones de la competencia electoral y el sistema de partidos.

11. Fortalecer los órganos de supervisión y control del origen de los recursos para las 
campañas electorales.

12. Obligar a que los congresos del país cumplan sus obligaciones legales y políticas 
mediante un sistema de responsabilidades administrativas y políticas.



138 139

13. Realizar una revisión integral del procedimiento de designación de los integrantes de la 
Suprema Corte, con el fin de incorporar la opinión de la judicatura, el gremio legal y la 
academia en el proceso de selección.

14. Crear una Comisión especial de nombramiento, conformada por quince expertos 
independientes para designar a miembros de instituciones autónomas.

15. Formular un plan destinado a un aumento progresivo en el número de órganos 
jurisdiccionales para alcanzar una proporción equitativa en relación con la población.

I. DIAGNÓSTICO: ¿DÓNDE ESTAMOS?

México es hoy una democracia con mayor pluralismo, libertades, y pesos y contrapesos que a 
fines del siglo XX. Sus instituciones electorales han permitido mayor transparencia y equidad 
en la competencia entre partidos y candidatos. Sin embargo, en los últimos años, la democra-
cia mexicana ha sufrido un deterioro acelerado, así como un desencanto generalizado con esta 
forma de gobierno, lo que exige atención inmediata. Gran parte de esta desilusión proviene de 
las promesas incumplidas de progreso social y económico que acompañaron a la transición 
democrática y el cambio a un modelo económico neoliberal.

Analistas, políticos y organismos internacionales han señalado una tendencia regresiva en ma-
teria democrática a nivel global. Distintos índices de democracia muestran un incremento sig-
nificativo en el número de regímenes autoritarios en el mundo, así como una disminución de las 
democracias plenas. México no es ajeno a esta tendencia. Lo que alguna vez se consideró una 
democracia imperfecta, ha decaído en los últimos años a la categoría de un “régimen híbrido”, 
caracterizado por la combinación de instituciones democráticas con tendencias autoritarias.

Antes de 2018, la democracia mexicana presentaba varias asignaturas pendientes; sin embargo, 
por casi tres décadas, había ocurrido un proceso gradual, a veces titubeante, de mejora de las 
instituciones y prácticas democráticas. A pesar de la persistente y aguda problemática de la 
corrupción, la desconfianza generalizada en las instituciones políticas, así como la prevalencia 
de la impunidad, se había instaurado un proceso para contrarrestar los abusos del poder presi-
dencial. Esta evolución tuvo sus inicios en los años setenta por exigencia de la oposición.

A partir de 2018, lejos de corregir sus deficiencias, la democracia mexicana se ha deteriorado 
en áreas clave como la concentración del poder en la figura presidencial y el debilitamiento 
del pluralismo político; la erosión de la legalidad y el Estado de Derecho; el resquebrajamiento 
del pacto federal; la limitación de la independencia de instituciones autónomas, así como la 
contracción del espacio cívico y el retroceso en el ejercicio de algunas libertades civiles. Es im-
perativo atender esta situación debido al riesgo real y tangible de que la democracia en México 
se deteriore al punto de transformarse en un sistema autoritario.

En 2022, y por cuarto año consecutivo, México retrocedió en la evaluación sobre Estado de De-
recho del World Justice Project que posicionó a México en el lugar 115 de 140, solo por encima 
de países como Irán, Turquía y Venezuela. Además, a pesar de contar con derechos políticos y 
civiles fundamentales, muchos mexicanos perciben que la democracia ha fallado en considerar 

sus necesidades, y la confianza en las instituciones, sobre todo en los partidos políticos, es no-
tablemente baja. Lo anterior contrasta con los altos niveles de confianza y aprobación popular 
que gozan instituciones como las fuerzas armadas.

Esta realidad ha propiciado la aparición de líderes como Andrés Manuel López Obrador que, 
aunque elegidos democráticamente, desafían las normas e instituciones democráticas, al 
tiempo que buscan debilitar los mecanismos de control y de equilibrio del poder. Todo esto al 
amparo de un discurso que, por un lado, atribuye las deficiencias democráticas a institucio-
nes diseñadas para favorecer a las élites; por otro, justifica la transformación del régimen en 
aras del bienestar generalizado de la población, aun cuando esto no se traduce en una mejora 
significativa en la calidad de vida de los mexicanos ni en sus niveles de ingreso ni en el acceso 
efectivo a derechos como la salud y la educación.

Regreso del hiperpresidencialismo

La concentración del poder en la figura presidencial es uno de los síntomas más claros de la 
degradación de la democracia mexicana. Uno de los pilares fundamentales del proceso de tran-
sición democrática fue la descentralización del poder presidencial como medida preventiva 
contra el abuso. No obstante, en los últimos cuatro años, se ha reinstaurado el hiperpresiden-
cialismo. Hoy, el presidente de la República ejerce el poder de forma discrecional; sus decisio-
nes no están sujetas a control externo por parte del Congreso, ni a supervisión interna de las 
entidades gubernamentales.

La concentración de poder surgió como resultado del voto popular que le dio al presidente ma-
yorías calificadas en ambas cámaras al inicio del sexenio y luego, mediante políticas de coop-
tación de órganos autónomos, de ataques a organizaciones civiles y, de amedrentamiento de 
adversarios y medios de comunicación, entre otros.

La concentración del poder en la figura del presidente se ha justificado como una solución a la 
corrupción y un prerrequisito para alinear al Estado con los intereses populares. El argumento 
principal es que la dispersión del poder permite a intereses especiales socavar al Estado. El 
fortalecimiento del ejecutivo federal ha estado acompañado por la presencia constante del 
presidente en la esfera pública y por un discurso polarizador que favorece la confrontación 
mediante ataques y descalificaciones dirigidos a cualquier opositor o crítico del gobierno. Este 
antagonismo creciente ha restringido las posibilidades de entendimiento al crear la percepción 
de que solo se puede estar a favor o en contra del gobierno.

Legalidad y Estado de Derecho

Otro indicador de la erosión democrática es el desprecio por la legalidad y el Estado de Dere-
cho. Aunque repite que nadie está por encima de la ley, en los últimos cuatro años el presidente 
ha intentado interferir con el funcionamiento de la Suprema Corte de Justicia. Desde el 2018, el 
oficialismo ha impulsado cambios legales sustantivos alineados con su agenda política, presio-
nando públicamente al poder judicial para que se adhiera a ellos. Es responsabilidad de la Corte 
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actuar como árbitro frente a una mayoría en los otros dos poderes del Estado; no obstante, en 
ciertas ocasiones, ha actuado en función de los temores o preferencias políticas del presidente.

En un período de cuatro años, se han promulgado leyes que transgreden disposiciones consti-
tucionales, como aquellas relacionadas con el sector de la industria eléctrica, así como medi-
das para colocar a la Guardia Nacional bajo el control de la Secretaría de la Defensa Nacional 
(SEDENA). También se han emitido decretos con el propósito de clasificar obras públicas como 
de seguridad nacional, con la intención de eludir la adhesión a las regulaciones de adquisición 
y transparencia. Como resultado, se han impulsado aproximadamente 60 acciones legales de 
inconstitucionalidad y controversias constitucionales, muchas de las cuales siguen pendientes 
de resolución.

Por otra parte, existe un marcado déficit en las capacidades del sistema judicial a nivel local, 
donde se tramitan la mayoría de los litigios. De acuerdo con los datos más recientes del índice 
global de impunidad de México, el país tiene una cantidad de jueces cuatro veces menor (4.36) 
que el promedio mundial (17.83) por cada 100 mil habitantes. La falta de recursos suficientes se 
acompaña de falta de una cultura de la legalidad. La mitad de la población considera que la ley 
se respeta muy poco en el país. En una sociedad caracterizada por su pluralidad, fragmentación 
y desigualdad, es imperativo contar con un sistema eficiente para resolver los desafíos sociales. 
La ausencia de esta estructura no solo afecta la cohesión social, sino que también socava los 
cimientos de la democracia, debilitando su capacidad de resolver conflictos.

Militarización

La militarización y la politización de las fuerzas armadas también han debilitado el sistema 
democrático en México. En los últimos cinco años, el ejército ha asumido la administración de 
aduanas, la ejecución de proyectos de infraestructura pública, la gestión de programas sociales 
y la operación de la Guardia Nacional. A esto se añade el hecho de que el ejército maneja cada 
vez más recursos y ejerce una influencia cada vez más contundente en la toma de decisiones 
gubernamentales. La democracia, por definición, es de carácter civil, y el creciente papel de las 
fuerzas armadas socava el equilibrio democrático por distintas razones. Primero, la superiori-
dad del ejército sobre las policías locales favorece la concentración de poder en detrimento de 
un federalismo funcional y balanceado. Además, al ser entrenados para enfrentar amenazas a 
la seguridad nacional, es más probable que incurran en abusos de fuerza y violaciones de dere-
chos. Por último, bajo el paraguas de la seguridad nacional, las instituciones militares tienen 
menos contrapesos y mecanismos de rendición de cuentas que las entidades civiles. Esta pro-
blemática se agrava con la captura de instituciones autónomas de control y supervisión, como 
la Comisión Nacional de Derechos Humanos.

Erosión de instituciones autónomas

Un factor adicional que ha minado el funcionamiento democrático de México en los últimos 
años es la erosión de los organismos constitucionales autónomos. El poder ejecutivo federal 
ha buscado reducir su autonomía o neutralizarlos utilizando argumentos como sus altos cos-

tos operativos. Otros métodos de control incluyen nombramientos selectivos, privilegiando la 
lealtad sobre la experiencia técnica, o el retraso en la designación de titulares para limitar su 
capacidad de acción. Sin duda, el Instituto Nacional Electoral (INE) —un pilar en la transición 
democrática del país—, ha sido uno de los más afectados al enfrentar difamaciones hacia algu-
nos de sus consejeros, recortes presupuestarios y cambios estructurales dirigidos a obstaculizar 
su desempeño profesional e imparcial.

Revocación de mandato

Finalmente, un elemento de incertidumbre para el sistema democrático mexicano es la revo-
cación del mandato presidencial, introducida en 2019 y aplicada con fines experimentales en 
2022. Aunque diseñada originalmente para castigar a los líderes electos, en el caso de México, 
fue promovida por el presidente y sus seguidores con fines de relegitimación. El proceso de re-
vocación es relativamente fácil de convocar, al requerir solo el 3 % de los electores registrados. 
Se trata de una potencial fuente desestabilizadora, ya que podría ser aprovechada por el par-
tido perdedor para desafiar al presidente en el futuro (2028) y obstaculizar la gobernabilidad 
del país. Además, el uso de este tipo de mecanismos fuera del marco constitucional socava su 
efectividad al convertirse en un instrumento de legitimación del poder que acentúa el perso-
nalismo y el patrimonialismo en el ejercicio de la política.

Movilización social y consolidación democrática

En medio de los desafíos que enfrenta, la democracia mexicana ha mostrado señales de resis-
tencia. El sistema cuenta con salvaguardias institucionales para prevenir una ruptura total del 
orden democrático. Hasta la fecha, diversos factores han contribuido a atenuar los excesos y 
a proteger la normalidad constitucional, entre ellos el propio poder judicial, la sociedad civil 
organizada, las instituciones educativas y los medios de comunicación. La combinación de es-
tas fuerzas ha permitido mantener un nivel mínimo de institucionalidad en la vida nacional. A 
partir de ello es viable anticipar una recuperación gradual de la gobernabilidad democrática y 
un fortalecimiento del Estado de Derecho. Este esfuerzo demanda la colaboración de todas las 
fuerzas y voluntades presentes en una sociedad diversa y plural como la mexicana. Este diag-
nóstico tiene como objetivo establecer los cimientos de las acciones en esta dirección.

II. VISIÓN DE PAÍS: ¿DÓNDE QUEREMOS ESTAR?

México se encuentra en un momento en el que debe definir si quiere consolidar su vida de-
mocrática o retroceder a su pasado autoritario. En medio de una atmósfera de polarización y 
desconcierto, es imperativo trazar una visión que sea al mismo tiempo clara, realista y progre-
sista para el futuro del país. Esta visión debe enraizarse en los principios fundamentales que 
sustentan una sociedad justa, igualitaria y libre.
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México con elecciones libres, transparentes y competitivas

La columna vertebral de toda democracia radica en la celebración de elecciones libres y equita-
tivas. A lo largo de casi tres décadas, los mexicanos han evaluado el desempeño gubernamental 
mediante su voto, el derecho por excelencia en cualquier sistema democrático. Este logro se ha 
materializado y afianzado gracias a la presencia de autoridades electorales independientes, que 
fungen como garantes para asegurar que las reglas y procedimientos electorales se apliquen 
de manera justa e imparcial a todos los actores políticos. México debe persistir en garantizar la 
celebración de elecciones competitivas y transparentes, contando con autoridades autónomas 
y profesionales que salvaguarden la neutralidad e integridad de los procesos electorales.

México plural

La auténtica democracia abraza la multiplicidad de opiniones y perspectivas presentes en una 
sociedad, al tiempo que les proporciona canales apropiados para su libre expresión. México 
es un país diverso, en el que convergen elementos como una Constitución democrática, una 
Suprema Corte independiente, la representación de minorías en el Congreso, una multiplicidad 
de partidos políticos, entidades autónomas como el Instituto Nacional Electoral, gobiernos 
estatales y municipales de oposición, así como un mosaico de agrupaciones sociales, medios y 
redes de comunicación independientes.

Es indispensable reconocer el valor intrínseco del pluralismo mexicano, y subrayar su función 
en la construcción de una sociedad dinámica, donde numerosas voces pueden manifestarse, 
coexistir y confrontarse en un entorno de paz y concordia. La promoción de comportamientos 
cooperativos y la construcción de confianza entre todos los ciudadanos solo puede materiali-
zarse mediante un diálogo nacional respetuoso, inclusivo y constructivo. La democracia es la 
única forma de gobierno con la capacidad de lograr esto de manera ordenada e institucional.

México con poderes regulados

El anhelo de un estado democrático como México es el de contar con poderes regulados, es 
decir, que el poder no sea discrecional ni arbitrario, sino que se someta a las leyes establecidas. 
Este objetivo es una condición necesaria para evitar la concentración de poder y asegurar un 
equilibrio. En esencia, se trata de evitar que el poder sea absoluto. En este contexto, es impor-
tante reconocer la vitalidad de la separación de poderes como un pilar esencial para la vida 
democrática del país.

Además, para prevenir posibles abusos y velar por la integridad del sistema, se debe mantener 
una vigilancia constante del ejercicio del poder. Esta supervisión no debe ni puede limitarse al 
marco constitucional, que establece la coexistencia de distintos poderes y órganos autónomos, 
sino que debe extenderse a toda la sociedad en su conjunto. Los medios de comunicación y las 
organizaciones de la sociedad civil desempeñan un papel crucial en este sentido al servir como 
un contrapeso y un mecanismo de transparencia.

Finalmente, es necesario preservar el acceso a la vía judicial como último recurso. A pesar de 
los desafíos históricos que México ha afrontado en este ámbito, es preciso garantizar a los 
ciudadanos la posibilidad de defenderse frente a abusos y acciones arbitrarias de parte de au-
toridades para mantener un sistema auténticamente justo y equitativo.

México con un pacto federal renovado

Un modelo federal implica la convivencia funcional y armoniosa entre distintos niveles de go-
bierno. Permite mantener una buena dosis de autonomía de parte de sus miembros, al tiempo 
que preserva la cohesión por medio de una autoridad central encargada de guiar el sistema 
en su conjunto. México requiere de un pacto federal renovado que reformule y reestructure 
la organización y distribución del poder político en el país. Esto supone el establecimiento de 
una dinámica de contrapesos robusta y funcional que, por un lado, logre un equilibrio efectivo 
entre los diferentes niveles de gobierno —federal, estatal y municipal— y, por otro, responda de 
forma eficiente a necesidades locales específicas.

Al mismo tiempo, un federalismo renovado tiene el potencial de fortalecer el sistema demo-
crático en su conjunto desde lo local. La relación cercana entre los gobiernos estatales y mu-
nicipales con la ciudadanía puede ser un laboratorio valioso de innovación democrática. En 
consecuencia, es fundamental revalorar la importancia de la proximidad en la toma de deci-
siones locales y su influencia en la participación ciudadana.

México con una Suprema Corte independiente

La Suprema Corte ocupa un papel central en la vida democrática del país pues su labor permite 
contrarrestar los posibles excesos de los otros poderes de la unión. Al igual que la de los órga-
nos constitucionalmente autónomos, la legitimidad de la Suprema Corte no proviene de las 
urnas, sino que emana de la eficacia de sus resoluciones. Su función principal es fungir como 
contrapeso que asegure el equilibrio entre poderes ejecutivo y legislativo, y mantener el orden 
constitucional mediante la supervisión y la regulación. En este sentido, su trabajo también se 
traduce en la protección de los derechos fundamentales de los ciudadanos que constituyen el 
pilar de cualquier sociedad democrática, al tiempo que representa una barrera natural contra 
cualquier intento de erosionar la transparencia y rendición de cuentas

Es de vital importancia fortalecer la posición de la Suprema Corte como custodia de la inte-
gridad constitucional y de la justicia. Su independencia debe defenderse de manera enérgica y 
decidida. Esto requiere proveerla con los recursos adecuados, establecer salvaguardias contra 
cualquier interferencia política y mantener una absoluta transparencia en todos sus procesos. 
Solo así es posible que cumpla su función como defensora de los derechos y libertades de los 
ciudadanos.
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México con un Estado de Derecho sólido y una cultura de la 
legalidad

Ninguna solución democrática tolera la represión, pero tampoco ningún Estado constitucio-
nal debe optar por la indulgencia ante actos delictivos. Para consolidar un Estado de Derecho 
pleno, México debe fortalecer la capacidad de acción de los órganos encargados de impartir 
justicia, tanto a nivel federal como local, con el propósito de reducir la impunidad. Para cumplir 
cabalmente con sus responsabilidades en materia de justicia, México debe apoyarse en insti-
tuciones facultadas para investigar y perseguir delitos, dotándolas de los recursos necesarios 
para garantizar un sistema de justicia eficiente y equitativo.

Sin embargo, afianzar el Estado de Derecho en el país va más allá de la mera elaboración de 
leyes y la creación de instituciones para su ejecución. La conducta individual de cada ciudadano 
es, también, una condición necesaria para lograr este objetivo. Los principios democráticos y 
la defensa y promoción de los derechos humanos deben constituir el fundamento del ethos 
ciudadano, sustentado en una cultura de la legalidad. Debemos dejar atrás la idea de actuar 
por miedo al castigo, o por la búsqueda de recompensa, y empezar a actuar por la conciencia 
de que necesitamos un entorno mejor para vivir. Fomentar la legalidad significa arraigar en la 
sociedad la importancia de respetar y acatar las leyes, no solo como un deber, sino como una 
convicción que contribuye al bienestar colectivo.

III. ¿CÓMO LLEGAMOS AL MÉXICO QUE QUEREMOS?

Se presentan once propuestas para fortalecer el marco institucional del país y la democracia y 
el Estado de Derecho en México.

Sistema electoral y representación de partidos

1. Realizar una reforma electoral integral entre octubre de 2024 y mayo de 2026 
que comprenda el funcionamiento de los órganos electorales, los procedimientos 
electorales, las condiciones de la competencia electoral y el sistema de partidos. 
Órganos electorales. La reforma deberá asegurar su independencia presupuestaria 
mediante la implementación de un sistema transparente de rendición de cuentas sobre el 
uso de los recursos públicos. También regulará el proceso de selección de los miembros de 
los máximos órganos de dirección de las autoridades electorales. Además, se definirán con 
claridad las responsabilidades del órgano interno de control y la manera en que sus integrantes 
son designados. Por último, se fortalecerá el Servicio Profesional Electoral Nacional. 
Procedimientos electorales. Se propone incorporar métodos alternativos de votación, 
como sistemas de voto a distancia y urnas electrónicas. También se revisará la eficacia de la 
“casilla única” en elecciones concurrentes, con el objetivo de mejorar su funcionamiento. 
Además, se sugiere introducir una segunda vuelta en las elecciones para los poderes ejecutivos. 
Condiciones para la competencia electoral. Se propone una revisión exhaustiva 
del esquema de prerrogativas de los partidos políticos y del acceso a los 

medios de comunicación. Se busca fortalecer la fiscalización de los partidos 
políticos, agilizar la resolución de quejas y denuncias, y establecer mecanismos 
efectivos para hacer cumplir las resoluciones y sentencias. También se 
sugiere revisar el sistema de sanciones aplicadas a los partidos y candidatos. 
Sistema de partidos. Se propone revisar los requisitos para registrar nuevos partidos 
políticos y considerar la participación de la sociedad civil en decisiones internas de los 
partidos, especialmente en la selección de candidaturas. También se sugiere emitir 
directrices para la implementación de acciones afirmativas, determinadas por el INE. 
Finalmente, se propone revisar las normas relacionadas con la formación de coaliciones 
electorales.

2. Eliminar la cláusula de sobre representación del 8 % en el Congreso a nivel federal.

3. Revisar la viabilidad de mantener un sistema mixto de representación para los partidos 
políticos o avanzar hacia un modelo que amplíe la representación proporcional hasta 
alcanzar el 100 %.

4. La representación proporcional constituye un pilar esencial en el reconocimiento de la 
pluralidad que define a la sociedad mexicana. Es importante asegurar que ninguna fuerza 
política ostente una preeminencia abrumadora, y garantizar el equilibrio necesario para 
el adecuado funcionamiento del congreso.

5. Fortalecer los mecanismos de supervisión y control de los fondos asignados a las 
campañas electorales, dado el debilitamiento de las instituciones estatales en los tres 
órdenes de gobierno, producto de la influencia de grupos de la delincuencia organizada.

Control del poder político y equilibrio de poderes

6. Obligar a que los congresos del país cumplan sus obligaciones legales y políticas mediante 
la aplicación de un sistema de responsabilidades administrativas y políticas, respaldado 
por sanciones ejecutables. Esta medida tiene como finalidad reforzar el marco de 
obligaciones de los legisladores en su papel de servidores públicos. Normar la omisión 
legislativa como una violación del sistema de responsabilidades.

7. Realizar una revisión integral del procedimiento de designación de los integrantes de la 
Suprema Corte, con el fin de incorporar la opinión de la judicatura, el gremio legal y la academia 
en el proceso de selección. Las ternas que el presidente presenta al Senado suelen reflejar 
su visión personal y no siempre aseguran la inclusión de tres candidatos sólidos y viables. 
Además, es crucial reexaminar el proceso de elección del presidente de la Corte. El 
sistema vigente puede propiciar alineamientos personales entre los miembros, lo que 
puede perjudicar la toma de decisiones imparciales. Se propone la instauración de una 
presidencia anual, asignada con base en criterios objetivos como antigüedad u orden 
alfabético, para minimizar la influencia en las decisiones judiciales.

8. Crear una comisión especial de nombramientos, conformada por 15 expertos 
independientes para designar a miembros de instituciones autónomas. Esta comisión 
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será la encargada de evaluar y seleccionar a aquellos individuos que reúnan los méritos 
necesarios para asumir cargos de dirección en instituciones autónomas. Es esencial que 
los organismos autónomos se guíen por principios como capacidad, certeza, eficiencia, 
experiencia, mérito, neutralidad política, prestigio, integridad y profesionalismo. 
De esta manera, se asegurará que ni el presidente ni el Congreso intervengan en estos 
procesos, al mismo tiempo que se reducirá la posibilidad de que los nominados estén 
ligados a intereses partidistas o políticos.

Cultura de la legalidad y acceso a la justicia

9. Establecer un sistema nacional de consulta, asesoría y respaldo para ciudadanos que 
buscan acceder a la justicia. La implementación de un sistema completo de acceso a la 
justicia es fundamental para contrarrestar la corrupción, la violencia y la impunidad de 
manera efectiva.

10. Formular un plan destinado a un aumento progresivo en el número de órganos 
jurisdiccionales para alcanzar una proporción equitativa en relación con la población. 
Este enfoque garantizará una administración más eficiente y efectiva de la justicia.

11. Promover la inclusión activa de la ciudadanía en todos los niveles del sistema de 
impartición de justicia, incluyendo los consejos de judicatura tanto a nivel local como 
federal. Esta participación ciudadana debe ser de naturaleza profesional y selectiva, 
considerando la incorporación de colegios de abogados, instituciones de investigación 
legal y otras entidades. Su contribución enriquecerá el sistema, fomentando la 
transparencia y la rendición de cuentas.

Federalismo

12. Convocar a una conferencia nacional sobre el federalismo con el objetivo de fortalecer las 
relaciones entre los tres niveles de gobierno: federal, estatal y municipal. Un elemento 
fundamental será la reevaluación del pacto fiscal para otorgar a la federación y a las 
entidades federativas la posibilidad de colaborar en la formulación y actualización 
del presupuesto, de manera que se empodere a los estados y municipios con mayores 
atribuciones y se eleve la eficacia en la recaudación de impuestos.

Calidad de gobierno

13. Reestablecer un servicio civil de carrera en toda la administración pública. La implementación 
de un servicio civil de carrera en todos los niveles de la administración pública constituye 
un paso fundamental hacia la consolidación de una gobernanza sólida y eficiente. 
Un servicio civil competente no solo refuerza la estabilidad institucional, sino que 
también desempeña un papel crucial en la limitación del poder del ejecutivo en lo que 
respecta al nombramiento de funcionarios. Además, ofrece una serie de beneficios que 

van desde la prevención de complicaciones en las fases de transición gubernamental 
hasta la mitigación del riesgo de reversión de políticas que suele surgir con cambios 
frecuentes en el liderazgo.

Es posible superar la actual crisis de gobernabilidad en México mediante la creación de nuevas 
instituciones que reflejen la diversidad política e ideológica de la sociedad en su conjunto. Exis-
ten numerosas y variadas vías disponibles para lograr este propósito. Desde la perspectiva de 
quienes respaldamos este texto, la visión de país y las propuestas presentadas aquí representan 
una hoja de ruta sensata, entre otras posibles, para proteger y consolidar el orden democrático 
y el Estado de Derecho en México. Constituyen un esfuerzo de imaginación colectiva para dis-
cernir los consensos mínimos necesarios con el fin de alcanzar estos objetivos con miras a las 
elecciones presidenciales del 2024.
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GOBIERNOS  
DE COALICIÓN

México ha experimentado interrupciones en su proceso de democratización. A pesar de 
optar por una transición lenta y progresiva, el poder presidencial concentrado y el perso-
nalismo han sido obstáculos. Es esencial identificar y abordar estos problemas de manera 
adecuada. La solución no es más personalismo, sino una nueva institucionalidad. Las provo-
caciones y la retórica desmedida solo agravan la situación y socavan las instituciones.

La política debe evitar caer en la confrontación constante. Si la tendencia actual de enfren-
tamientos y divisiones continúa, el regreso a un sistema democrático y constitucional se 
retrasará indefinidamente. Es imperativo que se busque una nueva estructura institucional 
para México, alejándose de la polarización y centrando los esfuerzos en fortalecer la demo-
cracia y el estado de derecho.

Es crucial recordar que los resultados rápidos en el orden institucional suelen ser tempo-
rales. Si bien pueden ser eficaces a corto plazo, es esencial implementar medidas comple-
mentarias para asegurar resultados a largo plazo. La consolidación de la democracia y la 
reorganización del Estado deben ser prioritarias.

La idea de un gobierno de coalición es fundamental para la propuesta política del Frente 
Amplio. Dado que México no tiene una arraigada tradición de coaliciones, a diferencia de 
muchos otros países, es esencial que se priorice la formación, fortalecimiento y manteni-
miento de la coalición entre PAN, PRD, PRI y, si es posible, el MC.

A pesar de los desafíos del marco político y legal en México, es esencial aprender de otros 
países que han tenido experiencias exitosas con gobiernos de coalición. Estos gobiernos 
tienden a ser más estables y democráticos, y menos propensos a tomar decisiones impulsi-
vas o arbitrarias. El enfoque basado en hechos y en análisis objetivos, permite tomar deci-
siones más informadas.

El bienestar de la población debe ser el norte de las políticas públicas. Esto implica sacar a la 
población de la pobreza, mejorar la calidad de vida de las clases medias, que juegan un papel 
crucial en el desarrollo del país, y enfrentar desafíos como el bajo crecimiento, la pobreza, 
la desigualdad, entre otros. Para ello, es imperativo fortalecer las instituciones, promover la 
transparencia y asegurar el estado de derecho.
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El gobierno de coalición surge como una solución efectiva para abordar estos desafíos. Equili-
bra el desarrollo social y económico, asegura una utilización más racional de los recursos y pro-
mueve la transparencia y la rendición de cuentas en la asignación de presupuestos y contratos.

En el contexto actual de México, un gobierno de coalición es la respuesta adecuada. Aunque lle-
gar a consensos puede llevar más tiempo, un gobierno de coalición es vital para garantizar una 
gobernanza eficaz. Es una ventana de oportunidad hacia un futuro más brillante para México.

Pero la formación de un gobierno de coalición en México merece un cuidadoso análisis.

Los gobiernos de coalición se forman cuando quien encabeza el gobierno carece de mayoría en 
el congreso y la construye mediante acuerdos. Los gobiernos de coalición son un instrumento 
para la gobernabilidad, porque hacen viables los planes y programas de los gobiernos, a los 
que aseguran los recursos presupuestarios y legislativos necesarios. Es una figura típica de los 
sistemas parlamentarios, que va encontrando creciente acogida en los regímenes presidencia-
les, como lo acreditan muchos casos en América Latina y como lo prevé la propia Constitución 
mexicana.

El gobierno de coalición no es, por sí solo, una garantía de democracia y puede convertirse en 
una expresión enmascarada de arreglos cupulares. Disponer de mayoría en el congreso y actuar 
de manera democrática, no son sinónimos. El gobierno de Morena, por ejemplo, cuenta con 
apoyo mayoritario y eso no lo hace democrático.

El gobierno de coalición es una decisión instrumental, no estructural. Tiene dos variantes prin-
cipales: los coaligados aceptan apoyar el programa del gobierno, con algunas condiciones que 
hacen explícitas; o formulan un programa distinto al del convocante, pero comprometen su 
apoyo desde el parlamento o congreso.

Los gobiernos de coalición funcionan bien, donde existen las siguientes condiciones:

• Órganos colegiados denominados gobiernos, a los que el ordenamiento jurídico les 
confiere atribuciones específicas propias. En México no existe la figura constitucional ni 
legal de gobierno pues el poder ejecutivo completo recae en una sola persona (artículo 
82 constitucional). Si bien la Constitución alude al gobierno de coalición, ha quedado 
pendiente la norma que establezca el órgano al que se denomine “gobierno”.

• Administraciones públicas políticamente neutrales, a las que se accede por méritos. En 
México el servicio civil se convirtió en una simulación; la ley respectiva es deficiente y ha 
sido violada de manera sistemática. La administración pública depende por completo de 
la voluntad del presidente y de sus colaboradores.

• Sistemas representativos con las siguientes facultades:
 > participar en la elaboración del programa de gobierno,
 > supervisar y evaluar ese programa, y
 > controlar el eventual incumplimiento del programa por parte de los integrantes del 

gobierno.

En México el Congreso carece de esas facultades.

• Programas políticos de cada partido, con fundamento en los cuales se formulen acuerdos 
entre los coaligados.

 > Esos acuerdos implican la definición de prioridades compartidas.
 > Cuando un conjunto de partidos presenta un solo programa, se está ante una 

coalición electoral, no ante un gobierno de coalición.
 > La coalición electoral no excluye:

- un ulterior gobierno de coalición o, de manera más limitada,
- un pacto de legislatura que consiste en un programa legislativo limitado a asuntos 
puntuales.

Es posible que, desde la campaña, o antes de que esta principie, se elabore un acuerdo de go-
bierno de coalición, lo que significa:

• Que el acuerdo se basa en estimaciones de representación parlamentaria que pueden 
confirmarse o no, por los resultados electorales.

Los gobiernos de coalición se pueden discutir como una opción posible durante las campañas, 
pero por lo general se acuerdan con posterioridad a los comicios, una vez que se conoce la com-
posición del congreso. Es entonces cuando los partidos alcanzan acuerdos en función del peso 
parlamentario que tenga cada uno de ellos.

En los sistemas parlamentarios, los partidos de baja implantación electoral llegan a tener una 
importancia crucial al entrar en una coalición, pues hay ocasiones en que, aun siendo fuerzas 
marginales, su voto resulta definitivo para la investidura del jefe de gobierno. En un sistema 
presidencial no se produce el problema de la investidura, por lo que los partidos coaligados 
tienen un umbral de negociación más reducido.

En esencia, su importancia se traduce en la disposición para votar en favor de los presupuestos 
y de la legislación requerida para dar viabilidad al Programa de Gobierno. De ahí que sea tan 
relevante el número de votos que puedan aportar en ese proceso. Si la suma de legisladores de 
los partidos coaligados no es suficiente para alcanzar esos objetivos, es inevitable negociar con 
la fuerza o las fuerzas fuera de la coalición, o integrarlas también en ella.

Aunque para los electores es difícil saber o entender qué se quiere decir con “gobierno de coa-
lición”, el Frente Amplio por México está haciendo un esfuerzo por presentar contenidos sus-
tantivos, estrategias de gobierno y sus implicaciones.

Como se señaló antes, un gobierno de coalición exige, por definición, la presencia de un órgano 
denominado gobierno. En México tenemos la función de gobierno, pero no el órgano de go-
bierno. Desde el siglo XIX la administración pública ha sido colonizada por las fuerzas políticas 
dominantes.

La coalición de gobierno se puede definir antes de la campaña o después de las elecciones. Pero 
los resultados de cada opción son muy diferentes. Si los términos de la coalición de gobierno se 
determinan con antelación a la campaña, limitarán la capacidad discursiva y de negociación de 
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quienes figuren como candidatos. Si esa definición se aplaza para después de la campaña, como 
es usual, se estará convocando a votar sin que los electores sepan por lo que están sufragando.

En todos los procesos electorales las campañas se basan en un conjunto de propuestas para 
atraer votantes; en cambio un gobierno de coalición se constituye a partir de un programa con 
objetivos muy precisos, con indicadores de cumplimiento de los que depende la continuidad 
de ese tipo de gobierno.

El proyecto del Frente Amplio por México, debe plantear una plataforma común que, entre 
otras cosas, incluya que al triunfo en la elección presidencial, los partidos coaligados:

• Integrarán un gobierno de convergencia nacional, convocando a otras fuerzas políticas 
que estén dispuestas a sumarse a un esfuerzo compartido;

• Recuperarán la gobernabilidad del país con fundamento en la observancia de la 
Constitución y de las leyes, en la confianza en las instituciones y en la solvencia de los 
servidores públicos.

• Promoverán la democratización de la estructura de gobierno para que no subsista un 
poder concentrado, arbitrario, ineficaz y corrupto.

México enfrenta retos significativos en su proceso de democratización, donde el poder pre-
sidencial concentrado y el personalismo han sido barreras persistentes. La confrontación y 
polarización actuales amenazan con retrasar aún más la consolidación democrática. Es funda-
mental buscar una nueva estructura institucional, alejándose de la retórica divisiva y centrando 
los esfuerzos en robustecer el estado de derecho. Los gobiernos de coalición, aunque no son 
tradicionales en México, emergen como una solución para abordar los desafíos del país. Hay 
que aprender de otros países y priorizar el bienestar ciudadano, la transparencia y la rendición 
de cuentas en el contexto de un gobierno de coalición.

Esta es la clave para un México más próspero y democrático tal y como se propone en este 
Programa de Gobierno 2024-2030 del Frente Amplio por México.



154 155

RELACIONES  
CON EL EXTERIOR

LÍNEAS DE ACCIÓN PRIORITARIAS

1. Diseñar una política exterior de Estado con la participación de los tres poderes, los tres 
niveles de gobierno, especialistas y organizaciones sociales.

2. Elaborar una agenda internacional de riesgos e instaurar y contar con un gabinete de 
política exterior.

3. Diseñar una estrategia e instituir una Autoridad Nacional Fronteriza para la 
administración de las fronteras terrestres.

4. Diseñar una política migratoria y de refugio que privilegie la seguridad y los derechos 
de los migrantes, que considere los factores internos y externos de la migración.

5. Articular una estrategia para atraer inversiones y convertir al país en un nodo logístico 
importante de los procesos de relocalización industrial, transición energética, 
desarrollo tecnológico y digitalización.

6. Renovar la cooperación con agencias de seguridad e inteligencia del exterior, 
particularmente con Estados Unidos.

7. Diseñar una propuesta de política multilateral que impulse el desarrollo sostenible, 
promueva los derechos humanos, defienda a la democracia y contribuya a atender los 
grandes retos nacionales.

8. Atender las cumbres presidenciales, en particular las del G-20, cruciales para México.

9. Integrar la Agenda 2030 y los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) al plan nacional 
de desarrollo y a todos los planes sectoriales.

10. Asumir un compromiso pleno en la lucha contra el cambio climático, la preservación 
de la biodiversidad y el acceso al agua.

11. Reforzar el andamiaje institucional y los mecanismos de comunicación y coordinación 
con las principales agencias de Estados Unidos.

12. Reforzar la labor consular e incrementar sus recursos presupuestarios con una 
estrategia acorde con las necesidades de atención a los mexicanos en el exterior.
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13. Consolidar vínculos con Estados Unidos y Canadá para la integración de las cadenas de 
valor productivas que permitan una mayor competitividad al conjunto de la región de 
América del Norte.

14. Participar en la revisión del TMEC en 2026 con un equipo experimentado y sensible que 
incluya a actores no gubernamentales relevantes.

15. Fortalecer las relaciones con los países de Centroamérica y el Caribe, en especial con 
Guatemala y Belice.

16. Relanzar la estrategia de acercamiento con China.

17. Firmar y ratificar el Acuerdo Global modernizado con la Unión Europea y reencauzar las 
relaciones con España.

18. Elaborar un mapa de socios estratégicos claves y aliados naturales para temas concretos 
con países afines del Sur Global.

19. Asegurar la asignación de recursos presupuestarios para la SRE y contar con personal 
profesional suficiente para cumplir con sus funciones mediante un aumento de plazas del 
Servicio Exterior Mexicano (SEM).

20. Impulsar de forma transversal una política exterior que defienda los valores de la 
democracia y los derechos humanos, y que incorpore una perspectiva de género y 
diversidad que reduzca las desigualdades.

RELACIONES CON EL EXTERIOR

México es un país con una larga tradición de política exterior activa lo que le ha permitido 
administrar riesgos a su soberanía y aprovechar oportunidades en aras de su desarrollo econó-
mico y social.
Actualmente los riesgos se han acrecentado. La ausencia de una política de fronteras estructu-
rada y bien articulada ha llevado a agravar problemas de seguridad, tráfico de personas, mer-
cancías, armas, drogas y otros ilícitos complicando la vida de nuestras comunidades fronterizas 
y la relación con nuestros vecinos. Mismo ha sido el caso de la administración de la migración.
La presencia nacional e internacional de las organizaciones criminales mexicanas ha crecido en 
forma desmedida sin un correlato en la cooperación con Estados Unidos, América Latina y el 
resto del mundo, imprescindible para el combate de los delitos transnacionales.
En el área de oportunidades, el comercio con Estados Unidos, uno de los pilares de la economía 
mexicana, se ve amenazado por políticas energéticas y de medio ambiente inadecuadas.
Esta situación refleja la ausencia de una política exterior de Estado, de una estrategia estruc-
turada de largo plazo con objetivos precisos y de un plan organizacional para alcanzarlos. No 
existe un gabinete de política exterior, no hay articulación interinstitucional entre los tres ni-
veles de gobierno y, las capacidades y el andamiaje institucional se encuentran más debilitados 
que nunca. La reconstrucción y reconformación de nuestra política exterior es uno de los prin-
cipales retos del próximo gobierno.

UNA POLÍTICA EXTERIOR DE ESTADO PARA EL SIGLO XXI

No existe un solo ámbito de responsabilidad del Estado mexicano que no esté afectado, directa 
o indirectamente, por eventos, fenómenos y tendencias mundiales. Vivimos en un mundo de 
rápidas transformaciones y fuertes contrastes.
Al mismo tiempo que la tecnología y otras múltiples expresiones nos conectan en tiempo real 
con otras sociedades, se acentúan las brechas sociales, se extienden las catástrofes naturales 
por el cambio climático y reemergen las crisis alimentarias, los nacionalismos, las amenazas a 
las democracias, la discriminación, la xenofobia, la polarización, las pandemias, las alteracio-
nes de las fronteras, los conflictos armados y la competencia por mercados.
En las próximas décadas nuestro país deberá tener claridad y capacidad para navegar en este 
entorno tan interconectado como desordenado, en donde las oportunidades serán de aque-
llos países que estén preparados. Las nuevas realidades exigen mejorar el diálogo, actualizar 
mecanismos y generar nuevas y mejores reglas para conducirnos hacia un estadio de bienestar 
compartido, sin que nadie se quede atrás.
Si bien la base de nuestro desarrollo nacional depende de la capacidad para poner la casa en 
orden, hoy en día no hay ningún sustituto interno a una política exterior de carácter transver-
sal, sólida, profesional, propositiva y visionaria. Una política exterior integral y de gran calado 
en materia de desarrollo económico y social es indispensable para identificar oportunidades, 
sortear amenazas y acordar reglas internacionales para mantener la paz, la estabilidad econó-
mica, el bienestar social, la sustentabilidad ambiental y la seguridad.
Al gobierno, como representante del Estado, le corresponde generar y mantener canales de 
comunicación y ambientes favorables para que las múltiples interacciones fluyan. Por ello la 
política exterior debe concebirse como un asunto de Estado y no de gobierno.
Además de la coordinación interinstitucional (mediante un gabinete de política exterior) y en-
tre los tres niveles de gobierno (por medio de una conferencia nacional de política exterior), 
el Estado debe contar con un andamiaje institucional robusto y profesional en México, en sus 
embajadas y consulados, con mecanismos de consulta y coordinación con el sector privado, las 
organizaciones sociales y la comunidad científica.

FRONTERAS PRÓSPERAS Y SEGURAS

Actualmente las dos fronteras terrestres de México presentan serios problemas en materia 
migratoria, ambiental, seguridad pública, narcotráfico, tráfico de personas, corrupción, salud 
y deficiente infraestructura humana y física para facilitar los cruces legales de personas y mer-
cancías y, a la vez, controlar actividades y flujos ilícitos.
Ambas fronteras terrestres, con dinámicas distintas, representan intereses vitales para Mé-
xico. Sin embargo, no contamos con una política integral de administración de fronteras. Los 
problemas fronterizos se atienden de manera reactiva y casuística y la articulación de políticas 
públicas para cada frontera carece de perspectiva de largo plazo.
Resulta imprescindible atender la problemática de manera bien diferenciada y acorde con las 
particularidades de cada frontera, con una visión estratégica integral que contemple sus inte-
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rrelaciones, sus impactos en otros países y la multiplicidad de actores gubernamentales, priva-
dos, sociales y comunitarios que ahí convergen.
México requiere una autoridad nacional fronteriza dentro del gobierno federal capaz de articu-
lar una estrategia de protección y administración de nuestras fronteras, a la que se le otorgue 
un amplio mandato de coordinación interinstitucional y las facultades para atender asuntos 
de la frontera norte y de la frontera sur. Esta instancia debe actuar como punto focal para 
negociar temas fronterizos con Estados Unidos, Guatemala y Belice a fin de evitar acciones 
unilaterales que afectan la dinámica en la zona.
El diseño de la estrategia y la administración de las fronteras va más allá de las autoridades fe-
derales. Resulta imprescindible contar con la participación y el compromiso de las autoridades 
locales, municipales y estatales, así como reforzar y ampliar los mecanismos de enlace fronte-
rizo para adecuarlos a las nuevas realidades. Adicionalmente, debe considerarse la vigilancia y 
administración de las fronteras marítimas, aéreas y de telecomunicaciones, como parte de la 
agenda de política exterior.

POLÍTICA MIGRATORIA APEGADA A LOS DERECHOS 
HUMANOS Y PROMOTORA DE LA INCLUSIÓN

La entrada y salida de mexicanos y extranjeros de territorio nacional es un tema central de 
nuestra política exterior. La indefinición en el gobierno federal sobre la instancia que diseña 
la política migratoria de México, como consecuencia de los cambios administrativos y el des-
plazamiento de funciones, ha generado ambigüedad, opacidad y conflictos de interés en las 
dependencias responsables.
Actualmente la política migratoria y el marco regulatorio mexicano son un listado de principios 
progresistas y garantistas que en la realidad se incumplen y contradicen. La política migratoria 
se ha militarizado, complicando aún más la situación para los migrantes y minando la reputa-
ción del país.
Resulta impostergable contar con una política migratoria y de refugio que privilegie la segu-
ridad y los derechos de los migrantes, que considere los factores internos y externos de la mi-
gración, que promueva la ampliación de vías a la migración laboral y el fortalecimiento de 
los sistemas de refugio en todo el continente, y que dote a las instancias responsables de los 
recursos presupuestarios para su buen funcionamiento.
Es prioritario restructurar y fortalecer a la Subsecretaría de Población y Migración, contar con 
información estadística precisa y actualizada, replantear la política de visas para abrir nuevas 
modalidades y fortalecer el sistema de refugio en su conjunto.
Es imperativo articular programas bien financiados para atender las necesidades de salud, edu-
cación, vivienda y trabajo de migrantes en tránsito, en coordinación con los gobiernos locales y 
las organizaciones de la sociedad civil.
La cooperación y la coordinación internacional resultan fundamentales en este tema. La posi-
ción de México como país de origen, tránsito y destino migratorio y de refugio obliga a contar 
una visión regional que contemple la comunicación y coordinación con Estados Unidos, prin-

cipal destino de nuestra migración y con los países centroamericanos y caribeños, principal 
origen de transmigrantes e inmigrantes.
Debemos reactivar los mecanismos regionales de concertación y desplegar una mayor partici-
pación en los foros hemisféricos y globales. México debe impulsar esquemas de movilidad la-
boral con portabilidad de derechos que atiendan las necesidades de países y sectores en donde 
existe escasez de mano de obra local.

POLÍTICA CONSULAR INCLUYENTE Y FORTALECIDA

México es uno de los países con mayor experiencia consular. Los consulados son la principal vía 
de vinculación y protección de las comunidades mexicanas en el exterior y la plataforma idónea 
de interlocución con autoridades subnacionales, actores económicos, organizaciones sociales 
y comunitarias
La red consular de México sirve para otorgar documentos de identidad y ayudar a los migran-
tes a resolver múltiples tramites y situaciones. Sin embargo, son serias las limitaciones con 
las que operan en materia de personal, capacitación, infraestructura y recursos de operación. 
La protección consular que se brinda a personas de la comunidad mexicana es reactiva y los 
servicios comunitarios que ofrecen en ocasiones no llegan a las personas más vulnerables que 
los requieren.
La función consular fortalece al Estado y la defensa de los intereses de México frente a actores 
subnacionales y locales. Se requiere de una voluntad política que se exprese en el presupuesto 
para apoyar la labor consular, en la calidad de los nombramientos y que esté sustentada en la 
planeación estratégica.

COMERCIO EXTERIOR E INVERSIÓN, MOTOR DE LA 
PROSPERIDAD

México es la decimocuarta economía del mundo y la segunda en América Latina; el decimose-
gundo exportador mundial, y primero de América Latina; el primer socio comercial de Estados 
Unidos, miembro del G20 y de la OCDE. Un país de ingreso mediano alto que necesita urgen-
temente dinamizar su crecimiento y cerrar sus brechas socioeconómicas. Esto hace necesario 
aprovechar las oportunidades que ofrece la reconfiguración económica mundial, mediante la 
búsqueda de socios, mercados e inversiones que generen mejores empleos y tecnología.
El sistema de comercio internacional requiere reformas de gran calado que hoy se ven difíci-
les de negociar. La OMC resulta inoperante para resolver controversias y contener barreras 
impuestas con argumentos de seguridad nacional o salud pública. Ante esta situación resulta 
prioritario reactivar nuestra política comercial y de promoción económica con solidez técnica 
y capacidad negociadora para influir en el diseño de nuevas reglas hacia una economía global 
abierta, con justicia social y sostenibilidad ambiental.
En un contexto internacional con creciente nacionalismo económico, la amplia red de acuerdos 
comerciales de México resultará insuficiente para asegurar el acceso de nuestras exportaciones 
a mercados clave, y para atraer la inversión necesaria. El caso más notorio es el TMEC, que ha 
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resultado insuficiente para garantizar acceso el mercado de Estados Unidos, nuestro primer 
socio comercial, debido a diversas medidas arbitrarias y unilaterales impuesta en ese país que 
afectan las exportaciones de diversos productos.
México debe aprovechar al máximo las ventajas de su geografía para convertirse en un nodo lo-
gístico importante de los procesos de relocalización industrial, transición energética, desarrollo 
tecnológico y digitalización. Hay déficits que atender en infraestructura, conectividad y capital 
humano a fin de poder avanzar en esta dirección con un horizonte transexenal de mediano y 
largo plazo.
México requiere de una consultoría jurídica poderosa en la Secretaría de Economía y de recur-
sos financieros suficientes para apoyarse en despachos externos. Para asegurar acceso a mer-
cados México debe reforzar con recursos humanos y financieros los órganos reguladores que 
inciden sobre las exportaciones. Es indispensable que las actividades de promoción económica 
y turística, hoy a cargo de la SRE, cuenten con la estructura, el capital humano y el financia-
miento necesarios.
Un reto central para la atracción de inversión es la insuficiente disponibilidad de energía eléc-
trica limpia, a precios competitivos y sin interrupciones o volatilidad de suministro. Otro es la 
mejoría de la infraestructura fronteriza para agilizar el comercio.
Lo más importante es contar con un proceso regulatorio sencillo, transparente y ágil para fa-
cilitar la Inversión Extranjera Directa (IED). La incertidumbre jurídica y los cambios constantes 
en las políticas han tenido una incidencia negativa en la inversión extranjera. Esta situación 
debe corregirse.
Tanto para acceso a mercados como para atracción de inversión es necesaria una mucho mayor 
y mejor coordinación entre las dependencias del ejecutivo federal que tienen incidencia en es-
tos temas, así como retomar las buenas prácticas para la promoción internacional de la marca 
México en coordinación con el sector privado

POLÍTICA DE SEGURIDAD RESPONSABLE

La grave situación de la seguridad en México tiene una indisoluble vinculación con el entorno 
externo. La internacionalización de la criminalidad y la diversificación de los delitos presentan 
nuevos retos a la política de seguridad mexicana y a la imagen y la credibilidad internacional 
del país.
La actual política de seguridad no ha funcionado. Todos los indicadores oficiales así lo con-
firman. La delincuencia organizada transnacional representa una amenaza permanente para 
la seguridad pública y para la seguridad nacional, lo que hace imprescindible restablecer el 
imperio de la ley a través de su estricta aplicación. Esto requiere la utilización de todas las he-
rramientas diplomáticas, financieras, tecnológicas, de inteligencia y de cooperación bilateral y 
multilateral disponibles.
Ante el aumento de las actividades delictivas y la violencia en el país, con repercusiones nega-
tivas en otros países, un elemento clave será la reconstrucción del andamiaje institucional en 
los ámbitos de seguridad nacional, seguridad pública y administración de justicia. Una de sus 
tareas será elaborar una agenda internacional de riesgos.

La cooperación internacional en materia de seguridad e inteligencia requiere relaciones de con-
fianza que solo se logran con la constante comunicación y coordinación. Resulta urgente re-
construir una relación productiva y confiable con las agencias en el exterior abocadas a estos 
temas, en particular con las de Estados Unidos.
México debe promover en foros multilaterales regionales y globales una discusión seria sobre 
las causas del fracaso reiterado de las políticas de control de drogas y combate al crimen orga-
nizado, y buscar enfoques innovadores para reducir las ganancias ilícitas, el tráfico de armas y 
aminorar los costos de salud asociados al consumo. Más y mejores datos sobre la dinámica de 
los mercados ilegales son indispensables.

MULTILATERALISMO PARA LA PROSPERIDAD Y LA SEGURIDAD

La política multilateral es uno de los pilares más sólidos de la estrategia de diversificación in-
ternacional de México al ser un instrumento invaluable para impulsar el desarrollo sostenible, 
promover los derechos humanos, defender la democracia y atender los grandes retos nacio-
nales en materia de seguridad, inclusión, salud, seguridad alimentaria, justicia y prosperidad.
La política multilateral no debe basarse en consideraciones de la relación bilateral con ningún 
país, aunque tampoco debe dirigirse en contra de nadie. Debe promover los intereses del país 
y el cumplimiento de sus obligaciones internacionales
México debe reposicionarse en el sistema de las Naciones Unidas y en los organismos regiona-
les como el actor relevante que ha sido con aportaciones significativas a la elaboración de nor-
mas y reglas, y al diseño de mecanismos para la convivencia internacional. Debemos fortalecer 
nuestra capacidad de iniciativa y liderazgo en foros regionales y mundiales.
México debe buscar ser nuevamente miembro del Consejo de Seguridad lo antes posible y con-
tribuir en su reforma, incrementar su participación en las Operaciones de Mantenimiento de la 
Paz e impulsar el enfoque preventivo de la “paz sostenible” que implica el desarrollo sostenible.
La asistencia a las cumbres presidenciales, globales y regionales es crucial para México, en par-
ticular las reuniones del G-20, a la que asisten los mandatarios de las naciones más desarro-
lladas.
México tiene obligaciones internacionales que cumplir derivadas de la Carta de la ONU, de la 
OEA, de las cartas de otros organismos internacionales y regionales, y de los tratados inter-
nacionales de los que forma parte. El cumplimiento de sus obligaciones internacionales debe 
ser uno de los pilares de sus políticas públicas internas. Un país que cumple sus obligaciones 
internacionales es un país confiable.
México debe promover un multilateralismo que priorice las necesidades de los más vulnera-
bles. La brújula de actuación internacional de México debe ser la Agenda de Desarrollo 2030 si 
esperamos obtener beneficios para el bienestar de los mexicanos.
La Agenda 2030 y los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) deben formar parte del plan 
nacional de desarrollo y de todos los planes sectoriales. Debe enmendarse la Ley de Planeación 
para subrayar el compromiso mexicano en la lucha contra el cambio climático, la preservación 
de la biodiversidad y el acceso al agua. El presupuesto federal debe elaborarse con perspectiva 
de sostenibilidad y de género.
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México podría ofrecer la sede de una conferencia de las convenciones de cambio climático y de 
la preservación de la biodiversidad para recuperar el liderazgo que tuvo en estos temas en años 
pasado. Quien encabece la jefatura de Estado debe asistir a todas las cumbres relevantes a las 
que México sea convocado.
México debe trabajar para reorientar y sintonizar la agenda de los organismos y mecanismos 
regionales, en especial de la CELAC, a fin de acelerar el paso hacia el cumplimiento de los ODS 
después del duro retroceso que significó la pandemia y ante los desequilibrios que se avecinan 
consecuencia de la guerra en Ucrania.

RELACIONES SÓLIDAS CON ESTADOS UNIDOS

Por nuestra posición geopolítica, por la intensidad de los vínculos económicos, por el alto nú-
mero de mexicanos que viven en ese país, por la complejidad de la frontera y por el impacto que 
los problemas en materia de seguridad y migración tienen en la vida nacional y en la relación 
bilateral, la relación prioritaria para México es con Estados Unidos.
Resulta preocupante la carencia de instituciones sólidas para manejar esta relación. Urge cons-
truir un esquema de coordinación entre las secretarías claves para la interlocución con sus 
homónimos en Estados Unidos, así como retomar y fortalecer los mecanismos federales y fron-
terizos de comunicación y cooperación. Se debe reconstruir la estructura dentro de la SRE para 
darle el nivel que corresponde a la relación con Estados Unidos.
Por el tamaño de la comunidad mexicana en Estados Unidos y por el creciente peso de la po-
blación estadounidense de origen mexicano, la política consular debe redimensionarse para 
lograr una mayor interlocución con actores locales y estatales. La polarización en la sociedad 
estadounidense, que ha agudizado actitudes xenófobas y racistas, obliga a reforzar las labores 
de protección consular.
La nación mexicana cuenta con una población cada vez más importante de ciudadanos binacio-
nales con talentos, vínculos y redes comunitarias que facilitan el diálogo a nivel subnacional, 
nacional y entre organizaciones sociales de los dos países; capital invaluable que la diplomacia 
mexicana debe aprovechar en beneficio de los mexicanos de aquí y de allá.
Para México es fundamental contar con estrategias de seguimiento, acercamiento y cabildeo 
en el Congreso de Estados Unidos, que le permitan comunicar sus posiciones y promover sus 
intereses. Debemos contrarrestar narrativas antimexicanas y antiinmigrantes, y para ello ar-
ticular alianzas con actores económicos, sociales y autoridades locales afines a las posiciones 
de México.
Un conocimiento especializado del sistema judicial estadounidense resulta indispensable en 
tareas de protección de nuestros connacionales y de defensa de intereses económicos y de 
seguridad del país.

AMÉRICA DEL NORTE COMO ANCLA

América del Norte (Canadá, Estados Unidos y México) es una región de gran potencial econó-
mico. En respuesta a la creciente rivalidad con China, Estados Unidos ha promovido una políti-

ca industrial para fortalecer las cadenas de valor agregado a nivel regional. La política retoma 
las ventajas comparativas de sumar los diversos factores de producción que aporta cada uno 
de los tres países.
Algunos de los subsidios y estímulos para incrementar la producción de vehículos eléctricos 
y semiconductores se extienden, por primera vez, al resto de América del Norte. Canadá ya 
adoptó políticas para aprovechar estas oportunidades. México se ha quedado atrás.
Como propuesta de política, el nuevo gobierno deberá impulsar reglas claras y buscar consoli-
dar los vínculos con los dos socios para la integración de las cadenas de valor productivas que 
accedan a una mayor competitividad a la región. Es imperante actualizar el marco migratorio 
regional mediante la inclusión de esquemas que reconozcan la movilidad laboral.
La revisión del TMEC en 2026 será una prioridad para el nuevo gobierno. En los tres países habrá 
comicios nacionales en los próximos dos años que pueden llevar a una redefinición de objetivos 
del proceso de revisión. El nuevo gobierno deberá participar con un equipo experimentado que 
incluya a actores no gubernamentales relevantes. Tarea ineludible será buscar resolver antes 
de esa fecha los litigios comerciales heredados.

CENTROAMÉRICA Y CARIBE: SEGURIDAD Y DESARROLLO 
COMPARTIDO

Gran parte de los países de Centroamérica y el Caribe enfrentan una situación de crisis en lo 
económico, lo social y lo político agravadas por la pandemia, el cambio climático, la corrupción 
endémica y la debilidad institucional. Los casos más dramáticos son los de Haití y Nicaragua, 
que rayan en crisis humanitarias, ambientales y de derechos humanos, frente a las que los me-
canismos regionales han sido omisos e inoperantes.
México ha sido errático en sus políticas hacia sus vecinos centroamericanos y caribeños. Esto 
debe cambiar. Las relaciones se encuentran en un punto inercial donde predomina el manejo 
conflictivo de la relación como consecuencia de la política migratoria mexicana, y de la ausen-
cia de una visión y de una estrategia geopolítica y geoeconómica de mediano y largo plazo.
El gobierno de México, por presión de Estados Unidos, ha implementado una estrategia por 
controlar la migración que ha fracasado debido al control de las cadenas criminales de trans-
porte de personas por parte de la delincuencia organizada. Esta política ha complicado las 
relaciones con los países de Centroamérica y el Caribe.
A lo anterior se suma el alto costo de los visados mexicanos y la incapacidad de controlar a las 
redes de tráfico de personas. En la región existe la percepción de que México solo mira al norte 
y que su diplomacia solo se orienta en esa dirección.
Como prioridad se deben fortalecer las relaciones con los países estables y afines de la región, 
evaluar con una visión estratégica la solicitud de Costa Rica a formar parte del TMEC y profun-
dizar las relaciones con Guatemala y Belice.
México requiere recomponer y redimensionar su política de cooperación para el desarrollo en la 
región con el acompañamiento de organismos multilaterales especializados y de donantes in-
ternacionales; fortalecer a la Agencia Mexicana de Cooperación para el Desarrollo (AMEXCID); 
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evaluar la pertinencia de programas como Sembrando Vida e impulsar proyectos de interco-
nexión eléctrica e infraestructura con alto valor social y económico de la mano del sector privado.

AMÉRICA LATINA Y LA REARTICULACIÓN REGIONAL

Los países latinoamericanos atraviesan una coyuntura difícil tras la pandemia, han perdido 
dinamismo económico y margen financiero para remontar los retrocesos sociales, así como ca-
pacidades para enfrentar los desafíos del cambio climático, la transición energética y la digitali-
zación. La región seguirá siendo escenario de situaciones de inestabilidad económica, malestar 
social, crisis políticas y erosión democrática.
Los mecanismos de integración y concertación regional están paralizados por fracturas ideoló-
gicas, liderazgos disruptivos o frágiles y discrepancias sobre cómo responder a las tendencias 
autoritarias. El comercio interregional continúa siendo uno de los más bajos del mundo (15 % 
de las exportaciones) y los esquemas de integración enfrentan dificultades.
Los países latinoamericanos reaccionan en forma individual al cambiante entorno mundial, 
sin una voz común y sin una hoja de ruta compartida. Algunos se inclinan hacia foros de países 
emergentes y del Sur Global, mientras que otros optan por agrupaciones abiertas Norte-Sur, 
pero, la mayoría, incluido México, muestran desatención por los esquemas regionales.
La política de la actual administración hacia América Latina ha sido errática, sin más derrotero 
que los acercamientos con gobiernos afines, nombramientos diplomáticos polémicos, ausen-
cias notables en foros regionales, bajo nivel de interlocución bilateral, francas omisiones en 
materia de defensa de los derechos humanos, de la democracia y contradicciones en materia 
de refugio y asilo. Se han dado serios desencuentros diplomáticos con varios países y un distan-
ciamiento con la Alianza del Pacífico por la negativa de México a traspasar la presidencia pro 
tempore a Perú.
La primera tarea del próximo gobierno será recomponer las relaciones bilaterales rotas o des-
atendidas y retomar las negociaciones con Brasil y Argentina para modernizar los Acuerdos 
de Complementación Económica. Debemos reactivar la Alianza del Pacífico y fortalecer a la 
CELAC con una agenda de reconstrucción económica incluyente y de desarrollo sustentable. 
México debe continuar como sede rotativa de las conversaciones de paz en Colombia y pronun-
ciarse en favor del diálogo político en Venezuela.
México debe asumir un papel activo de articulación regional con una diplomacia constructiva, 
propositiva y profesional en la búsqueda de soluciones concretas de largo plazo a los proble-
mas compartidos más apremiantes. Es imperativo evitar narrativas divisivas que contraponen 
la interlocución interamericana (OEA) a la latinoamericana (CELAC) por tratarse de mecanis-
mos con mandatos distintos. Debemos impulsar reformas a la OEA y fortalecer el sistema 
interamericano de derechos humanos.
La agenda prioritaria de México hacia la región debe girar en torno a cuatro temas: reorientar 
los esquemas de gobernanza y cooperación migratoria hacia políticas de legalización, integra-
ción y protección de migrantes y refugiados; promover un diálogo hemisférico para revisar las 
políticas de control de drogas y mejorar la cooperación contra el crimen organizado; impulsar 
esquemas comerciales, de inversión e infraestructura con transformaciones productivas para 

aprovechar los procesos de relocalización e innovación tecnológica; y fortalecer y actualizar los 
organismos regionales de financiamiento para el desarrollo con perspectiva de sustentabilidad 
ambiental.
Para avanzar en esta agenda, es necesario forjar coaliciones temáticas de países interesados 
con peso y voluntad política, así como fortalecer la interlocución con Brasil y Argentina dentro 
del G20.

CHINA: UN ACERCAMIENTO INTELIGENTE

El devenir de la rivalidad entre China y Estados Unidos será el factor determinante de la geopo-
lítica y la economía mundial en las próximas décadas. México está directamente condicionado 
por esta competencia estratégica y tecnológica entre el país al que van el 78 % de sus exporta-
ciones y aquél de donde provienen el 20 % de sus importaciones.
Tras el incremento de las tensiones comerciales entre China y Estados Unidos muchas empre-
sas chinas, al igual que japonesas, coreanas y de otros países, invierten en México para apro-
vechar el TMEC y establecen plantas que les permiten decir que sus bienes están hechos en 
México para luego ingresarlos a Estados Unidos sin pagar aranceles. El interés de los manufac-
tureros chinos es parte de la tendencia de la relocalización, que busca acercar los productos al 
consumidor final con menos costos y vulnerabilidad derivada del transporte o de las tensiones 
geopolíticas.
Nuestro país necesita dar seguimiento puntual y comprender mejor esta dinámica a fin de iden-
tificar las oportunidades, los riesgos y el margen de acción con el que cuenta. Está en el mayor 
interés de México profundizar su anclaje económico en América del Norte en los términos acor-
dados en el TMEC al tiempo que mejorar los canales de interlocución y los vínculos con China, e 
identificar oportunidades de inversión, comercio y cooperación tomando en consideración las 
reglas acordadas en el TMEC y posibles preocupaciones por competencia desleal o de seguridad 
de sus socios.
Para México es urgente diseñar una estrategia inteligente de acercamiento a China, coherente 
y de largo plazo, y establecer un diálogo intersectorial coordinado por la SRE. En este sexenio 
no se han hecho visitas presidenciales o de delegaciones de alto nivel que puedan impulsar la 
relación. Por otra parte, el desequilibrio comercial México-China ha sido constante, aunque las 
exportaciones mexicanas hayan ido creciendo.
A más de diez años de la creación de la Asociación Estratégica Integral entre ambas naciones, 
sería importante revisar sus términos y relanzarla acompañada de un nuevo mecanismo para 
sostener un “diálogo económico de alto nivel” que permita coordinar y dar seguimiento a las 
distintas iniciativas. Del mismo modo, es recomendable revisar los otros acuerdos bilaterales 
a la luz de la estrategia de largo plazo. Una de las primeras tareas será evaluar el interés de 
China por participar en el Acuerdo Transpacífico CPTPP en consulta con el resto de los países 
miembros.
Se requiere una diplomacia profesional de equilibrios finos en la que México pueda construir 
canales de diálogo y condiciones de confianza en temas de interés común con Estados Unidos y 
con China, como la vaquita marina, el combate al crimen organizado y el control del fentanilo.
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EUROPA: UNA RELACIÓN ESTANCADA CON ENORME 
POTENCIAL

El socio principal de México en Europa es la Unión Europea (UE), segundo destino más impor-
tante de las exportaciones mexicanas y el primer o segundo lugar de origen de la Inversión 
Extranjera Directa (IED).
El tema prioritario con la UE es la firma y ratificación del Acuerdo Global Modernizado, cuya 
negociación concluyó en abril de 2020. Este acuerdo es fundamental para aprovechar las opor-
tunidades de relocalización de procesos productivos y de cadenas de suministro derivadas de la 
competencia entre Estados Unidos y China, pero también lo es en términos del diálogo político 
y cooperación.
España es el socio más importante para México en la UE. Es el segundo país de donde proviene 
IED, después de Estados Unidos. Sin embargo, las exportaciones de México a España han caído 
desde 2018, mientras que las importaciones siguen aumentando. La relación económica da 
para mucho más.
Las relaciones entre México y España se deben reencauzar para superar el estancamiento ac-
tual. España es un actor clave para articular la relación de México con la UE y en la relación 
birregional UE-CELAC. También es un socio significativo en materia de cooperación para el de-
sarrollo, sobre todo en esquemas de cooperación triangular.
El nuevo gobierno debe presentar propuestas de proyectos en el marco del programa Global 
Gateway, el cual moviliza recursos públicos y privados de la UE para la construcción de in-
fraestructuras, así como para iniciativas de lucha contra el cambio climático y las transiciones 
energética y digital.
Ante la posibilidad de que el conflicto entre Ucrania y Rusia continúe, el nuevo gobierno debe 
dejar claro que no ve a ambas partes como igualmente responsables. Además de continuar 
con la condena de la invasión de Rusia en términos de la Carta de la ONU, deben considerarse 
medidas de apoyo a Ucrania, sobre todo en el ámbito humanitario.

EL SUR GLOBAL: IDENTIFICAR TEMAS Y SOCIOS PARA UN 
ACERCAMIENTO ESTRATÉGICO

A partir de un mapeo de oportunidades, México debe trabajar con socios estratégicos claves 
para temas concretos con países que se encuentran en el Sur Global, en particular con los 
que hay participación común en mecanismos como APEC, el Acuerdo Transpacífico CPTPP y la 
Alianza del Pacífico, y en foros como el G-20.
La exigua presencia diplomática de México en algunas regiones, en particular África, puede 
contrarrestarse si se fortalecen las embajadas existentes y hay una participación constante 
y deliberada en aquellos temas prioritarios de genuino interés mutuo. Para avanzar hay que 
desarrollar un conocimiento sistemático de los asuntos que integran la agenda africana del 
siglo XXI. Como complemento, México puede aprovechar, de manera eficaz, su condición de 

país observador en la Comunidad Económica de África Occidental y las tareas de observación 
y consultas regulares con la Unión Africana.
En el Medio Oriente y el Golfo Pérsico existe el potencial para establecer alianzas estratégicas 
en temas de transición energética, la descarbonización de la economía mundial, la emergencia 
climática, los avances científicos derivados de la innovación y del uso de las nuevas tecnolo-
gías. El nuevo gobierno debe promover y conseguir atraer flujos de inversión provenientes de 
los fondos soberanos de los países árabes del Golfo, cuyo destino deben ser los proyectos de 
infraestructura, que pueden complementar las inversiones públicas y privadas mexicanas.
México necesita retomar su lugar como país de vanguardia, con prestigio y credibilidad inter-
nacional, promotor activo y responsable de la solución pacífica de los conflictos. Es urgente 
reconsiderar la posición inercial mantenida por largo tiempo respecto del conflicto palestino 
israelí y proceder a reconocer al Estado de Palestina para ir más allá de la retórica.

FORTALECIMIENTO DEL ANDAMIAJE INSTITUCIONAL

México no cuenta con una política exterior que opere con visión estratégica, ni con el andamia-
je y las capacidades institucionales y presupuestales para prever y responder en congruencia. 
El presupuesto de la SRE siempre ha sido muy bajo, entre el 0.3 y 0.4 % del Presupuesto de 
Egresos de la Federación.
Actualmente no existe la voluntad y la visión necesarias para contar con una política exterior 
de Estado que contribuya de manera más efectiva a la edificación de un proyecto nacional que 
promueva el desarrollo y contribuya a elevar el nivel de vida de la población.
El próximo gobierno deberá crear el andamiaje institucional y las condiciones para que la SRE, 
como eje de una acción gubernamental concertada y con apoyo de la sociedad, cuente con las 
condiciones políticas e institucionales necesarias para alcanzar sus objetivos. Es fundamental 
que la SRE tenga todas sus facultades claramente definidas en la Ley Orgánica de la Adminis-
tración Pública Federal (LOAPF), incluyendo las nuevas responsabilidades de promoción eco-
nómica y turística internacional. Por otra parte, se deben establecer criterios para asegurar la 
debida coordinación entre la SRE y las otras secretarías de Estado, así como una colaboración 
más estrecha con el Congreso.
Debe asignársele a la SRE un presupuesto que le posibilite contar con personal profesional 
suficiente para cumplir cabalmente con sus funciones, incrementando las plazas del Servicio 
Exterior Mexicano (SEM). A fin de asegurar que cumpla adecuadamente con sus funciones, 
deben aumentar las representaciones de México en el exterior para tener una red diplomática 
y consular acorde al tamaño y el peso internacional del país.
La SRE deberá impulsar de forma transversal una política exterior que defienda los valores de 
la democracia y los derechos humanos y que incorpore una perspectiva de género y diversidad 
que reduzca las desigualdades. Nuestras políticas internas y su ejecución deben ser acordes con 
nuestras posiciones en el exterior.



168

Agradecemos 
la valiosa contribución en la elaboración de este documento a las siguientes personas:

En la mesa sobre Políticas Sociales participaron, entre otros, Miguel Székely (coordinador), Rogelio 
Gómez Hermosillo, Miguel Molina, Francisco Montfort, Adriana Ortíz-Ortega y María Guadalupe 
Serna.
En la mesa sobre Mujeres participaron, entre otros, Anakaren Iniestra (coordinadora) y y Margarita 
Sánchez Gavito.
En la mesa sobre Educación, Ciencia y Tecnología participaron, entre otros, Juan Carlos Romero 
Hicks (coordinador), Alma Maldonado, Dulce Carolina Mendoza, Martha Andrea Mora Martínez, 
Eduardo Sadot Morales, Fernando Salmerón, Sylvia Schmelkes, José Luis Solleiro y Edgar Torres.
En la mesa sobre Cultura participaron, entre otros, Antonio Crestani.
En la mesa sobre Salud participaron, entre otros, Jaime Sepúlveda (coordinador), Julio Frenk, 
Octavio Gómez Dantés, Mercedes Juan, Arnoldo Kraus, Francisco Moreno y Ector Jaime Ramírez 
Barba.
En la mesa sobre Seguridad y Procuración de Justicia participaron, entre otros, Luis Herrera-Lasso 
(coordinador), Fernando Muñoz, Francisco Rivas y Guillermo Valdés.
En la mesa de Corrupción e Impunidad participaron, entre otros, Alexia Bautista, Alejandro 
González, Juan Carlos Romero Hicks, Guillermo Valdés y Margarita Sánchez Gavito.
En la mesa sobre Agricultura, Ganadería y Pesca, participaron, entre otros, José Ignacio Portilla 
(coordinador), Mariano Ruiz-Funes y Rosanna Teruggi.
En la mesa sobre Economía (Infraestructura, Vivienda, Pymes, Competencia y Turismo) 
participaron, entre otros, Enrique Cárdenas (coordinador), Oscar Espinosa, Sergio Fadl Kuri, Héctor 
Flores, José Luis Flores Hernández, Alejandro González, Miguel Molina, Ana Lilia Moreno, Carlos 
Noriega Curtis, Federico Patiño, Eduardo Sojo y Aurea Tlatoa Chávez.
En la mesa sobre Medio Ambiente, Agua y Energía participaron, entre otros, Rodolfo Lacy 
(coordinador), Rosanety Barrios, Juan Carlos Belausteguigoitia, César Rafael Chávez, Andrés Flores 
Montalvo, Juan José Huerta, Miguel Molina, Isidro Morales, Oscar Ocampo y Gabriel Quadri.
En la mesa sobre Democracia y Estado de Derecho participaron, entre otros, Luis Carlos Ugalde 
(coordinador), Alexia Bautista, José Antonio Crespo, Rocío Huerta y Diego Valadés Ríos.
En la mesa sobre Gobiernos de Coalición participaron, entre otros, Diego Valadés Ríos como 
coordinador. 
En la mesa sobre Relaciones con el Exterior participaron, entre otros, Guadalupe González 
(coordinadora), Víctor Arriaga (coordinador), Jorge Álvarez, Benito Andión, Juan Carlos Baker, 
Héctor Cárdenas, Marcela Celorio, Rodolfo Córdova, Roberta Lajous, Sergio Ley, Olga Pellicer, Laura 
Rojas, Lorena Ruano y Erika Ruiz Sandoval.
En todas las mesas estuvieron presentes, José Ángel Gurría, Sergio Fadl, Luis Herrera-Lasso, 
Anakaren Iniestra, Rodrigo López Lule, Francisco Montfort, Carlos Noriega Curtis, Eduardo Sadot 
y Margarita Sánchez Gavito.




	-0
	/Users/malala/Documents/_Archivo/LHL/_PlanGobierno/ProgramaGobierno Folder/1.jpg
	168-
	/Users/malala/Documents/_Archivo/LHL/_PlanGobierno/ProgramaGobierno Folder/4.jpg

